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Resumen ejecutivo

En México coexisten diversos Instrumentos de Precio al 
Carbono (IPC) con el objetivo de cumplir con los com-
promisos de reducción de emisiones de gases de efec-
to invernadero (GEI) establecidos en la Contribución 
Determinada a Nivel Nacional (NDC) a nivel de país, y/o 
de metas locales de acción climática, tales como trayecto-
rias de descarbonización estatales u otras iniciativas de mi-
tigación similares. Entre estos IPC destacan el Sistema de 
Comercio de Emisiones (SCE) y los impuestos al carbono, 
tanto a nivel federal como subnacional . Estos instrumen-
tos tienen como objetivo internalizar los costos sociales y 
ambientales de las actividades económicas, incentivando 
una transición hacia una economía baja en carbono y pro-
moviendo el desarrollo de tecnologías limpias.

La coexistencia de estos mecanismos presenta tanto de-
safíos como oportunidades. Entre los principales retos se 
encuentra la necesidad de coordinar y asegurar la cohe-
rencia entre políticas, con el fin de reforzar los esfuerzos 
hacia la reducción de emisiones. Además, es de gran im-
portancia que los instrumentos de precio al carbono es-
tén armonizados con otras políticas climáticas para evitar 
conflictos y maximizar su eficacia. Al mismo tiempo, esta 
interacción ofrece una oportunidad para alcanzar las me-
tas climáticas de manera costo-efectiva, mejorando la efi-
ciencia y efectividad de las políticas climáticas nacionales.

Por esta razón, analizar la convivencia entre el SCE y los 
impuestos al carbono es clave para asegurar una imple-
mentación complementaria que maximice la efectividad 
de este tipo de instrumentos económicos en la reducción 
de emisiones. El diseño de políticas podría alinear las se-
ñales de precio de ambos instrumentos para fomentar una 
reducción eficiente de emisiones, evitando redundancias 
y minimizando impactos negativos en la competitividad.

Este estudio se enfoca en analizar las interacciones de los 
IPC y tiene como objetivo brindar un análisis que aborde 
la interacción de los distintos IPC e identifique las di-
mensiones relevantes que deben considerarse para el di-
seño de estos instrumentos. La metodología del estudio 
se basa en la revisión de literatura, análisis de políticas 
ambientales e internacionales y entrevistas con actores 
clave, incluyendo autoridades gubernamentales, empre-
sas, universidades y ONG. La revisión abordó funda-
mentos teóricos y prácticos de los IPC, su interacción, 

y experiencias internacionales destacadas. Las entrevistas 
ofrecieron perspectivas prácticas y teóricas que enrique-
cieron el análisis y las recomendaciones.

Como resultado, el estudio destaca que los IPC, como los 
SCE y los impuestos al carbono, ofrecen una oportunidad 
para acelerar la reducción de GEI y facilitar una transi-
ción hacia una economía baja en carbono. La combina-
ción de diferentes IPC puede generar sinergias valiosas al 
complementar sus áreas de cobertura, lo que permite un 
enfoque amplio para reducir emisiones en diversos sec-
tores económicos. Por ejemplo, un SCE puede abarcar 
los sectores industriales y energéticos, mientras que un 
impuesto al carbono puede extenderse a sectores como el 
transporte y las emisiones residenciales, ampliando la co-
bertura y logrando un mayor impacto ambiental.

Una de las principales ventajas de combinar estos instru-
mentos es que equilibran la certeza en la reducción de 
emisiones y la estabilidad de los precios. La combinación 
de un SCE, que se centra en emisores que sobrepasan 
cierto umbral pertenecientes a los sectores de generación 
eléctrica, industrial y petróleo y gas, con un impuesto al 
carbono que puede abarcar, por ejemplo, emisores que es-
tán por debajo del umbral del SCE y/o pertenecen a sec-
tores complementarios como transporte y emisiones re-
sidenciales, amplía la cobertura de sectores y fuentes de 
emisiones. Mientras el SCE proporciona certeza en la 
cantidad de emisiones reducidas, el impuesto al carbono 
asegura estabilidad en el precio de las emisiones. Además, 
el informe subraya que la implementación de mecanis-
mos de flexibilidad, como los créditos de compensación, 
puede proporcionar opciones adicionales para las empre-
sas, fomentando la innovación y la eficiencia en la reduc-
ción de emisiones.

El análisis también resalta la importancia de integrar los 
IPC con otras políticas climáticas, energéticas y sociales. 
Esta integración puede multiplicar los beneficios al coor-
dinar los esfuerzos en áreas complementarias. Por ejem-
plo, los ingresos generados por los IPC pueden destinarse 
a programas de eficiencia energética, energías renovables 
o iniciativas de transición justa, apoyando tanto la creación 
de empleo verde como el desarrollo de tecnologías limpias. 
Este enfoque colaborativo y multisectorial maximiza los 



9Análisis integrado de los instrumentos de precio al carbono en México

beneficios de las políticas climáticas y minimiza los posi-
bles impactos negativos en la economía y la sociedad.

Otro aspecto positivo identificado en el informe es la par-
ticipación de todas las partes interesadas. La colaboración 
entre gobiernos, empresas, sociedad civil y comunidades 
vulnerables no solo asegura que las políticas de precio al 
carbono sean más efectivas, sino también más justas. Este 
proceso inclusivo garantiza que se consideren todas las 
perspectivas y que se distribuyan de manera equitativa 
los beneficios y las oportunidades que generan los IPC. 
Además, diseñar IPC que sean flexibles y adaptables a las 
condiciones cambiantes mejora su aceptación, aseguran-
do que puedan ajustarse a la evolución de los mercados y 
las nuevas tecnologías.

El estudio reconoce que la interacción entre instrumen-
tos también puede resultar en redundancias y comple-
mentariedades con implicaciones en las cargas admi-
nistrativas y los costos de cumplimiento. Además, bajo 
diferentes esquemas, los precios del carbono en secto-
res y regiones pueden tener impactos diferenciados en el 
mercado y la competitividad. 

Es por ello que, el estudio proporciona casos internacio-
nales que ilustran cómo la combinación y coordinación 
de IPC han logrado resultados positivos. En California, 
por ejemplo, los ingresos generados por el SCE han sido 
reinvertidos en proyectos de energía renovable y eficien-
cia energética, lo que ha reforzado los objetivos de reduc-
ción de emisiones del estado. Asimismo, la experiencia de 
la Unión Europea demuestra que los ajustes en los merca-

dos de carbono, como la implementación de la Reserva de 
Estabilidad del Mercado (MSR, por sus siglas en inglés), 
pueden estabilizar los precios del carbono y aumentar la 
efectividad de los SCE. Estos casos muestran que la co-
existencia de diferentes IPC puede, con la planificación 
adecuada, impulsar la ambición climática y generar bene-
ficios económicos y sociales adicionales.

El informe ofrece recomendaciones que se centran en 
maximizar las sinergias entre los IPC y otras políticas 
públicas en México. Diseñar instrumentos coordinados 
tanto a nivel federal como estatal es clave para evitar du-
plicidades y maximizar la efectividad. Además, la imple-
mentación de sistemas robustos de monitoreo, reporte y 
verificación (MRV) garantizará la transparencia y la pre-
cisión en el monitoreo de emisiones, fomentando la con-
fianza en los mercados de carbono.

En breve, este estudio subraya que la coexistencia de múl-
tiples IPC no solo es posible, sino que puede ser una he-
rramienta útil para impulsar la reducción de GEI de ma-
nera eficiente y costo-efectiva. La coordinación adecuada 
entre estos instrumentos y su integración con otras políti-
cas públicas puede generar importantes beneficios, desde 
la estabilidad económica hasta la promoción de una tran-
sición justa hacia una economía baja en carbono. La ex-
periencia internacional demuestra que estos instrumen-
tos, bien diseñados y gestionados, tienen el potencial de 
transformar las políticas climáticas y ayudar a México a 
cumplir sus objetivos de reducción de emisiones.
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1.	 Introducción y contextualización

1	 La diferencia entre costo-eficiencia y costo-eficacia radica en cómo se evalúan los resultados alcanzados en relación con los recursos utilizados. La 
costo-eficiencia se refiere a la relación entre los costos y los resultados alcanzados, donde se busca minimizar los costos necesarios para lograr un 
determinado objetivo. En cambio, la costo-eficacia se refiere a la relación entre los costos y la efectividad en alcanzar un objetivo específico. Aquí, 
se evalúa si se logra el resultado deseado y cuánto cuesta lograrlo. La eficacia se mide en términos de la capacidad de lograr los resultados deseados, 
mientras que el costo-eficiencia se centra en la relación entre estos resultados y los recursos utilizados para alcanzarlos. 

2	 El Acuerdo 177/2023 establece en su artículo quinto que la cuota aplicable a otros combustibles fósiles es de 62.7762 pesos por tonelada de carbono 
que contenga el combustible.

México implementa diversos instrumentos de precio al 
carbono (IPC) como parte de sus esfuerzos para cum-
plir con sus metas y compromisos de reducción de emi-
siones de gases de efecto invernadero (GEI), tales como 
aquellos plasmados en su Contribución Determinada a 
Nivel Nacional (NDC). Los IPC buscan internalizar los 
costos sociales y ambientales de las actividades económi-
cas y productivas, incentivando la transición hacia una 
economía baja en carbono y promoviendo el desarrollo 
de tecnologías limpias, alcanzando, así, las metas climá-
ticas al menor costo. Entre estos instrumentos destacan 
el Sistema de Comercio de Emisiones (SCE) y los im-
puestos al carbono a nivel federal y subnacional. La con-
vivencia de estos instrumentos presenta desafíos y opor-
tunidades para alcanzar las metas climáticas de manera 
costo-efectiva1 y mejorar la eficiencia y efectividad de las 
políticas climáticas del país. 

El SCE es un instrumento económico de mercado di-
señado para limitar y reducir las emisiones de GEI de 
manera costo-efectiva. Las empresas que participan en el 
SCE reciben o compran derechos de emisión, que pue-
den comercializar entre ellas. Cada permiso equivale a 
una tonelada de dióxido de carbono (CO2). El SCE en 
México comenzó su Programa de Prueba en 2020, con el 
objetivo de familiarizar a las empresas con el funciona-
miento del mercado y fortalecer una base de datos robus-
ta sobre emisiones. Tras el fin del Programa de Prueba, el 
gobierno de México trabaja en la preparación de una fase 
de operatividad del SCE.

En cuanto a los impuestos al carbono, el país implemen-
tó un impuesto federal en 2014, que aplica a los com-
bustibles fósiles en función de su contenido de carbono. 
La tasa impositiva varía según el tipo de combustible, 
con un promedio de aproximadamente tres dólares2 por 
tonelada de CO2 (DOF, 2023). Adicionalmente, varios 
estados de la República han implementado sus propios 
impuestos al carbono.

La coexistencia del SCE y los impuestos al carbono re-
quiere una coordinación orientada al aumento de la am-
bición climática del uso de IPC para la mitigación de 
emisiones y a una mayor eficacia. Por esta razón, es clave 
diseñar políticas que alineen las señales de precio del 
SCE y los impuestos para incentivar la reducción de 
emisiones de manera eficiente. La convivencia entre el 
SCE y los impuestos al carbono puede mejorar la eficien-
cia económica, incentivando a que las empresas busquen 
la opción más económica para reducir sus emisiones, ya 
sea llevando acciones de mitigación propias y/o cum-
pliendo sus obligaciones derivadas de estos mecanismos 
mediante la compra de derechos de emisión (DEM). Sin 
embargo, la insuficiencia de coordinación podría resultar 
en impactos en la efectividad de los instrumentos y en 
la competitividad de los sectores regulados. Por lo que, 
se deben considerar las potenciales implicaciones de una 
doble regulación, a fin de asegurar que ambos instrumen-
tos coexistan de manera complementaria y contribuyan a 
alcanzar los objetivos climáticos por medio de sus objeti-
vos extrafiscales.

En este sentido, el diseño de IPC requiere un enfoque in-
tegral que considere diversas dimensiones. La dimensión 
ambiental debe priorizar estrategias que conduzcan a una 
reducción significativa de emisiones, garantizando la sos-
tenibilidad a largo plazo y la mayor contribución posible 
a la lucha contra el cambio climático. La dimensión social 
es importante para minimizar el impacto en las pobla-
ciones más vulnerables, asegurando una transición justa. 

Por otro lado, la dimensión económica debe enfocarse 
en impulsar la productividad, facilitando la reducción de 
emisiones de manera costo-efectiva y fomentando la resi-
liencia en las industrias mexicanas. Finalmente, la dimen-
sión política es esencial para asegurar la aceptación y co-
laboración de todos los sectores, promoviendo un marco 
de gobernanza que facilite la implementación efectiva de 
estos instrumentos. La integración de estas dimensiones 
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es clave para diseñar políticas que no solo sean efectivas 
en la reducción de emisiones, sino que también sean sos-
tenibles, equitativas y viables en el contexto socioeconó-
mico y político.

En síntesis, es esencial una colaboración estrecha entre el 
gobierno federal y los gobiernos subnacionales para coor-

dinar los impuestos al carbono y el SCE, asegurando po-
líticas coherentes y efectivas. Además, es clave establecer 
sistemas de monitoreo y evaluación para medir la efecti-
vidad de los instrumentos de precio al carbono y realizar 
ajustes necesarios basados en los resultados.
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2.	 Metodología y enfoques adoptados  
para la recopilación de información,  
el análisis, la evaluación y generación 
de conclusiones y recomendaciones

La metodología del presente estudio se fundamenta en la 
recopilación, análisis, integración y generación de conclu-
siones y recomendaciones provenientes de dos fuentes de 
información principales: 

	- la revisión de literatura; y 

	- entrevistas con actores clave de gobiernos fe-
derales y subnacionales, la iniciativa priva-
da, universidades y organizaciones no guber-
namentales (ONG)

A continuación, se detallan los componentes y pasos 
de esta metodología.

La revisión de literatura se enfocó en la recopila-
ción de información que permite describir los fun-
damentos teóricos desde la economía ambiental y 
de política pública de los IPC. Esto incluye la bús-
queda y análisis de publicaciones académicas, infor-
mes de políticas, estudios de caso y documentos ofi-
ciales que explican los objetivos, el funcionamiento 
y los resultados de la implementación de los IPC 
en el contexto de la política pública de mitigación 
de emisiones de GEI. La revisión también cubrió 
aspectos como los elementos constitutivos de los 
IPC, los sectores y actividades económicas cubier-
tas, los mecanismos de flexibilidad, y el alcance de 
los instrumentos.

Además, la revisión de literatura permitió identificar re-
portes que analizan la convivencia entre distintos instru-
mentos de precio al carbono, prestando especial atención 
a la posible complementariedad entre los impuestos al 
carbono y los SCE. Se incluyeron fuentes que abordan 
cómo estos instrumentos pueden diseñarse y aplicarse 
conjuntamente para maximizar su eficacia en la reduc-
ción de emisiones y minimizar los costos económicos 
asociados (Duscha & del Río, 2017), (Gundlach, Minsk, 
& Kaufman, 2019), (ICC, 2022) y (Zhang, Qi, Lin, Pan, 
& Sharp, 2022).

La recopilación de información tuvo como objetivo iden-
tificar, de manera general, los elementos, sectores, co-
bertura, mecanismos de flexibilidad y alcance de los 
IPC, proporcionando los elementos necesarios para su 
diseño y evaluación. Este proceso incluyó la identifica-
ción de estudios de caso relevantes y la compilación de 
datos cuantitativos y cualitativos sobre la implementación 
de IPC en diferentes jurisdicciones.

El análisis incluyó una revisión de los IPC existentes en 
México, así como estudios de caso de otras jurisdiccio-
nes. Este componente permitió identificar las mejores 
prácticas y lecciones aprendidas que pueden ser aplicables 
al contexto mexicano. Se analizaron ejemplos de ventajas 
y desventajas en la implementación de los IPC, prestando 
especial atención a las adaptaciones locales y a los factores 
contextuales que influyeron en los resultados.

La recopilación de información y opiniones a través de 
entrevistas sirvieron para el análisis de las dimensiones 
políticas, económicas, ambientales y sociales en el di-
seño de los IPC. Las entrevistas se llevaron a cabo con 
actores clave de diversos sectores, incluyendo:

	- Gobierno federal y gobiernos subnacionales

	- Iniciativa privada

	- Universidades y centros de investigación

	- Organizaciones No Gubernamentales (ONG)

	- Organismos internacionales

Estas entrevistas proporcionaron una perspectiva amplia, 
tanto teórica como pragmática, que sirva como referencia 
para los tomadores de decisión en el diseño e implemen-
tación de los IPC, y permitieron capturar experiencias y 
sugerencias prácticas que enriquecieron las conclusiones 
y recomendaciones del presente estudio.
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Una vez recopilada la información de las dos fuentes 
principales, se procedió a su análisis e integración. Este 
proceso incluyó:

	- Análisis comparativo: Valoración de los funda-
mentos teóricos y prácticos de los distintos IPC, 
identificando similitudes y diferencias clave.

	- Identificación de interacciones: Evaluación de 
cómo conviven entre sí los diferentes IPC y cómo 
estas interacciones pueden optimizarse para lo-
grar los objetivos de reducción de GEI tanto a 
nivel federal como local.

	- Desarrollo de recomendaciones: Basado en el 
presente análisis, se identificaron múltiples di-
mensiones para el diseño e implementación de 
IPC en México, que podrían considerarse para 
fortalecer su complementariedad y efectividad.

El fin último de esta metodología fue asegurar una apro-
ximación multidimensional al estudio de los IPC, facili-
tando la comprensión de sus dinámicas y la identificación 
de estrategias para su implementación efectiva y armoni-
zación en México.

A continuación, se muestra un diagrama de flujo descri-
biendo la metodología utilizada:

Figura 1.Diagrama de flujo de metodología 

Recopilación 
de información

Análisis e integración

Revisión de literatura

METODOLOGÍA

1.1 1.2

Generación de conclusiones

Entrevistas
Recopilación de información para 
describir los fundamentos teóricos de 
los instrumentos de precio al carbono

Búsqueda y análisis de:
• publicaciones académicas
• informes de políticas
• estudios de caso
• documentos oficiales
Explicando objetivos, funcionamiento y 
resultados de la implementación de IPC

• Gobierno federal
• Iniciativa privada
• Universidades y centros de 

investigación
• Organizaciones no gubernamentales 

(ONGs)
• Organismos internacionales

• Análisis comparativo
• Identificación de interacciones
• Desarrollo de recomendaciones

Identificación de reportes que analizan la 
interacción entre distintos instrumentos 
de precio al carbono

Exploración de los instrumentos de precio 
al carbono en México, y estudios de caso 
de otros países y regiones

La recopilación de información y 
opiniones a través de entrevistas 
sirvieron para el análisis de las 
dimensiones políticas, económicas, 
ambientales y sociales en el diseño de 
los IPC



3
Marco conceptual
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3.	 Marco conceptual

3	  Esta sección se fundamenta en principios y nociones básicas de economía ambiental. Esta sección toma como base libros especializados en el tema 
como Perman (2011), Tietenberg (2013) y Kolstad (2004).

3.1. Conceptos básicos de 
economía ambiental3

Los instrumentos económicos, como los impues-
tos, los subsidios y los permisos o derechos comer-
ciables, se utilizan en la política pública para influir 
en el comportamiento de los actores regulados, sean 
consumidores, productores o comercializadores, de 
una manera que se promuevan objetivos sociales de-
seables, como la protección ambiental o la eficiencia 
energética. A diferencia de los instrumentos de co-
mando y control, tales como las normas y regulacio-
nes, los instrumentos económicos ofrecen un mayor 
grado de libertad a los individuos y empresas para 
cumplir con sus obligaciones, permitiéndoles tomar 
decisiones basadas en sus propias circunstancias y 
preferencias (ver Tabla 1). 

Por ejemplo, un impuesto al carbono impone un cos-
to a las emisiones de los distintos GEI, pero deja a 

las empresas la decisión sobre cómo y cuándo reducir 
sus emisiones o si prefieren pagar el impuesto. Esta 
flexibilidad no solo puede aumentar la eficiencia eco-
nómica al permitir que las reducciones de emisiones 
ocurran donde es menos costoso hacerlo, sino que 
también fomenta la innovación, ya que los agentes 
económicos buscan nuevas formas de minimizar sus 
costos para mitigar sus emisiones, esto bajo las nue-
vas condiciones impuestas por la política pública.

Por otra parte, estos instrumentos pueden incentivar 
también al consumidor principalmente a través de 
una señal de precios, ya sea directa o indirectamente, 
a tomar decisiones de compra más sustentables. Por 
ejemplo, al aplicar impuestos a productos o servicios 
que se desean desincentivar debido a sus efectos ne-
gativos para el medio ambiente, como los combusti-
bles fósiles, los precios de estos productos aumentan. 
Esto puede motivar al consumidor a buscar alterna-
tivas más económicas y sustentables.

Tabla 1. Instrumentos económicos y de comando y control en el contexto de la política pública 
ambiental y climática

Aspecto Instrumentos económicos Instrumentos de Comando y Control

Objetivos Promover la reducción de emisiones de GEI 
de manera rentable y eficiente.

Establecer estándares o regulaciones específicas 
para limitar las emisiones de GEI.

Funcionamiento
Establecen incentivos económicos, como 
precios al carbono o sistemas de comercio de 
emisiones.

Establecen regulaciones directas, como estánda-
res de emisiones o requisitos de tecnología.

Eficiencia Económica

Favorecen la eficiencia económica al permitir 
que las empresas reduzcan las emisiones de 
manera más rentable y asignen recursos de 
manera óptima.

Pueden resultar en asignaciones ineficientes 
de recursos, ya que son menos flexibles con 
las empresas para optimizar sus estrategias de 
reducción de emisiones.

Flexibilidad

Ofrecen flexibilidad a las empresas para elegir 
cómo reducir sus emisiones, fomentando la 
innovación y la adopción de tecnologías más 
limpias.

Son menos flexibles, ya que imponen requisitos 
específicos a las empresas sin permitirles elegir 
cómo cumplirlos.
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Aspecto Instrumentos económicos Instrumentos de Comando y Control

Ventajas
Promueven la innovación tecnológica, son 
predecibles en cuanto a los costos, y permiten 
una asignación eficiente de recursos.

Establecen normas claras y específicas para 
el cumplimiento, lo que puede simplificar el 
proceso de aplicación y monitoreo.

Desventajas

Pueden requerir una infraestructura compleja 
para su implementación y pueden ser suscep-
tibles a fluctuaciones de precios.

Pueden ser menos eficientes en términos 
económicos, por ejemplo, aumentar costos de 
transacción y pueden desincentivar la innova-
ción tecnológica.

Fuente: elaboración propia con base en conceptos generales de economía ambiental4.

4	  Para el lector interesado puede ver, por ejemplo, Perman et al. (2011).
5	  Un IPC tiene el menor costo de oportunidad porque permite a los emisores de GEI decidir cómo y cuándo reducir sus emisiones de la manera más 

eficiente para ellos. Al poner un precio a las emisiones crea un incentivo económico para reducir emisiones, pero deja la flexibilidad a los actores eco-
nómicos para elegir la estrategia que mejor se adapte a sus necesidades y capacidades. Un IPC permite que aquellos que puedan reducir emisiones 
a un costo más bajo lo hagan primero. Por lo tanto, un IPC tiene el menor costo de oportunidad porque permite una asignación más eficiente de 
recursos, donde las reducciones de emisiones se logran al menor costo posible, evitando gastos innecesarios y permitiendo a los actores económicos 
adaptarse de manera flexible a las nuevas condiciones del mercado.

6	  El doble dividendo es un concepto económico que surge en el contexto de las políticas ambientales. La idea es que estas políticas no solo logran un 
beneficio ambiental (el primer dividendo) al reducir las emisiones, sino que también pueden generar un beneficio económico adicional (el segundo 
dividendo) al reinvertirlo en acciones ambientales.

Los costos administrativos y de transacción de aplicar los 
instrumentos económicos tienden usualmente a ser infe-
riores a los asociados con la vigilancia del cumplimien-
to de aquellos de comando y control. Los instrumentos 
económicos pueden contribuir a fortalecer los sistemas 
de gestión de control de las emisiones de GEI al generar 
ingresos, ya sea por medio de cobros directos a los genera-
dores o por medio de impuestos a las emisiones.

Para seleccionar un instrumento económico que permita 
lograr un objetivo de reducción de las emisiones es nece-
sario considerar la costo-efectividad (ver Tabla 1). Esto 
se refiere a que un instrumento pueda alcanzar el objeti-
vo a un menor costo real que cualquier otra alternativa. 

La costo-efectividad es un atributo deseable en un ins-
trumento porque:

	- Asigna la menor cantidad de recursos para el 
control de las emisiones, condicionado a alcanzar 
cierto objetivo.

	- Tiene el menor costo de oportunidad5.

Por lo tanto, el uso de instrumentos costo-efectivos es un 
requisito previo para lograr una asignación económica-
mente eficiente de los recursos. Asimismo, se deben con-
siderar los criterios establecidos en la Tabla 2 para la se-
lección de los instrumentos de control de las emisiones 
(Perman, et al. 2003).

Tabla 2. Criterios a considerar en el diseño, implementación y evaluación de políticas 
ambientales y climáticas.

Criterio​ Descripción​

Costo-efectividad ¿El instrumento conduce al objetivo al menor costo posible?

Efectos de largo plazo ¿El impacto del instrumento aumenta, se reduce o permanece constante en el tiempo?

Eficiencia dinámica ¿El instrumento crea incentivos continuos para mejorar los productos o los procesos de produc-
ción de manera que se reduzca las emisiones?

Co-beneficios ¿El uso del instrumento permite alcanzar un “doble dividendo”6?

Equidad​ ¿Qué implicaciones tienen el uso del instrumento para la distribución del ingreso o de la riqueza?​
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Criterio​ Descripción​

Aceptación ¿Hasta qué punto se puede confiar en el instrumento para conseguir el objetivo?

Flexibilidad​ ¿El instrumento es capaz de ser adaptado de manera rápida y económica, cuando surge más 
información, las condiciones cambian o se modifican los objetivos?

Costos de uso bajo 
incertidumbre

¿Qué tan grandes son las pérdidas de eficiencia cuando los instrumentos son utilizados con 
información incorrecta?

Requerimientos  
de información

¿Cuánta de la información que requiere el instrumento se encuentra en manos de las autoridades 
y cuáles son los costos de recolectarla?

Fuente: Adaptado de Perman, et al. (2011)

En conclusión, los instrumentos económicos presentan 
ventajas significativas en la gestión de las emisiones de 
GEI debido a sus costos administrativos y de transacción 
generalmente más bajos en comparación con la vigilancia 
del cumplimiento que requieren los denominados de co-
mando y control. Los instrumentos económicos no solo 
generan ingresos que pueden fortalecer los sistemas de 
control de emisiones, sino que también pueden ser selec-
cionados por su costo-efectividad, es decir, su capacidad 
para alcanzar objetivos de reducción de emisiones al me-
nor costo posible. La consideración de criterios adiciona-
les, como los efectos a largo plazo, la eficiencia dinámica, 
los co-beneficios, la equidad, la confianza, la flexibilidad, 
los costos de uso bajo incertidumbre y los requerimien-
tos de información, es esencial para diseñar, implementar 
y evaluar políticas ambientales y climáticas eficaces. En 
conjunto, el uso de instrumentos costo-efectivos es clave 
para lograr una asignación eficiente de los recursos y ga-
rantizar una gestión ambiental sostenible.

3.2. Instrumentos económicos

Los instrumentos económicos funcionan cambiando 
la estructura de pagos que enfrentan los agentes eco-
nómicos, lo que crea incentivos para que las personas o 
empresas modifiquen su comportamiento. Esta modifi-
cación se logra mediante la alteración de los precios re-
lativos. Al asignar un precio a la emisión de CO2e, estos 
instrumentos incentivan a las empresas a encontrar for-
mas de reducir sus emisiones para minimizar los costos 
asociados con estas emisiones (ver Cuadro 1).

Este mecanismo económico fomentaría la innovación y la 
inversión en tecnologías limpias y eficientes. Desde mejo-
ras en la eficiencia energética hasta el desarrollo de fuen-
tes de energía renovable y procesos de producción menos 
intensivos en carbono, las empresas se ven incentivadas a 

buscar soluciones que les permitan reducir sus emisiones 
y, por ende, sus costos asociados.

De esta manera, los IPC, como parte de los instrumen-
tos económicos, no solo promueven un comportamiento 
más sustentable, sino que también impulsan un cambio 
estructural en la economía hacia prácticas que son menos 
intensivas en emisiones. Este enfoque no solo beneficia 
al medio ambiente al reducir las emisiones de GEI, sino 
que también podrían conducir a una economía más efi-
ciente y competitiva en el largo plazo. Esto se puede hacer 
de muchas maneras (Perman, et al. 2011), en particular 
se puede hacer:

	- Mediante la imposición de impuestos sobre las 
emisiones de GEI.

	- Mediante el uso de un sistema de derechos de 
emisiones comercializables con un precio de mer-
cado. Estos precios son, en efecto, el costo de 
emisión de contaminantes.​

	- Cualquier instrumento que modifique el sistema 
de precios de tal manera que altere los precios re-
lativos, también podría ser considerado como un 
instrumento basado en incentivos.

Para comprender cómo los instrumentos económicos 
modifican los precios relativos y fomentan comporta-
mientos más sustentables, es crucial examinar en detalle 
dos de los principales instrumentos de precio al carbo-
no: el SCE y el impuesto al carbono. Ambos mecanismos 
asignan un costo a las emisiones de GEI, lo que obliga a 
las empresas a internalizar el impacto ambiental de sus 
actividades. A continuación, se describirán cómo funcio-
nan estos instrumentos, sus diferencias clave, y cómo con-
tribuyen a la reducción de emisiones de manera eficiente, 
incentivando tanto la innovación como la adopción de 
tecnologías limpias.
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Cuadro 1. Teorema del menor costo para el control de las emisiones

El teorema de menor costo para el control de las emisiones, como menciona Perman et al. (2003), establece 
que lograr una disminución en el nivel de emisiones al menor costo posible requiere que el costo marginal del 
abatimiento -es decir, el costo por reducir una tonelada adicional de GEI- se iguale para todas las compañías 
involucradas. Este principio es básico para garantizar la eficiencia económica en la reducción de emisiones.

En un régimen de control de menor costo, como se ilustra en la Figura 1, el costo marginal del abatimiento de 
las emisiones se iguala en todas las empresas. Sin embargo, es importante destacar que alcanzar una solución 
de menor costo no significa necesariamente que el esfuerzo de abatimiento sea igual para todos los agentes 
contaminantes. De hecho, cuando los costos de abatimiento difieren entre las empresas, la eficiencia de costos 
implica que aquellos con costos más bajos asumirán la mayor parte del esfuerzo total de abatimiento.

En la Figura, los agentes A y B representan empresas con distintos costos marginales de abatimiento (MCA y 
MCB). El agente A presenta costos marginales más bajos ya que puede abatir sus emisiones (Z) a un menor 
costo. Por ejemplo, abatir 15 unidades de GEI, le costará $75 al agente B, mientras que al agente A le costaría 
$50. A pesar de que todos los agentes están trabajando para reducir las emisiones, la distribución del esfuerzo 
de abatimiento no es uniforme. En este escenario, se espera que los agentes A y B realicen la mayor parte del 
esfuerzo de abatimiento, aunque no necesariamente toda la carga.

Este teorema es importante al establecer un impuesto. Por ejemplo, consideremos que el impuesto es de $75. 
El agente B podrá abatir hasta 15 unidades de GEI, pues a la izquierda de este valor le resulta más barato 
abatirlas que pagar el impuesto. En cambio, el agente A podrá abatir hasta 25 unidades a un costo menor del 
impuesto, dado que presenta menores costos marginales de abatimiento.

Es decir, aquellos con costos marginales menores tienen la capacidad de abatir una mayor cantidad con menor 
esfuerzo. Este teorema subraya la importancia de considerar los costos marginales de abatimiento al diseñar 
políticas de control de emisiones, ya que garantiza que se logren reducciones significativas en las emisiones 
de manera eficiente y equitativa.

Figura 2. Funciones de costos marginales de abatimiento para dos empresas
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3.3. Instrumentos de Precio 
al Carbono (IPC) y 
mercados de carbono

La relación entre los IPC y los mercados de carbono es 
intrínseca, especialmente en el caso de los SCE. En un 
SCE, por ejemplo, el precio del carbono es determinado 
por la oferta y la demanda de derechos de emisión en el 
mercado, lo que refleja la escasez relativa7 de estos dere-
chos y la necesidad de las reducciones de emisiones. Este 
mecanismo de mercado facilita la búsqueda de las solu-
ciones de reducción de costos más eficientes, permitien-
do que las reducciones se realicen donde resulten menos 
costosas, ya sea por acciones propias o mediante la adqui-
sición de derechos de emisión. 

3.3.1. Sistemas de Comercio 
de Emisiones (SCE)

Los Sistemas de Comercio de Emisiones (SCE), basa-
dos en el principio de cap and trade, imponen un lími-

7	 En economía, la escasez relativa se refiere a la situación en la cual los recursos disponibles (derechos) son limitados en comparación con su demanda. La 
escasez relativa es un concepto clave en economía porque es la base de la necesidad de tomar decisiones sobre cómo asignar recursos de manera eficiente.

te máximo (cap o tope) a las emisiones totales y asignan 
derechos de emisión individuales y limitados a las fuen-
tes emisoras para cumplir con este límite. Estos dere-
chos asignados pueden ser objeto de intercambio (trade), 
lo que permite establecer un precio de mercado para las 
emisiones a través de la oferta y la demanda de derechos 
(ver Cuadro 3). En estos sistemas, el enfoque se centra en 
la cantidad de emisiones, y el precio implícito de las emi-
siones de CO2 se revela a través del mercado resultante. 
Entre más estricto sea el tope, mayor será la demanda de 
derechos y por ende el precio será mayor. Esta caracterís-
tica esencial de los SCE radica en su capacidad para hacer 
explícito el objetivo de reducción de emisiones de la polí-
tica pública, es decir, que existe la certeza sobre el nivel y 
el ritmo de la reducción.

Un SCE puede regular las emisiones solamente de CO2, 
como lo hace el Sistema de Comercio de Emisiones 
Regional de la Iniciativa Regional de Gases de Efecto 
Invernadero (RGGI) en Estados Unidos, o puede in-
cluir varios GEI, como es el caso del estado de California 
(Tabla 3), también en Estados Unidos. 

Tabla 3. Ejemplos de sistemas de comercio de emisiones, por sectores y gases regulados

Sistema Gases regulados Sectores regulados

SCE de la Unión Europea
CO₂, óxido nitroso (N₂O) y los perfluo-
rocarbonos (PFCs), hidrofluorocarburos 
(HFCs) y hexafluoruro de azufre (SF6)

Generación de electricidad, manufactura in-
dustrial y la aviación dentro de Europa

Programa Regional de Gases de Efecto 
Invernadero (RGGI) en Estados Unidos

CO₂ Generación de electricidad en varios es-
tados del noreste y medio atlántico de 
Estados Unidos.

SCE de California
CO₂, metano (CH₄), N₂O, hidrofluo-
rocarbonos (HFCs), perfluorocarbonos 
(PFCs) y hexafluoruro de azufre (SF₆)

Generación de electricidad, el transporte, la 
industria y la distribución de combustibles

SCE de Corea del Sur (K-ETS) CO₂, CH₄, N₂O, HFCs, PFCs y SF₆ Generación de electricidad, la manufactura, 
la construcción, la aviación y los residuos

SCE de Nueva Zelanda (NZ ETS)
CO₂, CH₄, N₂O, HFCs, PFCs y SF₆ Generación de electricidad, el transporte, 

la manufactura, la silvicultura, la agricultu-
ra y los residuos

Fuente: elaboración propia con información de ICAP (https://icapcarbonaction.com/en/ets).



22

En China, el Sistema Nacional de Comercio de Emisiones 
regula principalmente las emisiones de CO2. En cuanto 
a los sectores regulados, el SCE chino inicialmente se ha 
centrado en el sector de la generación de energía, que es 
uno de los mayores emisores de CO2 en el país. El objeti-
vo es eventualmente expandir el sistema para incluir otros 
sectores intensivos en carbono, como la industria del ce-

mento, la industria del acero, la petroquímica, la aviación 
y el papel, entre otros. 

Estos ejemplos ilustran la diversidad de SCE en términos 
de los GEI que regulan y los sectores que abarcan, refle-
jando enfoques adaptados a las circunstancias locales y 
regionales para la mitigación del cambio climático.

Cuadro 2. SCE a nivel internacional

A nivel internacional, la experiencia en la Unión Europea, California y China ofrece importantes lecciones. 
El SCE de la Unión Europea (SCE UE), establecido en 2005, es el mayor mercado regulado de carbono 
del mundo, cubriendo más de 11,000 instalaciones en sectores como la energía, la industria y la aviación. La 
cuarta fase del SCE UE (2021-2030) busca reducir las emisiones en un 43% respecto a 2005, con un enfoque 
en la reducción progresiva de los derechos disponibles. En California, el SCE ha estado en funcionamiento 
desde 2012 como parte de su estrategia integral de reducción de GEI y está vinculado con el SCE de Québec, 
permitiendo un comercio transfronterizo de derechos. China lanzó en 2021 el mayor mercado regulado de 
carbono del mundo en términos de volumen de emisiones, cubriendo cerca de 5,000 MtCO2 que representa 
más de 40% de sus emisiones; inicialmente enfocado en el sector energético, con el objetivo de alcanzar el pico 
de emisiones antes de 2030 y la neutralidad de carbono para 2060 (ICAP, 2024).

Asignación de derechos de emisión

En un SCE, el método de asignación de derechos de 
emisión determina cómo se distribuyen los derechos para 
emitir GEI entre los sectores. Los métodos de asignación 
pueden variar dependiendo de los objetivos específicos de 
la jurisdicción que implementa el SCE, el perfil de emi-
siones sectorial, y otros factores políticos y económicos 
como, por ejemplo, la posibilidad de ciertos sectores eco-
nómicos de trasladar el precio al consumidor final o tener 
riesgo de fuga de carbono.

Los principales métodos de asignación incluyen la asig-
nación gratuita y las subastas. En el primero, los derechos 
de emisión se distribuyen sin costo a las empresas basán-
dose en criterios históricos o niveles de actividad. Esto 
puede incluir un enfoque de grandfathering, donde las 
asignaciones se basan en las emisiones históricas de un 
participante, o un enfoque basado en benchmarks de ren-
dimiento que asignan derechos según niveles de eficien-
cia específicos dentro de un sector. La asignación gratuita 
es a menudo utilizada durante las fases iniciales de un 
SCE para reducir el impacto económico en las industrias 
establecidas y facilitar la transición hacia el comercio de 
emisiones. Este método también es utilizado comúnmen-
te para aquellos sectores que tienen un mayor riesgo de 
fuga de carbono.  

Por su parte, en la asignación mediante subastas, los de-
rechos de emisión se venden al mejor postor en una su-
basta. Las subastas pueden generar ingresos significativos 
para el gobierno, que pueden ser reinvertidos en medi-
das de mitigación del cambio climático o en compensa-
ciones para los sectores afectados negativamente por el 
SCE. Además, las subastas son vistas como un método 
más transparente y equitativo de distribución de derechos 
porque no favorecen a los emisores basados en sus ni-
veles de emisión pasados. El uso de subastas es más co-
mún en sectores como la generación de electricidad, en 
donde no hay riesgo de pérdida en la competitividad del 
sector y en donde es más factible trasladar los costos al 
consumidor final, evitando así ganancias extraordinarias 
(windfall profits).

Generalmente, los SCE utilizan una mezcla de asigna-
ción gratuita y por subasta basada en los perfiles sectoria-
les. Este enfoque mixto permite a los reguladores balan-
cear la necesidad de reducir el impacto económico sobre 
ciertas industrias y al mismo tiempo generar ingresos y 
transparentar la señal de precio del SCE.

En jurisdicciones como la UE, se está llevando a cabo una 
revisión para reducir gradualmente la asignación gratuita 
de derechos de emisión dentro del SCE. Esta iniciativa 
forma parte del paquete de políticas “Fit for 55”, cuyo 
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objetivo es aumentar la ambición de las metas climáticas 
europeas al establecer una reducción del 55% en las emi-
siones de GEI para 2030. La disminución progresiva de 
las asignaciones gratuitas busca incentivar a las empre-
sas a adoptar tecnologías más limpias y eficientes, fomen-
tando así una transición más rápida hacia una economía 
baja en carbono.

Intercambio de derechos de emisión

Una vez que se han asignado o subastado los derechos 
de emisión, las empresas tienen la flexibilidad de inter-
cambiar estos derechos, comprando o vendiéndolos de 
acuerdo con sus necesidades o posibilidades. Si el merca-
do funciona adecuadamente, las empresas con costos más 
bajos de reducción venderán sus derechos de emisión en 
mercados secundarios a empresas con costos más altos. 
En general, esto permite alcanzar el objetivo de emisiones 

totales a un menor costo (Goulder y Shein, 2013; Aldy y 
Stavins, 2012).

Para evitar la acumulación y especulación de derechos 
de emisión en un SCE, se pueden implementar varios 
mecanismos diseñados para garantizar que el mercado 
funcione de manera eficiente y equitativa, evitando que 
los participantes manipulen los precios o distorsionen el  
mercado. De acuerdo con Aldy y Stavins (2012), uno de 
estos mecanismos es el establecimiento de límites a la 
cantidad de derechos que un solo participante o grupo 
de participantes relacionados puede poseer, lo cual pre-
viene el control de una porción significativa del merca-
do por parte de unos pocos actores. Además, se pueden 
aplicar reglas que limiten la duración por la que los de-
rechos pueden ser retenidos y tienen validez, fomen-
tando así su uso o venta oportuna y reduciendo la especu-
lación a largo plazo.

Cuadro 3. Sistema de comercio de emisiones

Los sistemas de comercio de emisiones (SCE) establecen un límite a las emisiones, garantizando así la posi-
bilidad de alcanzar los objetivos de reducción de emisiones. Estos sistemas operan en función de los diversos 
costos marginales de reducción de emisiones que enfrentan los sujetos regulados, es decir, las empresas, para 
disminuir una tonelada de gases de efecto invernadero (GEI). El SCE establece un mercado donde los par-
ticipantes pueden comprar o vender derechos de emisión según sus costos marginales de reducción. Al igual 
que en cualquier mercado, el precio está determinado por la interacción entre la oferta y la demanda. 

La siguiente figura muestra cómo funciona un SCE. El eje vertical representa los costos marginales de abati-
miento, es decir, los costos a los cuales se enfrenta cada agente para reducir una tonelada de emisiones de GEI 
adicional. El eje horizontal representa los agentes regulados y potencial de mitigación de emisiones.

En un SCE, el regulador determina el tope de emisiones (Q) al cual estarán sujetas las empresas. En teoría, el 
precio de los derechos de emisión está determinado por el costo marginal de abatimiento (CMA) del agente 
que reduce la última tonelada necesaria para alcanzar el tope. En la figura, este agente está representado por 
la empresa D, lo que implica que P=CMAD. Un agente decidirá llevar a cabo acciones propias para reducir sus 
emisiones si su CMA está por debajo de este precio, ya que le resulta más barato; por ejemplo, para el agente 
A, su CMAA<P, lo cual le resulta más barato llevar a cabo acciones propias a un costo de CMAA que adquirir 
un derecho de emisión a un precio P. 

En cambio, para el agente F, su costo marginal es mayor al precio (CMAF>P), lo cual indica que preferirá 
adquirir un derecho de emisión a un precio menor (P), de lo que le costaría reducir sus acciones por cuenta 
propia a un costo de CMAF.
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Figura 3. Costos marginales de abatimiento y tope
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Fuente:​ elaboración propia

Los mismos autores mencionan que otra estrategia efec-
tiva es la revisión y ajuste periódico del límite total de 
emisiones y la cantidad de derechos de emisión en cir-
culación, lo que puede ayudar a contrarrestar cualquier 
acumulación excesiva y asegurar que los objetivos de re-
ducción de emisiones se cumplan de manera eficaz. La 
transparencia del mercado es clave y se puede fortalecer 
mediante la obligación de reportar todas las transacciones 
y la posesión de derechos, lo cual permite a los regulado-
res supervisar las actividades del mercado y actuar contra 
prácticas anticompetitivas.

Implementar sanciones que desincentiven la manipu-
lación del mercado es otro enfoque para disuadir la es-
peculación y asegurar el cumplimiento de las reglas del 
SCE. Estos mecanismos, combinados, contribuyen a un 
mercado más robusto y justo, donde los derechos de emi-
sión cumplen su función primordial de incentivar la re-
ducción de emisiones de manera coste-efectiva, sin caer 
en la especulación que podría debilitar los objetivos am-
bientales del sistema  (Aldy y Stavins, 2012).

Elementos de diseño de un sistema de comercio 
de emisiones

Las consideraciones clave para el diseño de un SCE in-
cluyen determinar qué emisiones y sectores estarán suje-
tos al límite máximo, decidir en qué punto se regularán 

las emisiones (aguas arriba o aguas abajo), establecer la 
rigurosidad del límite (es decir, el total de emisiones per-
mitidas), y definir la asignación y distribución de los de-
rechos. Además, al igual que en el caso de los impuestos, 
es necesario resolver el destino de los ingresos si los de-
rechos se asignan mediante subastas, así como evaluar el 
impacto en la competitividad (Pizarro, 2021).

Entre los elementos de operación de los DEM, se en-
cuentra la posibilidad de permitir que los participantes 
pueden acceder a créditos y préstamos de derechos para 
períodos futuros de cumplimiento, la creación de una re-
serva de DEM para estabilizar los precios y garantizar la 
liquidez, y la contabilización de las compensaciones de 
carbono, así como la vinculación internacional a través 
del denominado “linking”. 

La vinculación es relevante, pues permite que las empre-
sas o entidades reguladas en un sistema compren o vendan 
derechos de emisión en otro sistema, creando mayor liqui-
dez en el mercado. La vinculación tiene varios beneficios 
potenciales. Al expandir el mercado de derechos de emi-
sión, puede mejorar la eficiencia económica del proceso de 
reducción de emisiones. Esto se debe a que las entidades 
pueden buscar reducciones de emisiones donde sea más 
costo-efectivo hacerlo, independientemente de las fronte-
ras nacionales, lo cual puede llevar a una disminución más 
rápida y a menor costo de las emisiones globales.
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Sin embargo, también representa desafíos institucionales 
significativos, ya que requieren la construcción de nuevos 
mercados e infraestructura institucional para el comercio 
de emisiones. Esto implica abordar no solo el monito-
reo, el reporte y la verificación (MRV) de emisiones, sino 
también un sistema de seguimiento (registry) para la ges-
tión de derechos, reducciones y operaciones comerciales 
(Pizarro, 2021), lo cual es relevante ya que permite un 
monitoreo transparente del cumplimiento con los límites 
de emisiones establecidos, y facilitando la compra, venta o 
intercambio de estos derechos en el mercado de carbono.

Impuestos al carbono

Los impuestos a las emisiones de GEI tienen el obje-
tivo de hacer explícito e internalizar el costo ambiental 
y social de las emisiones estableciendo un precio sobre 
las mismas. El enfoque se centra en que el precio debe 
incorporar el costo social derivado de las emisiones de 
GEI. La teoría básica para determinar la tasa óptima de 
impuesto fue propuesta por Pigou (1920). En términos 
generales, esta tasa debe igualar el daño social marginal 
causado por la producción adicional de una unidad de 
CO2e con el beneficio social marginal de reducir una 
unidad de emisión (ver Cuadro 2). El gobierno debe 
estimar tanto la función de costo de reducción como la 
función de beneficio marginal de reducción (Metcalf y 
Weisbach, 2009).

Esto es especialmente relevante, ya que el objetivo del 
impuesto es reducir las emisiones a un nivel socialmente 
óptimo, previamente establecido por los objetivos de la 
política ambiental. Por lo tanto, es necesario realizar ajus-
tes en el precio a medida que se disponga de nueva infor-
mación sobre el costo marginal de reducción y el cumpli-
miento de los niveles totales de emisiones (Pizarro, 2021).

Sin embargo, en la actualidad, existen muy pocos im-
puestos al carbono que han logrado establecer un precio 
alineado con el costo social. Determinar la tasa óptima 
del impuesto es un proceso complejo que depende de 
varios factores técnicos, científicos y de política públi-
ca, así como de la metodología específica utilizada en la 
estimación. Diversas estimaciones sugieren que un pre-
cio coherente con los objetivos del Acuerdo de París en 

8	 Se refiere a cómo los IPC podrían afectar de manera diferenciada a diversos grupos socioeconómicos dentro de una sociedad. Al establecer un precio 
al carbono, estos instrumentos pueden incrementar los precios de bienes y servicios que dependen de combustibles fósiles, como la energía y el trans-
porte. Esto puede tener un efecto diferenciado en los hogares de bajos ingresos, que gastan una mayor proporción de su ingreso en estos bienes.

9	  Para mayor información ver https://unfccc.int/climate-action/momentum-for-change/financing-for-climate-friendly/revenue-neutral-carbon-tax

materia de Cambio Climático varía entre 40 USD y 80 
USD por tonelada de CO2 para 2020 y entre 50 USD y 
100 USD para 2030, según el ‘Informe de la Comisión 
de Alto Nivel sobre Precios del Carbono’ liderado por 
Joseph Stiglitz y Nicholas Stern (CPLC, 2017). Sin em-
bargo, otros factores, como la competitividad, el impacto 
distributivo8, la coherencia con otros instrumentos y, so-
bre todo, la viabilidad política, influyen en gran medida 
en las tasas de impuestos que se aplican en diferentes paí-
ses y jurisdicciones. Diversas jurisdicciones han diseña-
do sus esquemas de tal forma que favorezca la viabilidad 
política. Por ejemplo, en Columbia Británica, los ingresos 
recaudados se devuelven a los agentes económicos, lo que 
reduce significativamente la carga final en comparación 
con los precios aparentes. En 2008, se introdujo el pri-
mer impuesto al carbono neutral en ingresos, aplicado a la 
compra o uso de combustible en esta jurisdicción. Dado 
que el impuesto es neutral en ingresos, cada dólar gene-
rado se devuelve a sus ciudadanos en forma de medidas 
fiscales personales y empresariales, tales como reduccio-
nes en las tasas del impuesto sobre la renta personal, el 
Crédito Fiscal de Acción Climática para Bajos Ingresos 
y reducciones en el impuesto sobre la renta corporativa9. 

Otro ejemplo es Suecia, que implementó un impuesto 
al CO2 muy elevado en 1991, alcanzando €105/tCO2 en 
2001; sin embargo, considerando exenciones y otros be-
neficios, la tasa efectiva promedio en el período 1990-
2004 fue de €11/tCO2 (Pizarro, 2021). Estos mecanis-
mos permitieron reducir significativamente la carga fiscal 
efectiva para ciertos sectores y actividades económicas. 
Las exenciones y beneficios incluyeron reducciones de 
impuestos para industrias intensivas en energía, así como 
exenciones parciales o totales para sectores específicos 
como la agricultura y el transporte público.

Una ventaja de los impuestos radica en su relativa simplici-
dad de implementación, especialmente cuando se aplican 
a los combustibles. Si bien se requiere de personal califica-
do, procesos, documentos etc., los costos de transacción no 
son prohibitivos; además, se cuenta con la ventaja de que 
puede administrarse a través del sistema tributario exis-
tente, el cual parte de una base de conocimientos prexis-
tente, lo cual puede facilitar el proceso y ser más eficiente. 
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Cuadro 4. Impuesto a las emisiones

La implementación de un impuesto a las emisiones tiene como objetivo incorporar el costo monetario de una 
externalidad generada en una actividad, con el propósito de que el precio refleje dicho impacto no deseado. En 
el contexto de la política climática y ambiental, las externalidades negativas son los costos generados cuando 
la decisión de producir tiene un efecto negativo en el ambiente, afectando el bienestar de otros sin que este 
impacto se refleje en los precios o en los mecanismos de mercado. Por ejemplo, la generación de emisiones 
influye negativamente en la calidad del aire y en el cambio climático. Cuando el precio de mercado no integra 
el costo de las externalidades negativas, se produce una pérdida de eficiencia social, que se traduce en costos 
sociales y ambientales.

La siguiente figura ilustra el funcionamiento de un impuesto frente a una externalidad negativa. El eje ho-
rizontal mide la cantidad de emisiones producidas y el eje vertical mide el valor en unidades monetarias. La 
línea verde de beneficio marginal (BMg) representa el beneficio económico para cada nivel de producción de 
un bien (y el aumento de emisiones asociado), disminuyendo a medida que aumenta la producción. La cur-
va azul de costo privado marginal (CPMg) muestra el costo creciente con el aumento de la producción de un 
bien. La curva naranja de daño marginal (DMg) indica que, a medida que se produce más, se generan más 
emisiones y, por lo tanto, se incrementa el efecto negativo en el ambiente. Finalmente, la curva morada de 
costo social marginal (CSMg) representa el costo total para la sociedad, sumando los costos privados y sociales 
(daño marginal), es decir, CSMg = CPMg + DMg.

La producción óptima se encuentra en el punto A, donde los costos marginales privados y el beneficio son 
iguales (CPMg = BMg) y las emisiones son Ep y un precio del bien Pp. Sin embargo, desde un punto de vista 
social, este no es el punto óptimo porque no se ha internalizado el impacto negativo de las emisiones. El ópti-
mo social está definido por el punto B en el cual las emisiones son menores (Es) a un precio mayor (Ps) donde 
el costo privado marginal internaliza el costo social marginal, representado por la línea punteada (CPMg’). 
Para lograr esto, es necesario aplicar un impuesto, que hará que los costos privados marginales incorporen el 
costo social mediante la imposición de un impuesto (t). De esta manera, el valor del impuesto refleja el costo 
social al internalizar la externalidad negativa de las emisiones de gases de efecto invernadero en el ambiente.

Figura 4. Costos marginales e impuestos a las emisiones
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3.3.2. Mercados voluntarios 

Los mercados voluntarios de carbono son un mecanismo 
donde las entidades pueden comprar y vender créditos de 
carbono en el mercado de forma voluntaria. Estos mer-
cados permiten a empresas, organizaciones y particulares 
compensar sus emisiones de GEI mediante la adquisi-
ción de créditos que representan una cantidad equivalen-
te de reducciones de emisiones o captura de carbono. Los 
créditos de carbono provienen de proyectos que reducen, 
evitan o capturan las emisiones de CO2e, como la refo-
restación, la conservación de bosques, la generación de 
energía renovable, la destrucción de metano, o proyectos 
de captura y almacenamiento de carbono. A diferencia de 
los mercados regulados, los mercados voluntarios no es-
tán sujetos a cumplimiento regulatorio, pero operan bajo 
estándares y certificaciones que aseguran la integridad y 
veracidad de los créditos  (Climate Focus, 2021c).

Antes de la emisión de un crédito de compensación (re-
feridos comúnmente como “offsets”), los proyectos de 
mitigación deben de estar certificados ante un progra-
ma reconocido internacionalmente para el desarrollo de 
proyectos de reducción de emisiones. Los programas de 
compensación se encargan de establecer criterios de ca-
lidad, requisitos de verificación de terceros y protocolos 
de monitoreo para proyectos de mitigación con el objeti-
vo de garantizar que cualquier crédito registrado sea real, 
adicional y que cumpla con los requisitos y normas esta-
blecidos por el estándar y/o programa. Los programas ga-
rantizan que las compensaciones vendidas cumplan con 
el impacto ambiental prometido de una manera transpa-
rente y trazable entre los desarrolladores de proyectos y 
los compradores (Climate Focus, 2021c).

Para que se comercialice un crédito de compensación, se 
requiere verificar la reducción de las emisiones. Asimismo, 
posterior al registro del proyecto y a la verificación de la 
mitigación, las reducciones se convierten en créditos de 
compensación cuando se les asigna, según el programa, 
un número de serie a este crédito de compensación. Una 
vez que se compran los créditos de compensación, la tran-
sacción se debe de registrar en una base de datos pública 
donde se deberá de cancelar su disponibilidad para ase-
gurarse de que nadie más pueda comprarlo nuevamente 
(Climate Focus, 2021c).

De acuerdo con el Ecosystem Marketplace (EM) (2023), 
los mercados voluntarios de carbono muestran diversas 
tendencias según las categorías de proyectos y su poten-

cial de emisión. Las categorías prevalentes para nuevos 
proyectos en 2022 fueron bosques y cambio en el uso de 
tierra, dispositivos domésticos/comunitarios, y energía 
renovable, lo cual continúa en 2023. Los proyectos agrí-
colas también mostraron un crecimiento significativo en 
2022 y 2023, con expectativas de crecimiento continuo 
en busca de soluciones climáticas dentro de la agricultura, 
silvicultura y otros usos de la tierra (AFOLU). El aumen-
to en el registro de nuevos proyectos en la categoría de 
transporte en 2022 también es importante, con casi to-
dos estos proyectos registrados con el estándar American 
Carbon Registry (ACR).

Asimismo, EM (2023) menciona que, aunque hubo una 
disminución general en el volumen y valor de transaccio-
nes del mercado voluntario de carbono de 2021 a 2022, 
no todos los tipos de soluciones climáticas se vieron afec-
tados de la misma manera. El volumen de transacciones 
de créditos agrícolas reportados en 2022 creció un 283% 
interanual, liderado por proyectos de gestión de pastiza-
les, mientras que los proyectos de dispositivos domésti-
cos/comunitarios aumentaron un 4% respecto a 2021. 

Los datos de EM (2023) indica que, entre 2021 y 2022 
en América Latina y el Caribe, el volumen de las tran-
sacciones disminuyó de 102.8 a 72.3 MtCO2e, aunque 
su valor total aumentó de 450 millones a 506 millones de 
dólares, principalmente debido a un aumento en el precio 
de los créditos. Esto ubica a la región sólo detrás de Asia 
en cuanto a volumen y valor en el mercado voluntario. En 
general, los volúmenes de transacciones también dismi-
nuyeron en la mayoría de las regiones en 2022. Sin em-
bargo, los volúmenes de transacciones en Europa aumen-
taron un 54%, a pesar de que los proyectos de esta región 
todavía representan una pequeña porción de los créditos 
disponibles. Los precios promedio de los créditos de pro-
yectos europeos también disminuyeron un 28% en 2022 
respecto a 2021, alineando los precios de los créditos eu-
ropeos con los de América del Norte y Oceanía. 

Para gestionar la creciente demanda de créditos de carbo-
no, llevar una contabilidad clara y evitar la doble conta-
bilidad, empresas y organizaciones han desarrollado nor-
mas y registros. Entre los actores bien establecidos en este 
campo se encuentran el American Carbon Registry (ACR), 
la Climate Action Reserve (CAR), el Gold Standard (GS) y 
Verra. Estos actores regulan el lado de la “oferta” del mer-
cado al definir las normas de los proyectos, verificar su 
cumplimiento y mantener registros que regulan la emi-
sión y retiro de créditos (ver Tabla 4). 
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Tabla 4. Principales estándares que han operado en México

Estándar Organización  
Gestora Enfoque/Características

Verified  
Carbon  
Standard  
(VCS)

Verra

Representa uno de los estándares para el mercado voluntario de carbono más prominentes. 
Más de 1,700 proyectos han sido verificados bajo este estándar a nivel global10, retirando cré-
ditos por alrededor de 630 millones de toneladas de GEI y emitiendo créditos por cerca de mil 
millones de toneladas de CO2. El VCS surgió inicialmente de la colaboración entre el Grupo 
del Clima y la Asociación Internacional de Comercio de Emisiones (IETA), proporcionando 
Unidades de Carbono Verificadas (UCV) a los desarrolladores de proyectos una vez que estos 
son verificados.

Gold  
Standard  
(GS)

WWF-UK 

Ofrece un estándar de reducción de emisiones tanto para el Mecanismo de Desarrollo Limpio 
(MDL) como para el mercado voluntario, denominado Reducciones Verificadas de Emisiones 
Gold Standard (GS VER). Aunque más simplificado que la versión del MDL, el GS VER 
mantiene la misma metodología de verificación. Este estándar se enfoca exclusivamente en 
proyectos de compensación de carbono en países en desarrollo vinculados a energías renovables 
y eficiencia energética. 

Climate  
Action  
Reserve  
(CAR)

Climate  
Action Reserve11

Proporciona orientación estandarizada para proyectos de mejora del carbono y aborda aspectos 
como elegibilidad, línea de base, inventario, permanencia, salvaguardias sociales y ambientales, y 
requisitos de monitoreo, reporte y verificación (MRV). La Reserva tiene el registro más grande 
de América del Norte, con cinco protocolos aplicables para su uso en México (eficiencia en 
calderas, bosques, vertederos, biodigestores y halocarbonos). Los créditos de compensación 
de carbono registrados bajo estos protocolos se emiten como Toneladas de Reserva Climática 
(CRT) y se pueden negociar con fines voluntarios en todo el mundo. 

Elaboración propia

10	  Información obtenida de https://wiki.afris.org/pages/viewpage.action?pageId=118560590
11	  Con información de https://www.climateactionreserve.org/es/mexico/

Los mercados voluntarios de emisiones son importantes 
por varias razones. En primer lugar, funcionan como un 
complemento a los mercados regulados o de cumplimien-
to ya que incentivan a las empresas y organizaciones que 
no están obligadas por la ley a reducir sus emisiones a ha-
cerlo voluntariamente. Esto amplía el alcance de la reduc-
ción de emisiones más allá de lo que exige la regulación.

Asimismo, las empresas que participan en los mercados 
voluntarios adquieren experiencia y conocimientos de 
cómo operan los mercados, procedimientos, estándares y 
negociación que pueden ser valiosos cuando se introduz-
can futuras regulaciones más estrictas. Esta participación 
temprana les permite adaptarse mejor y más rápidamente a 
los cambios regulatorios, dándoles una ventaja competitiva. 
Los participantes en mercados voluntarios adquieren cono-
cimientos prácticos sobre cómo medir, reportar y verificar 
sus emisiones, al igual que el procedimiento de comerciali-
zar créditos de carbono. Esta experiencia les permite desa-

rrollar capacidades internas y establecer procesos eficientes 
que pueden ser aplicables en mercados de cumplimiento. 

Además, los proyectos desarrollados en el marco de los 
mercados voluntarios a menudo tienen beneficios am-
bientales y sociales adicionales, como la protección de la 
biodiversidad, la mejora de la calidad del aire y el agua, y 
el apoyo a comunidades vulnerables mediante la creación 
de empleos y la mejora de infraestructuras. Estos co-be-
neficios pueden tener un impacto positivo significativo 
más allá de la simple reducción de emisiones de GEI.

Recientemente, los mercados voluntarios de carbono han 
enfrentado críticas relacionadas con la integridad, la justicia 
climática, y la transparencia de los créditos de carbono, así 
como con la adicionalidad y la permanencia de los proyec-
tos financiados. Se ha argumentado que ciertos proyectos 
pueden no resultar en reducciones de emisiones genuinas o 
duraderas, que las empresas que muestran la compensación 
de sus emisiones presentan prácticas de greenwashing y 
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que al implementar los proyectos se vulneran los derechos 
de las comunidades vulnerables. Como respuesta a dichas 
críticas, los estándares de carbono se encuentran mejoran-
do y fortaleciendo sus metodologías y distintas organiza-
ciones a nivel internacional como el Consejo de Integridad 
para el mercado voluntario (IC-VCM, por sus siglas en 
inglés) y la Iniciativa para la Integridad de los Mercados 
Voluntarios de Carbono (VCMI, por sus siglas en inglés) 
y agencias calificadoras se encuentran elaborando guías, li-
neamientos, e indicadores para incrementar la integridad 
de los mercados de carbono. 

12	  Un “buffer” se refiere a una reserva de créditos que se establece como un mecanismo de protección para asegurar la integridad ambiental del sistema 
de compensación de carbono. Estos créditos de buffer se retiran de la circulación activa y se mantienen en reserva para cubrir posibles riesgos, como 
la reversión de emisiones o la no permanencia de los proyectos que generan los créditos de carbono (Chenost et al., 2011).

La siguiente tabla muestra los programas de compensa-
ción de acción temprana y la disponibilidad de créditos de 
compensación provenientes de proyectos implementados 
a nivel nacional. En ella se presenta un resumen de los 
créditos de compensación emitidos, retirados y disponi-
bles hasta la fecha, abarcando los programas más relevan-
tes, incluyendo CAR, Gold Standard, MDL, Plan Vivo y 
Verified Carbon Standard (VCS). 

Tabla 5. Estado de los créditos de compensación por programa en México. 

Programa Total de créditos emitidos Créditos cancelados, 
retirados, o en buffer12 Créditos disponibles*

CAR 5,953,064 1,301,397 4,651,667

Gold Standard 209,681 208,919 762

MDL* 41,169,136 20,950,489 20,218,647

Plan Vivo 1,069,475 737,221 332,254

VCS 4,285,256 2,788,722 1,496,534

Total 52,686,612 25,986,748 26,699,864

Fuentes: Información a junio de 2024 de (Reserve, 2024), (Standard, 2024), (CDM, 2024), (Vivo, 2024) y (Verra, 2024). * Los disponibles son los 
considerados como “registered”

3.3.3. Otros instrumentos 
globales: Artículo 6 del Acuerdo 
de París y el Mecanismo de Ajuste 
Fronterizo de Carbono (CBAM)

El Artículo 6 del Acuerdo de París y el Mecanismo de 
Ajuste Fronterizo de Carbono (CBAM, por sus siglas en 
inglés) pueden considerarse como instrumentos de precio 
al carbono, diseñados para maximizar la eficacia de las 
políticas climáticas a nivel global.

El Artículo 6 del Acuerdo de París facilita la coopera-
ción internacional a través de mecanismos de mercado y 
no mercado, con el objetivo de ayudar a los países a cum-
plir sus compromisos de reducción de emisiones de una 

manera costo-eficiente. Este artículo es relevante porque 
reconoce que algunos países pueden reducir las emisiones 
de manera más eficiente y a un menor costo que otros. 

En particular, el artículo 6.2 permite a los países colabo-
rar para alcanzar sus NDC mediante el intercambio in-
ternacional de reducciones de emisiones, conocidas como 
Resultados de Mitigación Internacionalmente Transferidos 
(ITMOs, por sus siglas en inglés). Al permitir este inter-
cambio, el artículo 6.2 facilita la creación de mercados in-
ternacionales de carbono, donde se asigna un precio a las 
reducciones de emisiones, incentivando así la reducción de 
emisiones donde sea más costo-efectivo hacerlo.

Al permitir la transferencia de reducciones de emisiones 
entre países, el artículo 6.2 ayuda a internalizar las externa-
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lidades negativas de las emisiones de GEI en un contexto 
global. Esto significa que las reducciones de emisiones pue-
den ser valoradas y comercializadas, reflejando el costo am-
biental de las emisiones y promoviendo decisiones de mi-
tigación más eficientes desde el punto de vista económico.

El mecanismo de intercambio de ITMOs proporciona 
incentivos económicos para que los países y las empre-
sas inviertan en tecnologías y prácticas que reduzcan las 
emisiones de GEI. Al poder vender las reducciones de 
emisiones logradas a otros países, los actores económi-
cos tienen un incentivo financiero directo para reducir sus 
emisiones y generar ITMOs, similar al incentivo propor-
cionado por un impuesto al carbono.

Sin embargo, la implementación del Artículo 6 enfrenta 
desafíos respecto a su efectividad. Entre estos se encuen-
tran la definición de reglas y estándares específicos para 
los mecanismos de cooperación internacional, como el co-
mercio de derechos de emisión y los enfoques no basados 
en el mercado. Además, es necesario abordar la equidad 
en la distribución de beneficios entre los países partici-
pantes y asegurar que los mecanismos contribuyan al de-
sarrollo sostenible y no generen impactos negativos. Los 
altos costos de transacción asociados con la implementa-
ción también representan un desafío, especialmente para 

los países en desarrollo. Estas dificultades resaltan el de-
sarrollo de una infraestructura legal, técnica, y financiera 
para cumplir con los requisitos de la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. 

Por otro lado, el CBAM es una propuesta de la Unión 
Europea que busca nivelar el campo de juego entre los 
productores europeos, sujetos al SCE, y los productores 
de países sin políticas de precio al carbono, o que son me-
nos exigentes. Este mecanismo impone un costo al carbo-
no en los productos importados equivalentes al que hu-
biera aplicado si se hubieran producido dentro de la UE, 
donde se requieren derechos para emitir CO2, tomando 
como referencia el precio observado en el SCE de la UE. 
El CBAM tiene como objetivo prevenir la “fuga de car-
bono”, donde las empresas podrían trasladar la produc-
ción a países con regulaciones más laxas para evadir los 
costos de cumplimiento con el SCE (EC,2024). 

Al aumentar el costo de los productos que tienen una alta 
huella de carbono, el CBAM incentiva a los productores 
externos a adoptar prácticas de producción más limpias y 
eficientes para mantener su competitividad en el mercado 
de exportación. Este efecto es similar al de un impuesto 
al carbono, que incentiva a los productores a reducir sus 
emisiones para minimizar los costos adicionales.

Tabla 6. Aspectos clave del CBAM. 

Aspecto Detalles del CBAM

Calendario de 
implementación

2023-2025: Fase transitoria. Solo se requerirán reportes de emisiones, sin pago de ajustes.

A partir de 2026: Se comenzarán a aplicar los pagos de ajuste de carbono en las importaciones de ciertos 
productos de alto contenido de carbono.

Sectores impactados

	- Cemento 

	- Hierro y acero

	- Aluminio

	- Fertilizantes

	- Electricidad

	- Hidrógeno

	- Productos derivados del hierro y acero

	- Tuberías

	- Perfiles de acero

	- Alambres y cables

	- Barras y chapas de acero

	- Estructuras metálicas

	- Productos derivados del aluminio

	- Placas, láminas y hojas de aluminio

	- Tubos y barras de aluminio

	- Productos de aluminio extruido

	- Perfiles y estructuras de aluminio
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Aspecto Detalles del CBAM

Productos impactados

	- Productos relacionados con cemento

	- Productos de prefabricados de cemento 
(bloques, baldosas)

	- Hormigón y estructuras de hormigón

	- Subproductos de fertilizantes

	- Fertilizantes nitrogenados

	- Urea

	- Fosfatos

	- Energía eléctrica

	- Importaciones de electricidad generada con altas 
emisiones de carbono (carbón, gas)

Marco regulatorio

Parte del Pacto Verde Europeo (European Green Deal)

Ligado a la actualización del Sistema de Comercio de Emisiones de la UE (EU ETS)

Propuesta de reglamento formalizada en julio de 2021 como parte del paquete Fit for 55 y aprobada por 
el Parlamento Europeo.

Ligas de interés

https://taxation-customs.ec.europa.eu/carbon-border-adjustment-mechanism_es

https://icapcarbonaction.com/es/node/1009

https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/ATAG/2023/754626/
EPRS_ATA(2023)754626_EN.pdf

Elaboración propia con información de EC (2024).

El CBAM complementa a los IPC al garantizar que las 
importaciones en la UE de bienes en sectores intensivos 
en carbono estén sujetas a un costo equivalente al del car-
bono en la jurisdicción de destino. Esto nivela el mercado 
entre los productos nacionales, que ya están sujetos a los 
costos impuestos por los IPC, y los productos importa-
dos, que de otro modo podrían entrar al mercado sin es-
tar sujetos a esos costos, bajo el principio de deducibilidad 
especialmente aplicable a terceros países exportadores de 
los bienes impactados a la Unión Europea. En términos 
de precio, el CBAM busca asegurar que los productos im-
portados no desplazan a los productos nacionales sim-
plemente por provenir de regiones con regulaciones más 
laxas. De esta manera, el CBAM refuerza la efectividad 

de los IPC al evitar la fuga de carbono y asegurar que el 
precio del carbono se aplique de manera justa y equitativa 
tanto a nivel nacional como internacional. 

En síntesis, tanto el Artículo 6 como el CBAM repre-
sentan un enfoque importante de IPC. Al integrar es-
tos instrumentos, los países y bloques económicos pueden 
fomentar una reducción de emisiones que es efectiva en 
costos y proporciona igualdad de condiciones a los parti-
cipantes. Estos mecanismos permiten una transición más 
fluida hacia economías bajas en carbono, al tiempo que 
protegen la competitividad económica.
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4.	 Importancia del diseño de los IPC

13	  La justificación teórica y empírica de esta aproximación ha sido bien establecida desde hace varias décadas, como se evidencia en los trabajos de 
Pigou (1920) y Baumol y Oates (1988).  En este contexto, destacan los Instrumentos de Precio al Carbono (IPC).

14	  Uno de los reportes más influyentes que colocaron al término de costo social del carbono como un aspecto de gran relevancia fue The economics of 
climate change: The Stern review, publicado en 2007.

15	  El debate sobre si los precios (impuestos) o las cantidades (cuotas) son herramientas regulatorias más efectivas se remonta a trabajos de economistas 
como Martin Weitzman. El artículo de Martin Weitzman de 1974 “Precios vs. Cantidades” proporciona un marco fundamental. Weitzman sostie-
ne que la elección entre controles de precios (impuestos) y controles de cantidad (cuotas) depende de las pendientes relativas (costos y beneficios 
marginales) de las funciones de costo y beneficio de reducir la externalidad (Weitzman, 1974)

4.1. Objetivos y 
funcionamiento de los IPC

La incorporación de instrumentos económicos en la for-
mulación de políticas ambientales puede ser una solución 
eficiente para reducir el impacto ambiental ocasionado 
por las emisiones de GEI, tanto desde una perspecti-
va social como económica13. En este contexto, destacan 
los IPC, como instrumentos de mercado y de política 
pública que, a través de una estructura institucional, im-
ponen un costo explícito a las emisiones de CO2 y otros 
GEI. Aunque existen diferentes enfoques para diseñar un 
IPC, todos comparten el objetivo fundamental de inter-
nalizar el costo que estas emisiones ocasionan a los eco-
sistemas, la salud pública y el clima, reflejados en el costo 
social de la emisión de una unidad de carbono.

Un concepto importante es el costo social del carbono 
(CSC), el cual representa el valor monetario de los da-
ños causados por la emisión de una tonelada adicional 
de CO2e a la atmósfera14. Esta métrica considera las exter-
nalidades negativas, como los cambios en la productividad 
agrícola, daños a la salud, efectos de catástrofes naturales 
y pérdida de biodiversidad. Su objetivo es cuantificar en 
términos monetarios las consecuencias económicas de las 
emisiones de CO2e, para incorporar estas externalidades 
en la toma de decisiones de producción y consumo.

El precio al carbono ayuda a alinear el comportamien-
to del mercado con los costos ambientales y sociales, 
promoviendo inversiones en tecnologías más eficientes 
y prácticas sostenibles. Así, estos mecanismos contri-
buyen a la mitigación del cambio climático de manera 
costo-eficiente, haciendo que los emisores de carbono 
asuman la responsabilidad por el daño ambiental que 
causan (Goulder et al., 2013; Aldy and Stavins, 2012; 
Schmalensee and Stavins, 2015).

Las señales de precios brindan a los agentes la capacidad 
de tomar decisiones en respuesta al daño ambiental que 
generan, como reducir emisiones, compensarlas o pagar el 
precio que refleje el costo social y ambiental derivado de 
la emisión de GEI que debe ser atendido por el Estado. 
De esta manera, los mercados funcionarían de manera efi-
ciente, pues los precios reflejarían todos los costos y bene-
ficios asociados con el consumo y la producción de bienes 
y servicios. Sin embargo, la fijación de un precio efectivo 
puede ser complejo debido a la incertidumbre en la es-
timación del costo social del carbono y los diversos fac-
tores económicos, políticos y sociales que influyen en la 
decisión. Además, el costo social del carbono puede variar 
significativamente según la región y el contexto económi-
co, requiriendo un enfoque flexible y adaptativo.

De esta manera, los IPC son considerados una herra-
mienta flexible para alcanzar de manera más eficiente los 
objetivos de política ambiental. Los dos enfoques prin-
cipales para los IPC son los impuestos al carbono y los 
SCE. La diferencia clave reside en que, con un impues-
to, el gobierno establece directamente el precio y permite 
que el mercado determine las emisiones totales, mientras 
que, en un SCE, el gobierno establece un límite máximo 
para las emisiones (cantidad) y permite que el mercado 
determine el precio15.

Los impuestos al carbono implican un cargo fijo por to-
nelada de CO2e emitida, proporcionando certeza sobre 
el precio del carbono, pero no garantizando un nivel es-
pecífico de reducción de emisiones, ya que la cantidad de 
reducción dependerá de la respuesta de los emisores al 
impuesto. Los impuestos son relativamente más simples 
de administrar y pueden generar ingresos gubernamenta-
les predecibles, que pueden ser utilizados para financiar 
políticas ambientales, entre otros fines asociados a la sos-
tenibilidad (ver Tabla 7).
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Tabla 7. Principales diferencias entre un impuesto al carbono y un SCE.

Aspecto Impuesto al carbono Sistema de Comercio de Emisiones

Objetivo

Internalizar el costo social de las emisiones de 
carbono, incentivando a empresas y consumidores 
a reducir sus emisiones de CO2e mediante un costo 
explícito por tonelada de carbono emitida o al 
contenido de carbono del combustible.

Establecer un límite máximo (cap) a la cantidad 
total de emisiones permitidas, incentivando así la 
reducción de emisiones de CO2e, mediante un el 
intercambio de derechos de emisión.

Funcionamiento

El gobierno establece un precio fijo por cada 
tonelada de CO2e emitida o al contenido de carbono 
de un combustible. Las empresas deben pagar este 
impuesto basado en la cantidad de carbono que 
emiten, incentivando así la reducción de emisiones 
para minimizar el pago.

El gobierno establece un límite máximo de emisio-
nes y distribuye derechos de emisión equivalentes a 
este límite. Las empresas pueden comprar y vender 
estos derechos en el mercado, creando un incentivo 
económico para reducir emisiones si el costo de 
reducción es menor que el precio de los derechos.

Ventajas

	- Proporciona certeza sobre el precio del carbono, 
lo que facilita la planificación y las decisiones de 
inversión.

	- Genera ingresos gubernamentales predecibles, 
que pueden ser utilizados para financiar políticas 
ambientales.

	- Relativamente simple de administrar.

	- Garantiza un nivel específico de reducción 
de emisiones, ya que el límite se establece de 
antemano.

	- Fomenta la innovación y la eficiencia, ya que las 
empresas buscan reducir sus costos comprando 
menos derechos.

	- Permite una flexibilidad en la forma en que las 
empresas cumplen con sus objetivos de emisiones.

Desventajas

	- No garantiza un nivel específico de reducción de 
emisiones; la cantidad de reducción depende de 
la respuesta de los emisores al impuesto.

	- Puede ser políticamente desafiante de imple-
mentar debido a la percepción pública de nuevos 
impuestos.

	- Requiere ajustes periódicos del impuesto para 
asegurar que se mantenga alineado con los 
objetivos climáticos.

	- Puede generar volatilidad en los precios de los 
derechos, lo que introduce incertidumbre en los 
costos de cumplimiento.

	- Requiere una infraestructura más compleja para 
monitorear y regular el mercado de derechos.

	- Puede ser sujeto a manipulación del mercado 
o abuso de poder de mercado si no está bien 
diseñado y regulado.

Fuente: elaboración propia

También existen enfoques híbridos que incorporan ele-
mentos de ambos enfoques puros, como regímenes fisca-
les que aceptan unidades de reducción de emisiones para 
reducir la carga impositiva o SCE con precios mínimos y 
máximos. Sin embargo, todos estos enfoques se basan en 
el mismo principio de internalizar el daño socioambiental 
(Goulder et al., 2013).

4.2. Aspectos clave 
del diseño de IPCs

En primer lugar, se encuentran los límites regulatorios. 
Es decir, se debe definir qué GEI será objeto de la regu-

lación y a partir de qué umbral, es decir, a partir de qué 
volumen de emisiones se convertirá en sujeto de pago. 
Un IPC puede aplicarse únicamente a las emisiones de 
dióxido de carbono, como en el caso del impuesto al car-
bono en Chile o el Sistema de Comercio de Emisiones 
de la Iniciativa Regional de Gases de Efecto Invernadero 
(RGGI) en Estados Unidos, o puede abarcar todos los 
GEI, como en el caso de Columbia Británica para un im-
puesto al carbono o California y Québec para un SCE 
(Pizarro, 2021).
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Cuadro 5. Punto de regulación

En los instrumentos de precio al carbono, el punto de regulación se refiere al lugar en la cadena de valor donde 
se mide y se determina el precio del carbono.

Regulación upstream: en este enfoque, el precio al carbono se aplica en el punto donde los combustibles fósiles 
son extraídos o importados. Esto significa que el impuesto al carbono o los derechos de emisión se cobran a los 
productores o importadores de carbón, petróleo y gas natural, justo cuando estos recursos entran en la economía. 

Regulación downstream: este enfoque sitúa el punto de regulación en el extremo de la cadena de valor, donde 
los combustibles fósiles son consumidos. Esto puede significar aplicar el precio del carbono a las plantas de 
energía, las industrias y, en algunos casos, los consumidores finales que queman combustibles fósiles.

Otro aspecto relevante es la cobertura del IPC, que no 
solo implica determinar qué gas será regulado, sino tam-
bién los sectores específicos, tipos de tecnologías o, en ge-
neral, los combustibles que serían cubiertos por el instru-
mento. Es importante recordar que no todas las emisiones 
de GEI provienen de procesos de combustión, ya que 
también se generan a partir de la expansión de áreas ur-
banas, reacciones químicas en la industria, emisiones fu-
gitivas en la industria, empresas y hogares, y gestión de 
desechos, entre otros. Se estima que aproximadamente 
28% de las emisiones de GEI no están relacionadas con 
procesos de combustión (Pizarro, 2021). Por lo anterior, 
un proceso clave para definir la cobertura de un IPC es 
contar, entre otros elementos, con una caracterización 
precisa de sectores o fuentes más intensivas en emisio-
nes, lo cual varía de jurisdicción en jurisdicción. 

Un tercer aspecto clave en el diseño de un IPC es cómo 
se regula el aspecto cubierto. Puede ser una regulación 
directa de las emisiones o una regulación indirecta a tra-
vés de los combustibles fósiles, lo que limita la cobertura, 
regulando el precio mediante un cargo basado en el conte-
nido de carbono. Esta decisión en el diseño del IPC puede 
involucrar la cuantificación directa de emisiones a nivel de 
la fuente, como en el caso de Chile, o el establecimien-
to de un impuesto indirecto sobre las emisiones median-
te la regulación de los combustibles, como en Argentina 
y México. Esta decisión también está relacionada con el 
punto de regulación, es decir, si se aplica aguas arriba o 
aguas abajo (Cuadro 5). Aunque esta elección no tiene un 
impacto económico significativo, es clave para el sistema 
de administración del IPC y sus costos, especialmente en 
el caso de los impuestos (Pizarro et al., 2017).

Otro aspecto relevante en el diseño es el destino de los in-
gresos generados por el impuesto o un SCE con subastas. 
A este respecto, el concepto de doble dividendo es clave, 

ya que se refiere a que la implementación de un IPC pue-
de generar no solo beneficios ambientales, sino también 
beneficios económicos adicionales. Al aumentar el costo 
de actividades dañinas para el ambiente, los impuestos al 
carbono incentivan la reducción de estas actividades. En 
segundo lugar, el beneficio económico adicional puede 
surgir del uso eficiente de los ingresos generados por el 
impuesto. Este segundo dividendo puede obtenerse de va-
rias maneras, como la reducción de otros impuestos dis-
torsionadores (por ejemplo, los que gravan el trabajo o la 
inversión) utilizando los ingresos del impuesto ambiental.

La diferencia entre la recaudación y la utilización de los 
recursos generados radica en cómo se generan y desti-
nan estos fondos. En cuanto a la recaudación de recur-
sos, con un impuesto al carbono, los fondos se recaudan 
como ingresos fiscales y se pueden destinar a fondos es-
pecíficos para atender las necesidades medioambientales 
de la jurisdicción. Por otro lado, en un SCE la recauda-
ción puede ocurrir principalmente a través de la subasta 
de derechos de emisión a través de un sistema bien orga-
nizado. Los ingresos provienen de la venta de estos dere-
chos a las empresas que necesitan adquirirlos para cubrir 
sus emisiones. 

En cambio, la asignación gratuita no genera ingresos di-
rectos ya que los derechos de emisión se otorgan sin costo 
a los sectores regulados. Este enfoque, común en las eta-
pas iniciales de un SCE, busca aliviar las cargas econó-
micas sobre sectores clave y evitar la fuga de carbono. Sin 
embargo, al no generar recursos fiscales, limita la capaci-
dad del gobierno para destinar fondos a programas am-
bientales o sociales. Por ello, la transición gradual hacia 
subastas puede equilibrar los objetivos de sostenibilidad 
y recaudación, permitiendo al SCE contribuir con, por 
ejemplo, el financiamiento de políticas climáticas.
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Figura 5.Elementos clave en el diseño de los IPC

4. Punto de regulación

1. Objetivo de la regulación 
Definición del ámbito 
de aplicación del IPC

2. Cobertura y umbrales
Definición de los gases,
umbrales y sectores regulados

Definición de una definición
directa de emisiones o 
indirecta de los combustibles
fósiles.

Determinación del uso de recursos
para fines económicos, ambientales

o sociales

Establecimiento de la regulación
en aguas arriba o aguas abajo

3. Tipo de regulación5. Destino de los ingresos

Incorporar elementos de diseño
si convive con otros IPC

6. Complementariedad

Incentivos que promuevan
el cumplimiento y provean

flexibilidad. En el caso de
impuestos, el monto.

6. Elementos opcionales

Fuente: elaboración propia

Ambos instrumentos pueden ser utilizados para financiar 
proyectos de mitigación y adaptación climática, apoyando 
iniciativas que reduzcan las emisiones de GEI o que ayu-
den a adaptarse a los impactos del cambio climático; apo-
yar la investigación y desarrollo de tecnologías limpias y 

sostenibles; y proveer fondos para compensar a las comu-
nidades y sectores económicos afectados por el aumento 
de costos debido a la implementación del IPC. 



5
Contexto global 
de los Sistemas 
de Comercio de 

Emisiones



38

5.	 Contexto global de los Sistemas 
de Comercio de Emisiones

16	  En noviembre de 2023, Argentina aprobó la Estrategia Nacional para el uso de los Mercados de Carbono (ENUMeC) estableciendo así un marco 
que impulse y promueva el desarrollo de estos mercados, sin definir explícitamente alguno de ellos.

5.1. Contexto actual de los 
SCE a nivel global.

Conforme los gobiernos a nivel mundial avanzan y for-
talecen la implementación de sus políticas climáticas, se 
evidencia el nivel de recursos que se necesitan movilizar 
hacia comunidades vulnerables, la naturaleza y esfuerzos 
de desarrollo más amplios para lograr los objetivos climá-
ticos nacionales e internacionales. 

De acuerdo con el informe de Comercio de Emisiones a 
Nivel Mundial publicado por ICAP, se estima que la in-
versión total en energías limpias necesaria en mercados 
emergentes y economías en desarrollo oscilará entre los 
3 y 6 mil millones de USD anuales hasta el año 2050. 
La Agencia Internacional de Energía (AIE) calcula que 
la inversión global solo en energía limpia alcanzó los 1.8 
mil millones USD en 2023, lo que representa un aumen-
to del 40% con respecto a 2020. La cantidad de inversión 
requerida para alcanzar los objetivos del Acuerdo de París 
supera significativamente los fondos disponibles a través 
de fuentes de financiamiento público. Por lo cual, resulta 
clave movilizar capital privado (ICAP, 2024).

En este contexto, es relevante lo descrito en el apartado 
4.4.1.4 del Reporte AR6 del Grupo de Trabajo III del 
IPCC (2022), donde se aborda la importancia de estable-
cer un precio de referencia al carbono que sea coherente 
con los objetivos del Acuerdo de París. El reporte men-
ciona que, según la Comisión de Alto Nivel sobre Precios 
del Carbono, “un nivel de precio del carbono coherente 
con el logro del objetivo de temperatura del Acuerdo de 
París es de al menos 40-80 USD por tonelada de CO2 
para 2020 y de 50-100 USD por tonelada de CO2 para 
2030, siempre que exista un entorno político de apoyo” 
(CPLC 2017; Wall Street Journal 2019).

Este referente es clave para establecer una vinculación ex-
plícita entre los niveles de precio del carbono y la am-
bición climática, destacando la necesidad de políticas de 

apoyo que faciliten la implementación efectiva de es-
tos precios. La identificación de estos rangos de precios 
proporciona una guía para los formuladores de políticas, 
indicando los niveles necesarios para incentivar reduc-
ciones significativas en las emisiones de gases de efecto 
invernadero y cumplir con los compromisos climáticos 
internacionales.

A enero de 2024, en el mundo hay 36 SCE en funcio-
namiento y otros 14 están en proceso de desarrollo y se 
espera que entren en operación en los próximos años. 
Entre estos se incluyen los SCE en Colombia, Turquía 
y Vietnam. Además, 12 jurisdicciones están evaluando 
cómo un SCE puede integrarse en su conjunto de polí-
ticas climáticas (ICAP, 2024). Estos 36 SCE abarcan el 
18% de las emisiones globales de GEI. En 2023, su re-
caudación total ascendió a 74 mil millones USD, de los 
cuales el 64% de los recursos corresponden al SCE de la 
Unión Europea. 

En los últimos años, la implementación de fases pilotos 
y la discusión de la implementación de SCEs ha creci-
do en economías emergentes, como México y Brasil en 
América Latina; y China, India e Indonesia en la re-
gión de Asia-Pacífico (ICAP, 2024). En América Latina, 
Brasil ha avanzado al presentar un proyecto de ley para 
la implementación de un SCE. Por otro lado, Argentina 
está considerando la adopción de un mercado de carbo-
no para su sector energético16. México llevó a cabo un 
Programa de Prueba entre 2020 y 2022, y trabaja en los 
preparativos para una Fase Operativa. Chile y Colombia 
tienen implementado impuestos al carbono y están en di-
ferentes etapas de consideración y preparación para la im-
plementación de un SCE.

En Asia, Indonesia lanzó recientemente un SCE que 
abarca el sector de generación de energía. Vietnam tie-
ne planes de lanzar un piloto de SCE en los próximos 
años, y varios otros países de la región, incluidos Malasia, 
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Pakistán, Filipinas y Tailandia, se encuentran en diversas 
etapas de consideración o desarrollo de un SCE.17

Las economías desarrolladas continúan haciendo esfuer-
zos para mejorar, reforzar y regular mayor parte de sus 
economías. Por ejemplo, Canadá ha propuesto planes 
para implementar un sistema federal de cap-and-trade di-
rigido específicamente a la industria de petróleo y gas, 
adicional a los sistemas de precios basados en la produc-
ción18 que tiene operando a nivel federal y en distintas 
provincias. Por otro lado, la Unión Europea ha anunciado 
la introducción de un SCE adicional para edificios, trans-
porte por carretera y otros sectores, previendo su inicio 
para el año 2027.

Uno de los elementos clave para un correcto diseño y 
operación de un SCE nacional es tener la flexibilidad y 
capacidad de adaptar el mecanismo a las prioridades, cir-
cunstancias y contextos locales. Por esta razón, última-
mente en los nuevos SCE diseñados o implementados 
se han visto ajustes y combinaciones de distintos instru-
mentos y mecanismos existentes. Por ejemplo, en el caso 
de Guangdong permite modificaciones ex-post en la asig-
nación de derechos basados en datos reales de producción 
de los años de cumplimiento respectivos, lo cual aplica 
para sectores que usan métodos de benchmark e intensi-
dad (ICAP, 2024).

Otro tipo de flexibilidad que permite el comercio de emi-
siones es que puede implementarse en distintos nive-
les de gobierno. Se observan SCE a nivel ciudad, como 
Shenzhen en China, o a nivel supranacional como el que 
regula a los países miembros de la Unión Europea, in-
cluyendo además a Islandia, Liechtenstein y Noruega. 
Adicionalmente, permite la posibilidad de que operen al 
mismo tiempo más de un SCE en la misma jurisdicción 
de manera complementaria. Tal es el caso de Alemania 
y Austria, donde ciertas emisiones están cubiertas por el 
SCE de la Unión Europea y otras por el SCE nacional 
alemán o austriaco. De manera similar, el SCE a nivel 
nacional de China actualmente cubre las emisiones del 
sector eléctrico mientras que otros SCE piloto a nivel 
provincial y municipal regulan las emisiones de otros sec-
tores. (ICAP, 2024).

17	  ICAP (2024). Emissions Trading Worldwide: Status Report 2024.
18	  Se refiere al Output-Based Pricing Syustem (OBPS) federal, el cual está diseñado para garantizar que exista un incentivo de precio para los emi-

sores industriales de GEI para reducir sus emisiones y fomentar la innovación, al mismo tiempo que se mantiene la competitividad y se protege 
contra la fuga de carbono.

Se han llevado a cabo con éxito vinculaciones entre SCE, 
como la asociación transfronteriza entre California y 
Québec, que ha estado en funcionamiento durante una 
década, así como la conexión entre la Unión Europea y 
Suiza, y la colaboración Tokio-Saitama dentro de Japón. 
Los sistemas de Washington y Nueva York también están 
considerando la posibilidad de asociarse con otros SCE, 
por ejemplo, California y Québec (WB, 2024).

De todos los sistemas en funcionamiento que actualmen-
te permiten el uso de créditos de compensación, el SCE 
de Corea es el único que acepta créditos de carbono in-
ternacionales. Corea ha establecido acuerdos para imple-
mentar proyectos en Vietnam y Uzbekistán, donde algu-
nas de las reducciones de emisiones pueden convertirse 
en Créditos de Compensación Coreanos (ICAP, 2024).

A finales del año 2023, Singapur publicó criterios para 
los créditos de carbono internacionales elegibles para su 
uso en el cumplimiento de las obligaciones del impuesto 
nacional al carbono del país, con más detalles sobre los 
países anfitriones elegibles, metodologías y mecanismos 
de acreditación que se esperan para finales de 2024.

En síntesis, el panorama actual de los SCE muestra una 
expansión significativa a nivel global, con 36 Sistemas ac-
tivos y otros 22 en diversas etapas de desarrollo y consi-
deración. Estos SCE abarcan aproximadamente 18% de 
las emisiones globales de GEI y han generado una re-
caudación de cerca de 74 mil millones de USD a nivel 
global, destacando el SCE de la Unión Europea como el 
mayor contribuyente (ICAP, 2024). La creciente imple-
mentación y discusión de SCE en economías emergentes 
como México, Brasil, China e India subraya el impulso 
hacia políticas climáticas más robustas y la adopción de 
instrumentos económicos para la reducción de emisiones. 
La flexibilidad y capacidad de adaptación de los SCE a 
contextos locales y niveles de gobierno diferentes reflejan 
un enfoque dinámico para abordar los desafíos climáti-
cos a través de colaboraciones transfronterizas y ajustes 
continuos en los mecanismos de comercio de emisiones.
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6.	 Instrumentos de precio al carbono en México

Los instrumentos de precio al carbono en México están 
considerados dentro de los marcos normativos nacionales 
como estrategias para reducir las emisiones de GEI y al-
canzar los objetivos climáticos. Específicamente:

	- La Ley General de Cambio Climático (LGCC), 
en su artículo 91, considera los instrumentos eco-
nómicos, fiscales y financieros como un incentivo 
para cumplir con los objetivos de la política nacio-
nal sobre cambio climático. El Art. 94 especifica el 
establecimiento “de forma progresiva y gradual un 
sistema de comercio de emisiones con el objetivo 
de promover reducciones de emisiones que pue-
dan llevarse a cabo con el menor costo posible”. 

	- La Estrategia Nacional de Cambio Climático 
(Visión 10-20-40) define como uno de sus pilares 
el diseño de una política nacional de instrumentos 
económicos, fiscales y financieros, así como el uso 
de subsidios dirigidos, la eliminación o desacopla-
miento de subsidios ineficientes y la creación de 
instrumentos financieros públicos y privados. Por 
lo tanto, estos instrumentos se consideran como 
prioridades para la estrategia de mitigación a largo 
plazo hacia 2050.

	- Dentro del Programa Especial de Cambio 
Climático (PECC) 2021-2024, los instrumentos 
de precio al carbono, incluyendo el SCE, contri-
buyen a los siguientes objetivos prioritarios:

	· Objetivo Prioritario 2: “Reducir las emisio-
nes de gases de efecto invernadero y compues-
tos para generar desarrollo con bienestar social, 
bajo en carbono y que protege la capa de ozo-
no, basado en el mejor conocimiento científico 
disponible”. En este objetivo, la implementa-
ción y monitoreo del Programa Piloto del SCE 
son acciones específicas para promover la apli-
cación de tecnologías de vanguardia y procesos 
eficientes y limpios en la industria.

	· Objetivo Prioritario 4: “Fortalecer los meca-
nismos de coordinación, financiamiento y me-
dios de implementación entre órdenes de go-
bierno para la implementación de la política de 
cambio climático, priorizando la co-creación de 
capacidades e inclusión de los diferentes secto-
res de la sociedad, con un enfoque en los de-
rechos humanos”. Una de las acciones especí-

ficas para este objetivo consiste en armonizar 
los instrumentos de política a nivel nacional, 
estatal y municipal para el cumplimiento de la 
política nacional de cambio climático. Además, 
el Programa define “metas de bienestar” para 
medir el progreso de cada uno de los objeti-
vos prioritarios, y el indicador de progreso del 
Objetivo Prioritario 4 incluye el SCE como una 
herramienta prioritaria para la política climáti-
ca, y por lo tanto como un factor para calcular 
el progreso de la política de cambio climático.

La implementación de IPC en México es una de las me-
didas para contribuir a las metas de reducción de emisio-
nes para 2030 de la NDC, ya que permitiría a los secto-
res alcanzar sus metas de una manera más costo-efectiva. 
La NDC de México considera al SCE como un instru-
mento que “busca establecer un precio de carbono, que dé 
los incentivos necesarios para la innovación y las acciones 
necesarias para que este sector pueda aportar a la miti-
gación con soluciones costo eficientes” (SEMARNAT & 
INECC, Contribución Determinada a Nivel Nacional. 
Actualización 2322, 2022, pág. 13). Algunos de los sec-
tores económicos incluidos en la NDC están regulados 
por el Impuesto Federal al Carbono, los impuestos sub-
nacionales a las emisiones y el SCE, como la generación 
de electricidad, la industria y el sector de petróleo y gas. 

El marco institucional y regulatorio previamente delinea-
do sienta las bases para la implementación de diversos 
IPC en México. En las secciones siguientes se exploran 
en mayor profundidad sus fundamentos y el alcance de 
aplicación, proporcionando un análisis detallado de sus 
componentes y las implicaciones que estos tienen. Esto 
permite una comprensión más clara de cómo estos ins-
trumentos pueden influir en el panorama económico y en 
los objetivos de la política climática y ambiental del país.

6.1. Impuesto Federal al Carbono

El Impuesto Federal al Carbono en México fue intro-
ducido como parte de la Reforma Fiscal de 2013, y en-
tró en vigor en 2014. Este impuesto forma parte de la 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios 
(IEPS), junto con otros gravámenes. El impuesto se basa 
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en la cantidad de CO2 emitida por combustibles fósiles19, 
y cada tipo de combustible tiene una tasa impositiva es-
pecífica de acuerdo con su contenido de carbono. Estas 
tasas son actualizadas anualmente utilizando las direc-
trices del IPCC. La Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (SHCP) establece que el impuesto al carbono 
persigue dos objetivos principales: reducir las emisiones 
de GEI y aumentar la recaudación del Gobierno Federal 
(SEMARNAT, s.f.). 

Por otro lado, el artículo 2, inciso D de la Ley del IEPS es-
tablece un gravamen sobre los combustibles automotrices. 
En la práctica, este impuesto podría desincentivar el uso de 

19	  El gas natural y la turbosina están excluidos del impuesto.
20	  La Constitución y las leyes fiscales establecen que los ingresos por concepto de impuestos deben ser destinados al gasto público general y no pue-

den ser etiquetados para fines específicos. Esta disposición se basa en varios principios de la política fiscal y la administración pública, por lo que se 
necesitarían cambios de estos marcos jurídicos. 

vehículos que dependen de combustibles fósiles, lo que po-
dría contribuir indirectamente a la reducción de emisiones.

Este impuesto está incluido en el Artículo 2, subsección 
H, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios (IEPS). Los combustibles fósiles como el pro-
pano, butano, gasolina, diésel, entre otros, están gravados 
de acuerdo con la formación de dióxido de carbono por su 
combustión, basado en sus átomos de carbono. De acuer-
do con su contenido de carbono, cada combustible tiene 
una tasa diferenciada de acuerdo con su unidad de me-
dida, el cual se ajusta anualmente en promedio con base 
en la inflación, tal como se muestra en la siguiente tabla:

Tabla 8. Cuotas a los combustibles fósiles

Combustibles Fósiles Cuota Unidad de Medida

Propano 9.3315 centavos por litro

Butano 12.0759 centavos por litro

Gasolinas y gasavión 16.3677 centavos por litro

Turbosina y otros kerosenos 19.5488 centavos por litro

Diésel 19.8607 centavos por litro

Combustóleo 21.1956 centavos por litro

Coque de petróleo 24.6014 pesos por tonelada

Coque de carbón 57.6738 pesos por tonelada

Carbón mineral 43.4269 pesos por tonelada

Otros combustibles fósiles 62.7762 pesos por tonelada de carbono que contenga el combustible

Fuente: (SHCP, 2023)

Este gravamen se aplica a los productores e importado-
res de combustibles gravados; sin embargo, el impuesto 
se traslada a los consumidores a través de los precios. Por 
lo tanto, los consumidores soportan el costo del impuesto 
(SEMARNAT, 2021a). La SHCP se encarga de desa-
rrollar y publicar anualmente el factor de actualización y 
la cuota actualizada en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) cada diciembre del año. 

El impuesto tiene el objetivo de desincentivar el consu-
mo de combustibles fósiles. Todos los ingresos se asignan 
al presupuesto general del país y no se definen usos es-
pecíficos, es decir, por ley no es posible etiquetar los im-
puestos para un destino específico para la mitigación o la 
compensación20. La razón por la que este impuesto no se 
puede etiquetar específicamente para financiar proyectos 
de mitigación-adaptación del cambio climático o tecno-
logías limpias radica en su estructura dentro del sistema 
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fiscal general del país. El impuesto al carbono en México 
se incorpora como un componente más del sistema tribu-
tario general y los ingresos que genera se destinan al pre-
supuesto federal sin una asignación específica para pro-
yectos ambientales. 

La legislación que establece el impuesto al carbono y su 
tratamiento dentro del sistema fiscal general está delinea-
da en la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios (IEPS). En ella no se especifica que los ingresos 
generados por el impuesto al carbono deban ser destina-
dos a proyectos ambientales o de mitigación del cambio 
climático. Esto significa que el dinero recaudado a tra-

21	  Estimaciones con base en la información disponible en http://omawww.sat.gob.mx/cifras_sat/Paginas/datos/IngresosTributarios.html

vés de este impuesto ingresa al fondo común y se utiliza 
para diversas necesidades y servicios públicos, como edu-
cación, salud y seguridad, entre otros, según las priorida-
des del gobierno y la asignación presupuestaria aprobada 
por el Congreso.

La cantidad de ingresos recaudados21 ha variado a lo lar-
go de los años, oscilando desde $9,670 millones MXN 
en 2014 cuando el impuesto comenzó a operar, mientras 
que para 2019 el impuesto recaudó 5,153 millones MXN, 
4,699 millones MXN para 2020, 6,240 millones MXN 
para 2021, 4,306 millones MXN en 2022, 7,888 millones 
MXN en 2023 y 4,491 millones a mayo de 2024.  

Figura 6. Recaudación del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios por concepto del 
impuesto al carbono
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Fuente: elaboración propia con datos de la SHCP. El valor de 2024 está actualizado a mayo de 2024.

6.2. Impuestos al 
carbono estatales

La LGCC reconoce la necesidad de que los gobiernos 
subnacionales diseñen y ejecuten sus políticas climáticas. 
En su Artículo 8º, fracción I, establece que les corres-
ponde a las entidades federativas la atribución de “formu-
lar, conducir y evaluar la política de la entidad federati-

va en materia de cambio climático en concordancia con 
la política nacional”. Además, la LGCC establece en su 
Artículo 91 que “La Federación y las entidades federati-
vas, en el ámbito de sus respectivas competencias, diseña-
rán, desarrollarán y aplicarán instrumentos económicos 
que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la po-
lítica nacional en materia de cambio climático”.



44

Figura 7. Mapa impuestos al carbono estatales, 2024

Inactivo
En consideración
Vigente

Fuente: elaboración propia, con base en Reporte Impuestos al carbono en México: Desarrollo y Tendencias. (México2, 2023); e Introducción a los 
Instrumentos de Precios al Carbono (GIZ, 2024).

22	  Los impuestos estatales aplican sobre las emisiones directas de alcance 1 de las instalaciones en los estados.
23	  Recientemente se anunció la aprobación del impuesto al carbono en Colima, el cual tendría una tasa de 5 UMAs. De acuerdo con la información 

consultada, se pretende usar el fondo ambiental estatal para la recaudación y su utilización en mitigación y adaptación. Información obtenida de 
https://diariodecolima.com/noticias/detalle/2024-12-03-aprueban-un-impuesto-local-al-carbono del 3 de diciembre de 2024.

Estos instrumentos, de acuerdo con el Artículo 
92, son aquellos 

mecanismos normativos y administrativos de carácter 
fiscal, financiero o de mercado, mediante los cuales las 
personas asumen los beneficios y costos relacionados 
con la mitigación y adaptación del cambio climático, 
incentivándolas a realizar acciones que favorezcan 
el cumplimiento de los objetivos de la política 
nacional en la materia.

Se consideran instrumentos económicos de carácter fiscal, 
los estímulos fiscales que incentiven el cumplimiento 
de los objetivos de la política nacional sobre el cambio 
climático. En ningún caso, estos instrumentos se 
establecerán con fines exclusivamente recaudatorios.

El antecedente más importante en el establecimiento de 
impuestos al carbono a nivel subnacional en México es el 
caso de Zacatecas. En 2019, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN) validó una serie de impuestos am-
bientales propuestos por el estado de Zacatecas. Estos 

impuestos abarcaban diversos temas como la remediación 
ambiental, la contaminación del suelo, subsuelo y agua, la 
disposición final de residuos sólidos en vertederos públi-
cos y privados, y la emisión de GEI.

Esto es clave ya que la sentencia emitida por la SCJN 
estableció un precedente legal al confirmar la capacidad 
de los estados para implementar iniciativas de impuestos 
ambientales. Desde ese momento, varios estados han pre-
sentado propuestas para reformar los mecanismos fiscales 
vigentes e implementar impuestos al carbono a nivel sub-
nacional en México. A continuación, se describen algunos 
impuestos al carbono estatales22 que se han implementa-
do en los últimos años. 

Actualmente, en México hay:

	- 8 estados con impuestos vigentes, 

	- Baja California con un con un impuesto inactivo, 

	- Colima con un impuesto en desarrollo23 y 

	- Jalisco con un impuesto en consideración 
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Tabla 9. Impuestos al carbono estatales en México, 2017-2024.

Entidad 
Federativa

Estatus del 
impuesto

Año de 
implementación Instituciones Involucradas Punto de 

regulación Base gravable Tasa Impositiva Mecanismo de 
Flexibilidad Destino de los recursos Esquema 

Durango Vigente 2022

La Secretaría de Finanzas y Administra-
ción del Gobierno del Estado de Durango, 
a través del Servicio de Administración 
Tributaria del Estado, se encarga de la 
recaudación. 
La Secretaría de Recursos Naturales y 
Medio Ambiente lleva a cabo la vigilancia y 
supervisa el cumplimiento y control. 

Aguas abajo Fuentes fijas 
CO2, CH4, N2O 100 MXN/tCO₂e No se contemplan. No se establece.

Requiere pagos 
provisionales mensuales 
y una declaración anual 
para comprobar el 
cumplimiento.

Estado  
de México Vigente 2022

La Secretaría de Finanzas del Gobierno 
del Estado de México asume las tareas de 
recaudación.
La Secretaría de Medio Ambiente y De-
sarrollo Sustentable es el punto de control, 
vigilancia y seguimiento.

Aguas abajo Fuentes fijas 
CO2, CH4, N2O 58 MXN/tCO2e No se contemplan. Acciones que garanticen un 

medio ambiente sano.

El pago debe realizarse 
a través de pagos 
mensuales a cuenta del 
impuesto anual, la cual 
deberá aprobarse cada 
año por la autoridad 
fiscal correspondiente.

Guanajuato Vigente 2023

La Secretaría de Finanzas, Inversión y Ad-
ministración del Gobierno del Estado de 
Guanajuato está a cargo de la recaudación. 
La Secretaría de Medio Ambiente y 
Ordenamiento Territorial del Gobierno 
del Estado de Guanajuato (SMAOT) lleva 
a cabo el control, vigilancia y seguimiento.

Aguas abajo
Fuentes fijas  
CO2, CH4, N2O,  
HFC, PFC, SF₆

45 MXN/tCO2e

Estímulo fiscal del 20% 
y se exenta en un 80% 
el uso de gas natural, 
esta proporción se irá 
reduciendo a largo de los 
años.

Prioridad a proyectos de me-
jora ambiental y económica. 
Incluyendo, contingencias 
ambientales y desastres natu-
rales, proyectos de desarrollo 
sostenible, reubicación de 
habitantes en zonas de riesgo. 

Pagos provisionales 
mensuales y una decla-
ración anual para acre-
ditar el cumplimiento.

Querétaro Vigente 2022

La Secretaría de Finanzas del Gobierno 
del Estado de Querétaro es el encargado de 
la recaudación.
Secretaría de Desarrollo Sustentable 
del Estado de Querétaro (SEDESU), se 
encargará de las tareas de control, vigilancia 
y seguimiento . 

Aguas abajo
Fuentes fijas  
CO2, CH4, N2O,  
HFC, PFC, SF₆

5.9 veces el valor 
diario de la UMA 
640 MXN/tCO2e 

Incentivos fiscales, uso de 
compensaciones.

Obras de infraestructura y 
proyectos ambientales. Se realiza un pago anual. 

San Luis 
Potosí Vigente 2024

La Secretarías de Finanzas (Sefin), 
General de Gobierno (SGG) y de Ecología 
y Gestión Ambiental (Segam) serán las 
instituiones encargadas de su desarrollo, 
implementación y seguimiento

Fuentes fijas  
CO2, CH4, N2O,  
HFC, PFC, SF₆

3 veces el valor 
diario de la UMA 
325 MXN/tCO2e 
en 2024

Estímulos fiscales que 
reducen la base gravable

Crear empleos, impulsar 
el desarrollo económico, e 
incentivar la innovación tec-
nológica y el uso de energías 
renovables. 

Pagos provisionales 
mensuales a la cuenta 
del impuesto anual
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Entidad 
Federativa

Estatus del 
impuesto

Año de 
implementación Instituciones Involucradas Punto de 

regulación Base gravable Tasa Impositiva Mecanismo de 
Flexibilidad Destino de los recursos Esquema 

Tamaulipas Vigente 2020

La Secretaría de Finanzas del Gobierno 
del Estado de Tamaulipas se encarga de 
las tareas administrativas relacionadas a la 
recaudación. 
La Secretaría de Desarrollo Urbano y 
Medio Ambiente del Gobierno del Estado 
de Tamaulipas se encarga del control, 
vigilancia y seguimiento.

Aguas abajo

Fuentes fijas mayo-
res a 25 tCO2e
CO2, CH4, N2O, 
HFC, PFC, SF6
Excepto por el gas 
natural.

Tasa de 8.5 
UMAs, con una 
exención de 5.5, 
quedando el 
cobro en 3 UMAs

Se aplica tasa impositiva 
a partir de la tonelada 25. 
Estímulo fiscal del 15% 
por reducción del 20% de 
emisiones.

Financiar proyectos de 
energías limpias y eficiencia 
energética.
Desarrollar proyectos y opera-
ción de los servicios de salud y 
de restauración o remediación 
del equilibrio ecológico.
Desarrollo de proyectos para 
el desarrollo sostenible.

Se realiza un pago 
mensual.

Yucatán Vigente 2021

La Agencia de Administración Fiscal de 
Yucatán se encarga de la recaudación del 
impuesto. 
La Secretaría de Desarrollo Sustentable se 
encarga del control, vigilancia y seguimiento.

Aguas abajo

Fuentes fijas a par-
tir de 500 tCO2e
CO2, CH4, N2O, 
HFC, PFC, SF6

2.7 veces el 
valor diario de la 
UMA293 MXN/
tCO2e

Estímulos fiscales por 
evitar, reducir o capturar 
emisiones. 
Deducción de hasta 93% 
de emisiones producto 
del uso de gas natural. 
Si se hace uso de este 
estímulo no se puede 
hacer uso de ningún otro.

Asegurar la protección de la 
salud y el acceso a un medio 
ambiente sano, incentivar 
cambios en la conducta de 
las entidades obligadas. Esto 
se realiza a través del Fondo 
Ambiental del Estado de 
Yucatán.

Pagos provisionales 
mensuales a la 
cuenta del impuesto 
anual, la cual deberá 
aprobarse cada año 
por la autoridad fiscal 
correspondiente.

Zacatecas Vigente 2017

La Secretaría de Finanzas del Estado de 
Zacatecas se encarga de la recaudación de 
este impuesto.
La Secretaría del Agua y Medio Ambiente 
del Gobierno del Estado de Zacatecas es el 
medio de control, vigilancia y seguimiento.

Aguas abajo
Fuentes fijas  
CO2, CH4, N2O,  
HFC, PFC, SF₆

250 MXN/tCO2e

Si una entidad 
puede demostrar que ha 
reducido un cierto por-
centaje de sus emisiones, 
la recaudación total del 
impuesto se reducirá en 
el mismo porcentaje.

Proyectos de mejora ambiental 
y económica, de desarrollo 
sostenible, reubicación de 
habitantes en zonas de riesgo.

Pago provisional men-
sual, con una declara-
ción anual que acredite 
el cumplimiento.

Baja 
California

Vigente pero 
inactivo presentado en 2020

La Secretaría de Hacienda del estado de 
Baja California se encarga de la recaudación 
del impuesto. 
La Secretaría de Medio Ambiente y 
Desarrollo Sustentable del estado de Baja 
California lleva a cabo el control, vigilancia 
y seguimiento.

Aguas arriba
Fuentes fijas  
CO2, CH4, N2O,  
HFC, PFC, SF₆

MXN 0.17 por 
cada kgCO-
2contenido en 
combustibles

Ninguno

20% de los ingresos serían 
destinados para municipios 
y 80% para promoción y 
desarrollo de programas 
ambientales

No aplica

Jalisco En discusión presentado en 2020

La Secretaría de la Hacienda Pública del 
Gobierno del Estado de Jalisco se encarga-
ría de la recaudación. 
La Secretaría de Medio Ambiente y Desa-
rrollo Territorial del Gobierno del  
Estado de Jalisco llevaría a cabo el control, 
vigilancia y seguimiento.

Aguas abajo

Fuentes fijas 
mayores a 25,000 
tCO2e 
CO2, CH4, N2O, 
CN

Por definir

Deducciones de 
hasta el 45%. Si una 
entidad acredita que ha 
alcanzado la neutralidad 
de carbono, podrá 
estar exenta del pago del 
impuesto. 

Reconversión tecnológica 
y medidas de conservación 
ambiental a través del Fondo 
Estatal de Protección al 
Ambiente, Fondo Jalisco 
de Fomento Empresarial y 
Fondo Impulso Jalisco

No aplica

Fuente: elaboración propia, con base en Reporte Impuestos al carbono en México: Desarrollo y Tendencias. (México2, 2023); e Introducción a los Instrumentos de Precios al Carbono (GIZ, 2024).
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6.3. Subsidios y estímulos 
fiscales climáticos

En los últimos años, México ha implementado una 
serie de subsidios y estímulos fiscales orientados a 
fomentar prácticas sostenibles y mitigar el impacto 
ambiental de diversas actividades económicas. Estas 
medidas se enmarcan en el esfuerzo nacional por 
enfrentar los retos del cambio climático y promo-
ver un desarrollo económico más verde y sostenible. 

La implementación de subsidios e incentivos con 
objetivos sustentables y alineados con los objetivos 
climáticos estatales y nacionales es esencial desde 
una perspectiva económica, particularmente en lo 
que respecta a la conservación de bosques, servicios 
ambientales, biodiversidad y aire limpio. Los bos-
ques y la biodiversidad son bienes públicos que pro-
porcionan servicios ambientales primordiales, como 
la captura de carbono, la purificación del aire y la 
conservación del suelo, los cuales benefician a toda 
la sociedad. Sin embargo, debido a que estos bienes 
no tienen un precio de mercado que refleje su valor 
real, suelen estar subvalorados.

Los subsidios e incentivos pueden corregir estas fa-
llas de mercado al fomentar prácticas que conservan 
y restauran estos ecosistemas. Por ejemplo, subven-
cionar proyectos de reforestación o la adopción de 
prácticas agrícolas sostenibles puede asegurar que 
los beneficios ambientales de los bosques y la biodi-
versidad se mantengan y amplíen. Además, estos in-
centivos pueden promover la innovación en tecno-
logías limpias y sostenibles, haciendo más accesibles 
las soluciones que protegen el medio ambiente en el 
sector transporte, por ejemplo.

Al garantizar la conservación de estos recursos, se 
refuerzan los servicios ambientales esenciales, como 
el suministro de aire limpio, lo que tiene un impac-
to directo en la salud pública y el bienestar. De esta 
manera, estos subsidios e incentivos son herramien-
tas clave para asegurar que los beneficios de los bie-
nes públicos, como los bosques y la biodiversidad, se 
preserven y potencien, contribuyendo así a una eco-
nomía más sostenible y resiliente.

A continuación, se presenta una visión general de al-
gunos de los subsidios y estímulos fiscales climáticos 
más relevantes implementados en el país.

Tabla 10. Subsidios y estímulos fiscales climáticos en México.

Subsidio o 
estímulo fiscal Descripción

Iniciativa  
de Reducción  
de Emisiones

Institución responsable: Comisión Nacional Forestal (CONAFOR)

Sector al que está enfocado: forestal

Objetivo: La Iniciativa de Reducción de Emisiones (IRE) fue una propuesta presentada por México 
ante el Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques (FCPF, por sus siglas en inglés) tiene como 
objetivo la reducción en las emisiones del sector forestal a través de la conservación, restauración y manejo 
sostenible de los bosques, al tiempo que se piloteaba el modelo de intervención y el esquema de pago 
por resultados para REDD+. La IRE buscó proveer incentivos económicos y financieros para reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero (GEI), al tiempo que se protegen los bosques, se conserva la bio-
diversidad y se mejoran los medios de vida de poblaciones indígenas y comunidades locales dependientes 
de los bosques (IRE, 2015).

IRE está vigente y se han implementado o están en desarrollo proyectos en distintos estados, por ejemplo:

Campeche: un proyecto para hacer frente a la deforestación y degradación forestal en 3 municipios.

Chiapas: 4 proyectos de reducción de emisiones, conservación forestal y manejo forestal sostenible.

Yucatán: 1 proyecto para la conservación de la selva y reducción de deforestación.

Jalisco: 4 proyectos enfocados en restauración y manejo sostenible de bosques.

Quintana Roo: 1 iniciativa para la conservación de selvas y reducción de emisiones. 
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Subsidio o 
estímulo fiscal Descripción

Subsidios  
Forestales 
Comerciales

Institución responsable: Comisión Nacional Forestal (CONAFOR)

Sector al que está enfocado: sector forestal comercial 

Objetivo: Un subsidio que promueve la producción y mantenimiento de plantaciones forestales comer-
ciales, es decir, aquellas tierras de uso agrícola o que han perdido su vegetación forestal natural debido a la 
industrialización y comercialización de materias primas madereras y no madereras. La Comisión Nacional 
Forestal (CONAFOR) distribuye fondos para establecer plantaciones de las especies más conocidas para 
la producción de madera. CONAFOR también define estados prioritarios, como Campeche, Chiapas, 
Chihuahua, etc. (CONAFOR, 2015). Estos subsidios buscan incentivar prácticas forestales sostenibles, 
aumentar la competitividad de las empresas forestales y contribuir a la mitigación del cambio climático 
mediante la captura de carbono. Se estima que 359 mil hectáreas de plantaciones forestales desarrolladas 
entre 2000 y 2019 con el apoyo de subsidios forestales comerciales tienen un potencial para capturar 515 
mil tCO2e (Banco Mundial, 2021). El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el 2024, 
incluye un presupuesto de MXN 904 millones para el Desarrollo Forestal Sustentable para el Bienestar, 
significando un aumento del 5% frente al presupuesto del 2023.  

Pago por Servicios 
Ambientales

Institución responsable: Comisión Nacional Forestal (CONAFOR)

Sector al que está enfocado: forestal

Objetivo: El Programa de Pago por Servicios Ambientales (PSA) en México es una iniciativa gestionada 
por la Comisión Nacional Forestal (CONAFOR) que busca incentivar la conservación y el manejo sos-
tenible de los recursos naturales, especialmente los recursos forestales. El Pago por Servicios Ambientales 
(PSA) es un incentivo económico dirigido a las personas propietarias y legitimas poseedoras de terrenos 
forestales para la conservación activa de los ecosistemas, promueve la implementación de buenas prácticas 
de manejo y fomenta la diversificación productiva para contribuir al desarrollo sustentable y al bienestar de 
la población. Es un esquema con visión a largo plazo que presenta objetivos alineados con el enfoque de 
Adaptación basada en Ecosistemas (AbE), ya que al orientar adecuadamente las acciones en el territorio 
considerando de manera explícita las amenazas climáticas locales, representa un mecanismo alternativo 
para financiar e implementar medidas AbE, que reduzcan la vulnerabilidad de las poblaciones rurales y 
aumenten la resiliencia de los ecosistemas al cambio climático.

El programa se estableció en 2003 como una respuesta a la necesidad de equilibrar la explotación de recur-
sos forestales con su conservación. Desde su creación, el PSA ha evolucionado para adaptarse a la creciente 
demanda de participación y a las necesidades de conservación en diferentes regiones del país.

  

Programa de 
sustitución de taxis

Institución responsable: Secretaría de Movilidad de la Ciudad de México (SEMOVI)

Sector al que está enfocado: transporte público individual

Objetivo: Entre 2019 y 2023, SEMOVI ha llevado a cabo el “Programa de Sustitución de Taxi” con el 
objetivo de modernizar este medio de transporte público individual en la CDMX. El programa consiste 
en otorgar un apoyo económico de entre 75mil pesos y 200mil pesos para sustituir los vehículos que 
tienen 10 años o más de servicio, por modelos con estándares más altos de seguridad, accesibilidad y bajos 
en emisiones de contaminantes. El apoyo varía conforme al tipo de modelo a adquirir, ya sea altamente 
eficiente, híbrido o eléctrico. 

Entre 2019 y 2022, SEMOVI entregó 1,232 apoyos económicos y en 2023 esperaba brindar hasta 533 
apoyos económicos (SEMOVI, 2023).

Elaboración propia con información de (IRE, 2015), (Banco Mundial, 2021), (CONAFOR, 2015) y (SEMOVI, 2023).
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Es esencial subrayar la importancia de implemen-
tar subsidios e incentivos con objetivos sustentables 
y alineados con los objetivos climáticos estatales y 
nacionales a través de distintos esquemas, para crear 
un contexto favorable que maximice el impacto y la 
eficiencia de los instrumentos de precios al carbono 
o los sistemas de comercio de emisiones. 

La complementariedad entre los IPC y los subsidios 
o estímulos fiscales, como la Iniciativa de Reducción 
de Emisiones (IRE), los subsidios forestales comer-
ciales, el Programa de Servicios Ambientales (PSA) 
y el programa de sustitución de taxis, puede poten-
ciar la efectividad de las políticas climáticas al inte-
grar diferentes enfoques para la reducción de emi-
siones y la conservación de recursos naturales.

La IRE, centrada en la conservación y manejo sos-
tenible de los bosques, puede beneficiarse de la señal 
de precios que generan los IPC, ya que estos instru-
mentos pueden aumentar el valor económico de las 
reducciones de emisiones logradas a través de pro-
yectos forestales. Esto podría incentivar a más acto-
res a participar en la conservación de bosques, dado 
que las reducciones de emisiones podrían ser comer-
cializadas en mercados de carbono, ampliando el al-
cance y el impacto de la IRE.

Los subsidios forestales comerciales, que promue-
ven plantaciones sostenibles, podrían alinearse con 
los IPC al proporcionar un incentivo adicional para 
prácticas forestales que no solo son sostenibles, sino 
que también maximizan la captura de carbono. Esto 
podría mejorar la competitividad del sector forestal 
al tiempo que contribuye a los objetivos climáticos, 
ya que las empresas podrían beneficiarse tanto de los 
subsidios como de los ingresos derivados de la venta 
de créditos de carbono.

El PSA, que recompensa la conservación de los eco-
sistemas, podría complementarse con los IPC al 
permitir que los servicios ambientales generados, 
como la captura de carbono, se valoricen en los mer-
cados de carbono. Esto crearía un doble incentivo 
para la conservación de bosques y la biodiversidad.

Finalmente, el programa de sustitución de taxis, 
aunque enfocado en la reducción de emisiones en 
el sector transporte, podría integrarse con los IPC 
al fomentar la adquisición de vehículos eléctricos o 
altamente eficientes, cuya operación podría generar 
créditos de carbono. Esto no solo moderniza la flota 
vehicular, sino que también contribuye a la reducción 
de emisiones en línea con los objetivos de los IPC.

Adicional, muchos de los subsidios o programas de 
incentivos incorporan componentes sociales en su 
diseño, lo cual también funciona como un eje direc-
triz en el diseño de distintos instrumentos de precios 
al carbono o un sistema de comercio de emisiones. 

6.4. Sistema de Comercio de 
Emisiones en México

México estableció un plan para la implementación 
de un Sistema de Comercio de Emisiones (SCE) en 
2020 como una política clave para promover reduc-
ciones de emisiones con el menor costo posible sin 
vulnerar la competitividad de los sectores partici-
pantes frente a los mercados internacionales. Lo an-
terior se estableció de acuerdo con lo estipulado en 
la LGCC desde 2012, cuya reforma de 2018 esta-
blece la obligación de implementarlo. El Programa 
de Prueba consistió en dos fases: una fase piloto y 
una fase de transición que conducirá a una fase ope-
rativa (SEMARNAT, 2019).

El Programa de Prueba cubre las emisiones directas 
de CO2 provenientes de fuentes fijas en los secto-
res energético e industrial que emiten al menos 100 
mil tCO2 al año. Estas emisiones representan alre-
dedor del 40% de las emisiones nacionales de GEI 
y el 90% de las emisiones reportadas en el Registro 
Nacional de Emisiones (RENE) (ICAP, 2024). 

El sector energético incluye las actividades relaciona-
das con la generación, transmisión y distribución de 
electricidad, así como la extracción, producción, trans-
porte y distribución de combustibles fósiles. Por otro 
lado, el sector industrial comprende la fabricación de 
automóviles, cemento, cal, productos químicos, ali-
mentos y bebidas, vidrio, hierro y acero, metales, mi-
nería, petroquímica y papel y celulosa, entre otras. 

El sistema solo cubre las emisiones de CO2, la co-
bertura y los umbrales se podrían ampliar en fases 
futuras (SEMARNAT, 2021c). Desde la fase de 
prueba del programa, la regulación admite el uso de 
hasta diez por ciento de offsets, como mecanismos de 
flexibilidad para su cumplimiento. Los sectores que 
no están directamente regulados por el SCE mexi-
cano podrían participar indirectamente a través de 
un mecanismo de compensación (ver sección 3.3.3). 
Actualmente se están desarrollando reglas para el 
uso de compensaciones, incluida la identificación de 
actividades y proyectos elegibles (ICAP, 2023).
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Elemento de Diseño Descripción

Cobertura del SCE Cubre los sectores de generación de electricidad, industria, y el sector de petróleo y gas, asegurando la 
inclusión de principales emisores cuyas instalaciones emitan más de 100 mil tCO2 anuales.

Asignación de derechos 
de emisión

Los derechos de emisión se podrán asignar a empresas participantes de manera gratuita. La asigna-
ción durante la Fase Piloto fue de 100%, mediante el enfoque de grandfathering.

Transacciones Permite a las empresas comprar y vender derechos de emisión (DEM). 

Límite de emisiones 
(tope)

Establece un límite máximo de emisiones que disminuye gradualmente para asegurar el cumplimiento 
de los objetivos de reducción de GEI a largo plazo, principalmente en 2030.

Monitoreo, Reporte y 
Verificación (MRV)

Las empresas deben monitorear, reportar y verificar sus emisiones de acuerdo con normas establecidas 
para asegurar la precisión y transparencia de los datos. EL MRV del SCE de México está estrecha-
mente vinculado a las disposiciones del Registro Nacional de Emisiones (RENE) de México. 

Mecanismos de 
flexibilidad

Incluye créditos de compensación que permiten cumplir obligaciones mediante la compra de créditos 
de proyectos de reducción de emisiones fuera del ámbito del SCE. Estos no pueden sobrepasar el 
límite establecido de 10% sobre la obligación de entrega de DEM.

Ajustes y revisiones Contiene disposiciones para ajustes y revisiones periódicas, permitiendo al sistema adaptarse a 
cambios económicos, tecnológicos y ambientales.

Sanciones
Actualmente, las sanciones por incumplimiento no son económicas, sino que implican la cancelación 
de dos asignaciones por cada una no entregada, además de la prohibición del uso de banking24 en los 
siguientes períodos de cumplimiento.

Un SCE podría reforzar la efectividad de otras políticas ambientales al proporcionar una señal económica clara que refleja el costo de las emisiones en 
las decisiones de producción y de inversión. Al establecer un precio de mercado para las emisiones, las políticas como los subsidios para energías reno-
vables, los programas de eficiencia energética o los incentivos para la reforestación, se vuelven más atractivas económicamente. 

24	  Se refiere al mecanismo de permitir que los participantes en el mercado de emisiones guarden sus permisos de emisión no utilizados para utilizarlos 
en períodos futuros

La razón es que las empresas y actores económicos, 
enfrentados con el costo directo de emitir GEI, tie-
nen un incentivo financiero para adoptar tecnologías 
y prácticas que se impulsan por otras políticas am-
bientales. Este precio de las emisiones actúa como 
un complemento, alineando los objetivos de las po-
líticas ambientales con las fuerzas del mercado, y fa-
cilitando una transición más rápida y eficiente hacia 
una economía baja en carbono. Además, genera in-
gresos que pueden ser reinvertidos en más iniciativas 
ambientales, amplificando su impacto.

No obstante, se debe analizar cómo deberían convi-
vir los IPC con otros instrumentos de política am-
biental para asegurar que realmente coexistan y se 
complementen de manera efectiva. Estos instru-
mentos deben de estar alineados de manera adecua-
da, ya que de otra forma podrían neutralizarse mu-
tuamente o generar ineficiencias, como en el caso de 
subsidios que inadvertidamente fomenten activida-
des que no maximicen las reducciones de emisiones. 

Por tanto, es esencial que los IPC sean diseñados y 
ajustados en conjunto con otros instrumentos, te-
niendo en cuenta sus efectos cruzados, para maximi-
zar su eficacia en el logro de los objetivos ambienta-
les nacionales y globales.

6.5. Convivencia de 
los instrumentos

Actualmente, hay jurisdicciones que tienen más 
de un IPC operando de forma simultánea, tales 
como Irlanda, la provincia de Columbia Británica 
en Canadá y varios países de la Unión Europea. Sin 
embargo, es esencial considerar la convivencia entre 
los diferentes IPC para asegurar que se están cum-
pliendo los objetivos climáticos, económicos y socia-
les esperados. Las interacciones negativas incluyen 
objetivos superpuestos (ICC, 2022), por ejemplo, 
una convivencia contradictoria entre un impuesto al 
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carbono y un estímulo fiscal al consumo de combus-
tibles fósiles podría fomentar un aumento en su con-
sumo y eliminar así el impacto esperado por el im-
puesto y, por lo tanto, en la reducción de emisiones. 

Por otro lado, las interacciones positivas entre ins-
trumentos pueden generar sinergias para aumentar 
la eficiencia y complementariedad de la política cli-
mática, incrementando la ambición de mitigación. 
Por ejemplo, el impuesto al carbono puede cubrir 
sectores que no están incluidos en el SCE, asegu-
rando así que todas las emisiones estén sujetas a un 
costo. Esta cobertura más amplia ayuda a fomentar 
la reducción de emisiones en toda la economía, in-
cluso en áreas que el SCE no cubre. 

Asimismo, el impuesto al carbono puede actuar 
como un precio mínimo (o piso) para el SCE, pro-
porcionando una estabilidad al precio del SCE al 
largo plazo, asegurando que el precio nunca caiga 
por debajo de un nivel que el regulador conside-
re demasiado bajo para incentivar la reducción de 
emisiones. Durante periodos de baja actividad eco-
nómica, la demanda de derechos en un SCE puede 
disminuir, llevando a una caída en los precios y re-
duciendo el incentivo para reducir las emisiones. Al 
establecer un precio mínimo, el impuesto da certi-
dumbre durante estos periodos, ofreciendo también 
mayor certeza para las empresas al planear sus inver-
siones en tecnologías limpias en el tiempo.

En este sentido, el análisis de las sinergias entre los 
impuestos al carbono y los SCE permite entender 
cómo estas herramientas pueden complementarse 
y optimizarse para la reducción de GEI. La inte-
gración de ambos instrumentos no solo puede ser 
efectiva en términos de reducción de emisiones, sino 
que también puede lograrlo de manera más eficiente 
y con menores costos económicos (ver Capítulo 7). 

Además, una alineación de estos instrumentos pue-
de evitar el fenómeno de la “fuga de carbono”, don-
de las empresas trasladan sus operaciones a regiones 
con regulaciones menos estrictas. Al establecer tasas 
homogéneas y objetivos alineados, se puede fomen-
tar un entorno regulatorio estable y equitativo, in-
centivando a las empresas a mantener y expandir sus 
operaciones dentro del país mientras cumplen con 
las metas climáticas. A continuación, se presentan 
algunos hallazgos clave de varios estudios que anali-
zan estas interacciones.

Duscha & del Río (2017) sugieren que, aunque co-
múnmente se percibe que la convivencia entre polí-

ticas puede generar conflictos, esto no siempre es así 
cuando se amplía la discusión para incluir diferen-
tes criterios de evaluación. Añadir un instrumento 
o política a otra puede impactar un resultado, pero 
generalmente mejora otro. La coordinación ex-ante 
entre objetivos y la elección de elementos de di-
seño adecuados puede mitigar los conflictos entre 
políticas. Por ejemplo, establecer precios mínimos 
en un SCE puede prevenir precios demasiado bajos 
en caso de una alta implementación de energías re-
novables en respuesta a políticas de apoyo a la ener-
gía renovable. Esto ilustra cómo ciertos elementos 
de diseño pueden mediar impactos negativos entre 
instrumentos, sugiriendo la necesidad de una inves-
tigación continua en este ámbito.

Por su parte, Zhang et al. (2022) examinan los efec-
tos de implementar simultáneamente un sistema de 
comercio de emisiones y un impuesto al carbono 
utilizando un modelo de equilibrio general compu-
table (CGE) multi-sectorial y dinámico en China. 
Sus conclusiones indican que tanto un SCE puro 
como una política híbrida pueden reducir el con-
sumo de energía y aumentar la proporción de con-
sumo de energía renovable, lo cual ayuda a opti-
mizar la estructura de consumo energético para 
alcanzar el pico de carbono antes de 2030. La po-
lítica híbrida, que incluye un SCE e impuestos al 
carbono, puede alcanzar los picos de carbono antes 
de 2030 con menos pérdidas económicas y menores 
emisiones totales de carbono en comparación con 
un SCE puro. Esto se debe a que la política híbrida 
obliga a las industrias no cubiertas por el SCE a asu-
mir ciertas obligaciones de reducción de emisiones, 
lo que reduce la presión sobre el SCE, disminuyen-
do el precio de los derechos de emisión.

Además, Ekins (2009) demostró que existe una equiva-
lencia amplia entre un SCE, donde los derechos se subas-
tan por el gobierno, y un impuesto al carbono al precio de 
dicha subasta. La principal diferencia entre la imposición 
y el comercio radica en el ajuste precio/cantidad: un im-
puesto al carbono fija el precio y la cantidad de carbono 
emitido se ajusta, mientras que el comercio de emisio-
nes fija la cantidad y el precio de los derechos se ajusta. 
Menciona que es preferible fijar el precio a través de un 
impuesto cuando hay incertidumbre sobre la función 
de costos de abatimiento y una posibilidad de que sea 
muy sensible a montos altos del impuesto con relación 
a la reducción de emisiones mayor al óptimo; mientras 
que es preferible fijar la cantidad a través de un tope 
cuando hay incertidumbre sobre la función de daño. 
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Cuadro 6. Políticas complementarias y redundantes

Una política se define como complementaria con un impuesto federal al carbono si satisface cualquiera de los 
siguientes dos criterios:

Criterio 1: Costo efectividad. Una política es complementaria si, junto con un impuesto al carbono, permite 
reducciones de emisiones de CO2 más costo-efectivas de lo que un impuesto al carbono podría lograr por sí 
solo; es decir, si reduce los costos para la sociedad para alcanzar una meta de emisiones a largo plazo o per-
mite reducciones de emisiones mayores sin aumentar los costos sociales. Mientras que un precio al carbono 
aborda una falla del mercado que inhibe las reducciones de emisiones, las políticas que satisfacen este criterio 
generalmente abordan otras fallas del mercado. Por ejemplo, una política que subsidia la investigación y el 
desarrollo enfocados en tecnologías que reducen las emisiones comparte el objetivo final de un precio al car-
bono, pero aborda una falla del mercado diferente: la subinversión del sector privado en investigación básica 
sobre nuevas tecnologías.

Criterio 2: Objetivo separado. Una política es complementaria si reduce las emisiones de GEI y logra un ob-
jetivo de política separado (por ejemplo, reducir la contaminación del aire local) de manera más rentable de 
lo que lo haría un impuesto federal al carbono por sí solo.

En el otro extremo del espectro, una política es redundante con un impuesto federal al carbono si genera cos-
tos adicionales para la sociedad sin lograr reducciones adicionales de emisiones.

Fuente: Tomado de Gundlach et al. (2019).

Gundlach et al. (2019) proponen un marco para evaluar 
las interacciones políticas, definiendo las políticas como 
complementarias o redundantes en relación con un im-
puesto federal al carbono. Una política es complementaria 
si permite reducciones más rentables de las emisiones de 
CO2 o si logra un objetivo separado de manera más ren-
table que un impuesto al carbono por sí solo. En contraste, 
una política es redundante si genera costos adicionales sin 
lograr reducciones adicionales de emisiones. En la prácti-
ca, la mayoría de las políticas no caen claramente en nin-
guna categoría, sino que existen en un espectro entre am-
bas. Este marco analítico puede ser de ayuda al momento 
de evaluar la convivencia entre IPC (ver Cuadro 6).

En síntesis, las sinergias entre impuestos al carbo-
no y SCE pueden ser aprovechadas para lograr una 
reducción más eficiente y efectiva de las emisiones 
de GEI. La implementación coordinada y el dise-
ño adecuado de estos instrumentos pueden miti-
gar conflictos y maximizar beneficios, asegurando 
que las políticas climáticas sean tanto eficaces como 
costo-efectivas. Estos hallazgos subrayan la impor-
tancia de una planificación cuidadosa y una coor-
dinación en el diseño de instrumentos de precio al 
carbono para alcanzar los objetivos de reducción de 
emisiones de manera óptima. El Capítulo 7 sobre 
las experiencias internacionales recoge algunos de 

los ejemplos de cómo es la convivencia entre ambos 
instrumentos y cuáles han sido los resultados de su 
implementación simultánea.

Convivencia de los impuestos al carbono y el SCE 
en México 

Los instrumentos fiscales, financieros y de mercado 
en México conviven de diversas maneras, pudiendo 
afectar o aumentar la eficiencia y efectividad de las 
políticas ambientales y de reducción de emisiones. 
Esta convivencia puede ser complementaria, com-
pensatoria o superpuesta, y cada una tiene implica-
ciones distintas en la consecución de los objetivos 
ambientales del país.

Por ejemplo, algunos instrumentos generan sinergias 
entre sí; por ejemplo, el subsidio al transporte públi-
co refuerza el objetivo del impuesto especial sobre 
combustibles, incentivando el uso de transporte me-
nos intensivo en emisiones (SEMARNAT, 2021c).

En cuanto a los instrumentos compensatorios, exis-
ten casos donde una política puede limitar el impac-
to de otra. Un ejemplo es el estímulo fiscal al im-
puesto especial sobre combustibles puede disminuir 
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su efectividad al reducir los precios y fomentar el 
consumo (SEMARNAT, 2021c).

Como se analizó en la sección anterior, la conviven-
cia entre los diferentes instrumentos fiscales, finan-
cieros y de mercado en México es compleja y multi-
facética. Una cuidadosa planificación y coordinación 
son esenciales para maximizar los beneficios y mini-
mizar los conflictos entre estas políticas, asegurando 
así una gestión ambiental eficiente y efectiva.

En el país, la coexistencia de diversos instrumentos 
puede generar sinergias que potencien los resultados 

25	  En inglés se refiere al “floor price”, es decir un precio mínimo del cual no puede bajarse.

de la política climática. Por ejemplo, un impuesto 
al carbono puede funcionar como un precio míni-
mo para las emisiones, 25 proporcionando un piso 
del cual el precio del carbono no puede disminuir, 
lo cual complementa el funcionamiento del SCE en 
la asignación de derechos de emisión asegurando la 
efectividad en la reducción de emisiones. Esta com-
plementariedad puede facilitar la planificación a lar-
go plazo para las empresas, incentivándolas a inver-
tir en tecnologías limpias y a mejorar su eficiencia 
energética (ver Tabla 9). 

Tabla 11. Posibles efectos generales de convivencia entre SCE e impuesto al carbono 

Aspecto SCE SCE e Impuesto al carbono

Costo de cumplimiento

La industria tiene la flexibilidad de comprar 
o vender derechos de emisión según sus 
necesidades, lo que les permite ajustar 
sus operaciones y costos en función de la 
disponibilidad y precio de los derechos en el 
mercado

En el estado que también tiene un impuesto al 
carbono, la industria enfrenta un costo adicional fijo 
por cada tonelada de CO₂ emitida, además del costo 
de participar en el SCE. Esto podría elevar el costo 
de cumplimiento, haciendo más caro emitir GEI.

Competitividad

Menor impacto en costos operativos, 
manteniendo la competitividad nacional. Sin 
embargo, podría tener mayores costos para 
acceder a mercados como el de la UE en el 
marco del CBAM.

La industria podría enfrentar mayores costos opera-
tivos en comparación con la industria en el país con 
solo un SCE. Esto puede afectar su competitividad a 
nivel nacional, pero acceder a otros mercados a menor 
costo, por ejemplo, en el marco del CBAM.

Incentivos para reducción 
de emisiones

Incentivo moderado para reducir emisiones, 
dependiendo del precio de los derechos.

Las empresas en este estado tendrían un incentivo 
más fuerte para invertir en tecnologías limpias y efi-
ciencia energética para minimizar tanto el impuesto 
al carbono como la necesidad de comprar derechos de 
emisión.

Distorsiones de mercado

Riesgo menor de distorsiones si el SCE está 
bien diseñado, pero también el riesgo de 
menor eficacia de reducción de emisiones.

Si el impuesto al carbono es demasiado alto o mal 
diseñado, podría desincentivar la participación en el 
SCE o hacer que el precio de los derechos de emisión 
sea menos relevante

Fuente: elaboración propia

Sin embargo, la falta de coordinación entre estos 
instrumentos puede dar lugar a duplicidades, in-
eficiencias y hasta conflictos en la implementación. 
Diferentes tasas de impuestos al carbono y criterios 
de regulación entre estados pueden provocar distor-
siones en el mercado, afectando la competitividad y 
la efectividad de las políticas ambientales. Por ello, 

es esencial establecer esfuerzos de colaboración en-
tre los distintos niveles de gobierno y entidades, tan-
to federal como subnacional, para alinear objetivos y 
establecer tasas homogéneas. Los esfuerzos de ar-
monización en las políticas de precio al carbono po-
drían impulsar que las señales de precio sean claras 
y consistentes, lo cual es vital para que los actores 
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económicos tomen decisiones informadas y alinea-
das con los objetivos de reducción de GEI.

Por otra parte, un SCE podría no ser tan efectivo 
ni eficiente cuando la cantidad de sujetos obligados 
es reducida, lo cual podría ser la razón por la cual 
se observa un aumento en las colaboraciones o vin-
culaciones entre SCE de distintas jurisdicciones. Lo 
anterior se debe a que, con un número limitado de 
participantes, la liquidez del mercado puede ser baja, 
lo que dificulta la determinación de un precio estable 
y eficiente para las emisiones de carbono. Esto pue-
de llevar a fluctuaciones de precios significativas o 
incluso a la manipulación del mercado por parte de 
los actores dominantes. Además, un SCE con pocos 
sujetos obligados puede no capturar una parte signi-
ficativa de las emisiones totales dentro de una econo-
mía, limitando así su capacidad para lograr reduccio-
nes significativas y coste-efectivas de las emisiones. 
Por último, la falta de participantes suficientes puede 
resultar en una distribución desigual de costos en-
tre pocos sujetos obligados, lo que podría generar re-

26	  En Estados Unidos se ha empezado a discutir la necesidad de contar con esquemas similares al CBAM. Ver https://www.wri.org/
update/4-us-congress-bills-related-carbon-border-adjustments-2023

sistencia y presión política para ajustar el diseño del 
SCE o incluso debilitar su estructura regulatoria.

También es importante mencionar que los IPC fa-
cilitarían negociaciones y relaciones comerciales 
con la UE, u otras economías como la de Estados 
Unidos26, que exige estándares ambientales altos. Al 
mostrar que México ya tiene mecanismos efectivos 
para reducir las emisiones y que existen instrumen-
tos por el cual hay un pago por las emisiones. En 
este sentido, los IPC en México pueden generar da-
tos valiosos y verificados sobre las emisiones de car-
bono de las industrias mexicanas. 

Es así como resulta clave analizar y coordinar la con-
vivencia de los instrumentos de precio al carbono en 
México para asegurar una política climática eficaz y 
eficiente. Los esfuerzos de colaboración entre los di-
ferentes niveles de gobierno son necesarios para ali-
near objetivos y establecer tasas homogéneas, lo que 
facilitará la implementación, mejorará la competiti-
vidad y maximizará las sinergias entre los distintos 
instrumentos de precio al carbono.
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7.	 Ejemplos de experiencias 
internacionales con distintos IPC 

Si bien existen 75 SCE e impuestos al carbono a 
nivel global (WB, 2024), son pocas las jurisdiccio-
nes como Canadá, la Unión Europea y México que 
tienen diversos IPC operando de manera simultá-
nea. Cada una de estas jurisdicciones es distinta y, 
por lo tanto, el objetivo, el diseño y la convivencia 
de los IPC dependen de diversos factores, como, por 
ejemplo: i) las atribuciones jurídicas entre distintos 
niveles de gobierno al implementar políticas y regu-
laciones, ii) el aumento en la ambición climática, iii) 
el aumento en la recaudación fiscal, o iv) el asegu-
rar una coordinación de políticas climáticas a nivel 
país. Esta sección presenta tres casos de estudio que 
ilustran diferentes esquemas, objetivos, retos y bene-
ficios de implementar más de un IPC en una juris-
dicción con lecciones aprendidas que pudieran ser 
útiles para México.  

7.1. Impuesto al carbono 
en Irlanda y su 
convivencia con el SCE UE

Irlanda implementó un impuesto al carbono en el 2009 
aun siendo ya participante del SCE de la UE desde el 
2005. El objetivo del impuesto es incentivar la reducción 
de carbono en sectores como el residencial, comercial, y 
transporte que no están cubiertos por el SCE de la UE. 

El impuesto se estableció inicialmente con una tasa de 
EUR 15/tCO2 (USD 16.3) e incrementó únicamente 
EUR 5 (USD 5.45) entre el 2010 y el 2020. A partir de 
2021, el impuesto se fijó en EUR 33.50/tCO2 (USD 36), 
en 2023 en EUR 50/tCO2 (USD 54.6) y el gobierno ir-
landés planea aumentos anuales hasta alcanzar los EUR 
100/tCO2 (USD 109.3) para 2030, un precio más alinea-
do con el SCE de la UE. El impuesto fue implementa-
do de manera gradual, iniciando con gasolina y diésel en 
2009, keroseno, gas L.P., gas natural en 2010, y carbón en 
el 2013 y cubriendo únicamente emisiones de CO2. Para 
facilitar la administración del instrumento, el impuesto 
se regula ‘aguas arriba´, es decir al punto de producción, 
venta o importación (Oireachtas, 2024).
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Figura 8.Experiencias internacionales con distintos IPC Irlanda
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sujetas al SCE UE
USD 52,79/tC02e hasta alcanzar USD 100/tC02e en 2030

Columbia Británica
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Sí, alineado al protocolo federal pero más ambicioso pues su uso para el cumplimiento está 
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Sí (solo aplica una regulación, la nacional o provincial)
USD 48.15/tC02 para alcanzar USD 125/tC02en el 2030
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La razón principal para aumentar el precio fue que, 
a partir de una proyección de las emisiones de GEI 
basada en datos históricos, Irlanda únicamente al-
canzaría una reducción de GEI del 29% en el 2030, 
muy por debajo de la meta comprometida bajo el 
Acuerdo de Paris del 51% acordado a nivel de la 
UE y establecido en su Ley de Cambio Climático 
(Oireachtas, 2024). En este sentido, el gobierno ha 
realizado estimaciones sobre el precio potencial para 
después del 2030, basado en el costo marginal de 
reducción de emisiones para reducir las emisiones 
de GEI a los niveles deseados (Expenditure, 2024).

Otro elemento que brindó apoyo político al in-
cremento de precios fue el rol de la Asamblea de 
Ciudadanos – un órgano democrático de delibera-
ción compuesto por 99 ciudadanos elegidos al azar 
que debaten y formulan recomendaciones sobre po-
líticas complejas que requieren un amplio consenso 
social. Usualmente el gobierno determina los temas 
a discutir. Los miembros reciben información de di-
versas fuentes como informes, estudios y presenta-
ciones de expertos en el tema y se reúnen durante 
varios fines de semana para emitir una evaluación 
informada. El gobierno irlandés suele responder 
formalmente a los informes de la Asamblea, indi-
cando cómo piensa abordar las recomendaciones.27 
Al debatir sobre el rol del impuesto al carbono, la 
asamblea argumentó que el 80% de los participan-
tes estaban dispuestos a pagar hasta EUR 30/tCO₂ 
(USD 33.50), con incrementos a lo largo del tiem-
po hasta alcanzar los EUR 80/tCO2 (USD 89.4) en 
2030 con el objetivo de descarbonizar la economía 
e hicieron hincapié en que los ingresos deberían de 
utilizarse para apoyar la acción climática y proteger 
a los grupos vulnerables (Assembly, 2018).

Debido a que el impuesto se planeó como una po-
lítica complementaria al SCE de la UE, el gobierno 
diseñó un esquema para evitar que aquellos sectores 

27	  Aunque el gobierno no está legalmente obligado a implementar las recomendaciones, existe una fuerte expectativa política y pública de que se 
considerarán seriamente las conclusiones de la Asamblea. Las recomendaciones de la Asamblea han conducido directamente a cambios políticos 
significativos. Por ejemplo, sus recomendaciones fueron cruciales en la decisión de celebrar referendos sobre el matrimonio entre personas del mis-
mo sexo en 2015 y la derogación de la Octava Enmienda (que restringe el aborto) en 2018. Ambos referendos dieron lugar a cambios legislati-
vos sustanciales.

28	  Ejemplos incluyen al Programa Verde y de Bajas Emisiones en el sector agrícola que ofrece pagos a los agricultores que se comprometan a llevar 
a cabo un plan de bajas emisiones, que aumente la biodiversidad y proteja la calidad del agua o incentivos por generar electricidad a base de ener-
gías renovables. 

que ya están cubiertos por el SCE también paguen 
por el impuesto. Bajo este esquema, el gobierno con-
cede exenciones a algunos combustibles fósiles des-
tinados al uso en la generación de electricidad y en 
los procesos industriales, instalaciones sujetas bajo 
el SCE de la UE (Finance, 2015). También existen 
ciertas exenciones fiscales para el uso de diésel por 
el sector agrícola para proteger a productores vul-
nerables y a comunidades rurales que podrían ver-
se altamente afectadas por el impuesto (Finance, 
2015). Sin embargo, el gobierno reconoce que esta 
exención podría incentivar aún más el consumo de 
este combustible y para balancear un posible impac-
to negativo, brinda incentivos al implementar otras 
prácticas sustentables en el sector agrícola.28 

Desde la introducción del impuesto en el 2010 y ha-
cia finales del 2023, el gobierno ha generado ingresos 
por EUR 5.3 mil millones (USD 5.8 mil millones) 
y estima que, hasta antes del incremento, reducía 
0.3 MtCO2 por año (Oireachtas, 2024). Los ingre-
sos generados por el impuesto están etiquetados y 
son utilizados para planes de apoyo que ayudan a 
mitigar el impacto económico del precio al carbono 
en hogares vulnerables y pequeñas empresas que de-
penden de los combustibles fósiles. También se uti-
lizan para invertir en eficiencia energética, energías 
renovables y prácticas agrícolas sustentables.  

A pesar de sus beneficios, el impuesto sobre el carbo-
no ha enfrentado críticas y desafíos, como el impac-
to en los costos que podría tener sobre las industrias 
reguladas, la preocupación por la competitividad de 
las industrias, y la efectividad a largo plazo para re-
ducir emisiones. Sin embargo, el gobierno está com-
prometido a seguir incrementando el impuesto al 
carbono como parte de su plan de acción climática 
alineado con las metas de su NDC a nivel nacio-
nal y de la UE. 
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7.2. Distintos IPC a nivel 
nacional y provincial en 
Canadá: el ejemplo de 
Columbia Británica 

Canadá presenta un esquema basado en la coordi-
nación nacional-subnacional que brinda flexibilidad 
a las diferentes provincias de elegir su propio IPC 
siempre y cuando cumplan con criterios naciona-
les. Esto significa que no hay superposición de ins-
trumentos, pero si alineación en ciertos parámetros 
básicos. Si bien algunas provincias en Canadá ya 
tenían un IPC, el gobierno federal decretó que, a 
partir del 2019, todas debían tener uno (Gobierno 
de Canadá, 2018). 

Bajo esta regulación, el gobierno federal establece 
estándares nacionales mínimos (también llamados 
puntos de referencia, o benchmarks federales), que to-
dos los IPC deben cumplir para garantizar que son 
comparables y eficaces a la hora de reducir emisiones 
de GEI. Si una provincia o territorio decide no poner 
un IPC o propone un esquema que no cumple esas 
normas, se aplica el sistema federal por default, ga-
rantizando la coherencia y la equidad a nivel nacional 
(Canada, 2024). El sistema federal cubre todos los 
GEI: CO2, CH4, N2O, SF6, HFCs, PFCs. 

Del mismo modo, las provincias y los territorios 
pueden desarrollar sus propios mecanismos de com-
pensación como mecanismo de flexibilidad para el 
cumplimiento de las obligaciones a nivel provincia 
siempre que cumplan con los requisitos mínimos del 
protocolo federal de compensación de GEI y, por 
lo tanto, sólo cubran sectores no regulados por un 
IPC, entre otros criterios (ICAP, Emissions Trading 
Worldwide: Status Report 2024., 2024)

El IPC a nivel federal

El sistema federal canadiense consta de dos partes: 

	- Un impuesto al carbono sobre 21 tipos 
de combustibles fósiles producido, com-
prado o importado,

	- Un esquema basado en el rendimiento (es decir, 
emisiones de GEI/unidad de producción) para 
las instalaciones industriales que emiten un míni-
mo de 50,000/tCO2e por año y se dedican a acti-
vidades específicas en sectores intensivos en emi-
siones y expuestos al comercio, conocido como 
Sistema de Precios Basado en la Producción 

(OBPS, por sus siglas en inglés). Además, las 
instalaciones industriales que emitan más de 
10,000 tCO2e al año pueden presentar su soli-
citud y participar de forma voluntaria (Canada, 
2024). Las instalaciones tienen un límite en fun-
ción de su rendimiento y deben compensar las 
emisiones que superen ese límite. A los que que-
dan por debajo del límite se les conceden créditos 
(o unidades de cumplimiento) que pueden ven-
der o guardar para utilizarlos más adelante. Las 
instalaciones tienen tres opciones para cumplir: 
1) entregando los créditos sobrantes comprados 
a otras instalaciones o retenidos de periodos an-
teriores; 2) pagando el precio del carbono; o 3) 
entregando créditos de carbono provenientes de 
mecanismos de compensación (ICAP, 2024). Por 
lo menos el 25% de la compensación debe ser a 
través de pagar el precio al carbono. 

En una provincia pueden aplicarse una o ambas 
partes. En diciembre de 2023, el gobierno anun-
ció que está desarrollando un SCE para el sector 
del petróleo y el gas con el fin de apoyar sus metas 
de emisiones netas cero (ICAP, Emissions Trading 
Worldwide: Status Report 2024., 2024).

La coordinación entre el impuesto al carbono, el 
OBPS y los instrumentos a nivel provincia también 
aplica para el nivel de precios. El precio al carbo-
no inició en CAN 20/tCO2e (USD 14.61) en 2019, 
aumentando hasta CAN 80/tCO2e (USD 58.43) 
en 2024, y manteniendo un aumento de CAN 15 
(USD 10.95) por año hasta alcanzar los CAN 170 
(USD 124) en 2030 (Canada, 2024).

El uso de los ingresos es utilizado en inversiones 
para alcanzar objetivos de desarrollo, como educa-
ción y la salud, en innovación de tecnologías bajas 
en emisiones de carbono y en el presupuesto fede-
ral, incluida la reducción de deuda pública. Para las 
provincias que optan voluntariamente por el siste-
ma federal, todos los ingresos se devuelven directa-
mente a la jurisdicción de origen para que los utilice 
según sus necesidades. Las provincias que diseñan 
su propio IPC tienen la flexibilidad de etiquetar 
esos recursos. 

Un esquema híbrido: el caso de Columbia 
Británica (CB) 

CB fue pionera en el país al implementar un im-
puesto al carbono desde 2008. El impuesto se apli-
ca a la compra y uso de combustibles fósiles y cubre 
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aproximadamente el 80% de las emisiones de GEI 
de CB (Columbia, 2024). Sin embargo, a partir de 
2024, CB decidió alinear una parte de su esquema 
con el esquema federal: el OBPS sustituyó al im-
puesto en el sector industrial. El transitar al OBPS 
busca aumentar la ambición climática y alinearse 
con el precio establecido a nivel nacional (Canada, 
2024). Esto implica que CB cuente con un esquema 
híbrido incluso a nivel provincia. Para evitar doble 
regulación por uso de combustibles fósiles (regula-
dos por el impuesto), se creó un mecanismo para 
la exención del pago cuando las industrias se regis-
tran al OBPS o hace una devolución a las que ya 
están inscritas. 

En términos de cumplimiento, el OBPS de CB es 
más ambicioso que el OBPS a nivel federal, pues 
el uso de unidades de cumplimiento (créditos de 
otras industrias o créditos de compensación) están 
más limitados. En 2024, un máximo del 50% de la 
compensación puede satisfacerse con unidades de 
cumplimiento, reduciéndose al 40% en 2025 y en 
el 30% del 2026 al 2030 (ICAP, Emissions Trading 
Worldwide: Status Report 2024., 2024).

Los recursos recaudados son destinados hacia accio-
nes de mitigación y adaptación en la provincia y una 
parte considerable es dirigida a apoyar el desarrollo, 
innovación e implementación de proyectos que re-
ducen emisiones en operaciones industriales. 

Si bien algunos sectores han expresado preocupa-
ciones sobre los costos adicionales que enfrentan 
las empresas y los consumidores, el caso de Canadá 
presenta un ejemplo de cómo una jurisdicción ha 
abordado la implementación de IPC basados en la 
coordinación nacional-subnacional, pero brindando 
la suficiente flexibilidad para adaptarse a las necesi-
dades y circunstancias específicas de cada provincia. 

7.3. Impuesto al carbono en 
Países Bajos y su convivencia 
con el SCE de la UE

Países Bajos presenta un caso distinto a las jurisdic-
ciones anteriores, pues adicional al SCE de la UE, 
ha implementado un impuesto al carbono a partir 
del 2021. El objetivo es reforzar la señal de precio al 

29	  Estos niveles de referencia reflejan la eficiencia del carbono en tCO2e/unidad de producto, basándose en la media determinada por el 10% de las 
plantas europeas más eficientes.

carbono sobre sectores ya regulados bajo el SCE y 
cubrir sectores no regulados. Es decir, busca de ma-
nera activa una doble regulación sobre sectores espe-
cíficos. La motivación principal es que el sector in-
dustrial en Países Bajos emite, en promedio, más que 
el promedio de la UE y, por ende, se ha considerado 
necesario un mayor precio al carbono para alcan-
zar las metas climáticas (Sleven, 2020). Así también, 
Países Bajos busca una transformación industrial en 
clústeres regionales en donde las industrias sean de 
las mejores en Europa en términos de rendimiento y 
eficiencia de carbono (Netherlands, 2019). 

El impuesto actúa como un precio piso del SCE 
UE. En el 2021, empezó en EUR 30/tCO2 (USD 
32.79) con incrementos anuales de EUR 10.56/
tCO2 (USD 11.54) hasta alcanzar los EUR 125/ 
tCO2 (USD 136.64) en el 2030considerando el pre-
cio del SCE UE. Es decir, si el precio del SCE UE 
es de EUR 100/ tCO2, en el 2030, el impuesto será 
por la cantidad restante. El gobierno evaluará cada 
cinco años (al igual que es revisado el SCE UE) si 
el nivel del impuesto sigue estando alineado con 
el precio necesario para cumplir con las reduccio-
nes en función de los avances y precio del SCE UE 
(Netherlands, 2019).   

Bajo este esquema, el SCE UE, a través del nivel de 
referencia (o benchmark)29 por producto, proporcio-
na la base para la aplicación del impuesto. Las insta-
laciones industriales tendrán que pagar el impuesto 
si sus emisiones superan su benchmark basado en los 
valores de SCE UE adicional a la compra de per-
misos de emisión para cumplir con sus obligaciones 
bajo el SCE UE (Netherlands, 2019). Las emisio-
nes inferiores al valor de referencia están exentas y 
se les asignan derechos de exención. Las instalaciones 
pueden intercambiar derechos de exención durante 
el año anterior al cumplimiento. También pueden 
utilizar el excedente de derechos de exención para 
compensar la falta de cumplimiento en el pasado y 
obtener así la devolución del impuesto pagado an-
teriormente (hasta cinco años antes) (WB, 2021). 
Estos derechos también son distribuidos a indus-
trias con alto riesgo de fuga de carbono.

Si bien, la intención de las autoridades en Países 
Bajos era iniciar un impuesto con precios más altos 
y cubriendo a todas las instalaciones independien-
temente de riesgos de fuga de carbono, la coordina-
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ción con los sectores consiguió que únicamente se 
aplicara el impuesto a las emisiones que quedan por 
arriba del nivel de referencia y que el precio empe-
zara de un nivel más bajo. La implementación del 
impuesto tuvo lugar, además, durante la crisis del 
COVID-19, lo que implicó un contexto económico 
y político menos favorable para el instrumento. 

Aunque el impuesto es implementado a nivel esta-
tal, la Autoridad de Emisiones de Países Bajos (la 
institución que gestiona todas las cuestiones de las 
instalaciones reguladas bajo el SCE UE en Países 
Bajos), es la organización responsable de recolec-
tar el impuesto en lugar de las autoridades fisca-
les, pues ya hay conocimiento previo y esquemas de 
MRV existentes, reduciendo así los costos de tran-
sacción del gobierno. 

Antes de implementar el impuesto, el gobierno hizo 
evaluaciones sobre distintas opciones de políticas 
que podrían complementar al SCE de la UE como, 
por ejemplo, subsidios por la mitigación de emisio-
nes a tecnologías específicas o políticas enfocadas a 
desarrollar nuevas tecnologías como el hidrógeno. 
Sin embargo, el gobierno consideró que este im-
puesto sería suficiente para alcanzar sus metas esta-
blecidas en la NDC en el 2030 (Netherlands, 2019).

Aunque el diseño del impuesto está alineado con el 
SCE de la UE, existen las siguientes diferencias:

•	 El impuesto está regulado bajo su propio 
marco normativo, al igual que las sanciones 
(e.g., más similar a los impuestos de recau-
dación fiscal). Esto tiene impacto sobre los 
diferentes procesos de cumplimiento de las 
industrias. Sin embargo, el gobierno consi-
dera que la carga administrativa es mínima, 
pues la mayoría de las instalaciones regula-
das están acostumbrados a los procesos de 
participación y cumplimiento del SCE. 

•	 Los derechos de exención son calculados ex-
post, es decir no sobre estimaciones a partir 
de datos históricos como el SCE UE. 

•	 El impuesto dará más derechos de exención 
por implementar métodos de captura y al-
macenamiento de carbono (CCS, por sus 
siglas en inglés), para incentivar el desarro-
llo de estas tecnologías que no consideradas 
aún dentro del SCE UE. 

7.4. Resumen sobre elementos de 
diseño en otras jurisdicciones 

Las Tablas 11 y 12 presentan un resumen de los di-
ferentes elementos de diseño de cada IPC en la UE 
y Canadá y cómo conviven entre ellos. 

Tabla 12. Elementos de diseño de los impuestos al carbono en Irlanda y Países Bajos y su 
convivencia con el SCE UE 

Cobertura  
(gases) Sectores

Créditos de 
compensación 

(mecanismo 
de flexibilidad)

Alineación de 
instrumentos y 

metas de cambio 
climático

Mecanismo 
para evitar doble 

regulación

Precio al carbono  
(USD/tCO2e)

SCE UE

CO2, HFCs, 
N2O, PFCs, 
SF6

Electricidad, 
industria, 
sector 
marítimo y 
aviación

No hay - - USD 90 tCO2e

Impuesto  
al carbono  
en Irlanda

CO₂ Residencial, 
comercial y 
transporte.

No hay Sí, alineación en 
la NDC. El IPC 
complementa al 
SCE UE

Sí, el gobierno 
concede exenciones 
a algunos combus-
tibles fósiles usados 
por, instalaciones 
sujetas al SCE UE 

USD 52,79/tCO2e 
hasta alcanzar USD 
100/tCO2e en 2030
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Cobertura  
(gases) Sectores

Créditos de 
compensación 

(mecanismo 
de flexibilidad)

Alineación de 
instrumentos y 

metas de cambio 
climático

Mecanismo 
para evitar doble 

regulación

Precio al carbono  
(USD/tCO2e)

Impuesto  
al carbono  
en Países  
Bajos

CO2, HFCs, 
N2O, PFCs, 
SF6

Electricidad, 
industria y 
residuos

No hay Sí, alineación en la 
NDC. El IPC es 
adicional al SCE 
UE

Consideraciones 
para sectores en los 
que no se busca una 
doble regulación  

USD 35/tCO2e hasta 
alcanzar los USD/
tCO2e en el 2030.

Fuente: elaboración propia basada en (ICAP, 2024), (Netherlands, 2019), y (Oireachtas, 2024).

Tabla 13. Elementos de diseño de IPC en Canadá y el caso de Columbia Británica 

Cobertura  
(gases) Sectores

Créditos de 
compensación 

(mecanismo 
de flexibilidad)

Alineación de 
instrumentos y 

metas de cambio 
climático

Mecanismo 
para evitar doble 

regulación

Precio al carbono  
(USD/tCO2e)

Canada -  
Sistema  
Nacional

CO2, CH4, 
N2O, SF6, 
HFCs, PFCs

Industria, 
electricidad

Sí, sistema de 
créditos bajo 
protocolo federal

USD 48.15/tCO2 
para alcanzar USD 
125/tCO2 en el 2030

Columbia  
Británica

CO2, CH4, 
N2O, HFCs, 
SF6, PFCs

Industria 
(OBPS), uso/
producción 
de combus-
tibles fósiles 
(impuesto)

Sí, alineado al 
protocolo federal 
pero más ambi-
cioso pues su uso 
para el cumpli-
miento está más 
limitado

Sí, cada provincial 
debe cumplir con la 
referencia nacional

Sí (solo aplica 
una regulación, 
la nacional o 
provincial)

USD 48.15/tCO2 
para alcanzar USD 
125/tCO2 en el 2030

Fuente: elaboración propia basada en (ICAP, 2024), (Gobierno de Canadá, 2018), and (Columbia, 2024).

Estas jurisdicciones tienen más de una década de 
experiencia en la implementación de IPC. De esta 
manera, hay diferentes lecciones aprendidas que vale 
la pena considerar al analizar la convivencia de dos o 
más IPC en una misma jurisdicción:  

	- Es relevante planear y tener claridad sobre cómo 
van a convivir los diferentes IPC implementa-
dos de forma simultánea en una jurisdicción. Los 
IPC estudiados (Irlanda, Países Bajos y Columbia 
Británica), llevaron un proceso de planeación o te-
nían clara la convivencia que habría con el IPC 
existente en la jurisdicción. Los países europeos 
conceptualizaron su instrumento ex – ante como 
un complemento o adición al SCE UE ya exis-
tente. En cambio, CB ya tenía implementado su 
IPC desde años atrás y se alineó al IPC nacional 
posteriormente. En el caso de Canadá, el gobierno 

a nivel federal logró implementar una regulación 
federal a pesar de que diversas provincias ya esta-
ban avanzadas en la implementación de su IPC. 

	- El implementar dos o más IPC de manera si-
multánea, pero puestos en marcha en distintos 
momentos en el tiempo, requiere de mecanis-
mos legales, de cooperación y flexibilidad entre 
distintos niveles de gobierno. Un ejemplo es el 
IPC en Canadá a nivel federal que fue implemen-
tado cuando ya varias provincias tenían su propio 
IPC. Para que esto funcionara, el gobierno federal 
publicó un marco en donde dictaminaba que todas 
las provincias debían contribuir y alinearse con las 
metas del Acuerdo de Paris y promulgó la Ley de 
Fijación de Precios de la Contaminación por GEI, 
la base legal para el IPC. En esta Ley, el gobier-
no dio la flexibilidad a que las provincias pudieran 
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elegir el mecanismo, siempre y cuando cumplieran 
con los criterios mínimos federales. Esta flexibili-
dad fue clave para incentivar a las provincias, res-
petando su autonomía al mismo tiempo que ga-
rantizaba un esfuerzo nacional unificado. Si bien 
provincias como Saskatchewan y Ontario impug-
naron ante los tribunales alegando que esta ley 
vulneraba sus competencias, el Tribunal Supremo 
de Canadá dictaminó que el sistema federal de 
IPC era constitucional pues el cambio climático 
es un asunto de interés nacional.

	- La alineación en metas de cambio climático en-
tre distintos niveles de gobierno facilita la ali-
neación en los IPC y la señal de precio. Un ele-
mento clave que ha facilitado la coordinación 
entre instrumentos es que estas jurisdicciones 
tienen una misma meta de reducción de emisio-
nes en el corto, mediano y largo plazo, incluida la 
NDC. Estas metas están reflejadas en cada uno de 
los marcos regulatorios a nivel nacional y subna-
cional. El mayor incentivo de un IPC adicional en 
todos los casos ha sido aumentar la ambición cli-
mática pues ninguna de estas jurisdicciones estaba 
en línea para cumplir sus metas. Esta alineación 
con la ambición climática también incentiva una 
alineación del precio al carbono. 

	- Tener claridad sobre el ámbito de aplicación en 
los distintos IPC es clave para tener resultados 
de mitigación óptimos. Todos los esquemas exis-
tentes tienen claridad sobre los sectores y los gases 
cubiertos y los casos en donde se daría o no una 
doble regulación. También han diseñado mecanis-
mos adicionales para evitar una doble regulación 
cuando aplique el caso. Las razones por las cuales 
las jurisdicciones regulan a distintos ámbitos de 
aplicación o implementan IPC distintos (ej. im-
puesto o SCE) obedecen a varios factores como 
el buscar un aumento en la ambición climática (ej. 
cubriendo sectores o gases no regulados o aplican-
do una doble regulación sobre un mismo sector o 
gas) o como la eficiencia administrativa al aplicar 
un SCE o un impuesto a sectores específicos (por 
ejemplo, es mucho más efectivo regular al sector 
transporte ‘aguas arriba’ a través de un impues-
to al carbono).  

	- Una doble regulación puede ser útil cuando se 
busca aumentar la ambición o el precio de uno 
de los IPC con el objetivo de incentivar la miti-
gación deseada. El caso de Países Bajos comprue-
ba que la implementación de un IPC adicional 
podría ser la vía más eficiente de reducir emisio-
nes adicionales (sería muy complicado para Países 

Bajos modificar el diseño del SCE de la UE para 
atender su contexto particular). A pesar de que 
los sectores regulados argumentan que una doble 
regulación es altamente costosa, estos esquemas 
han incluido, i) mecanismos de flexibilidad para 
disminuir costos, como el uso de mecanismos de 
compensación y ii) programas gubernamentales y 
subsidios que apoyan la innovación y desarrollo de 
nuevas tecnologías. Tampoco hay evidencia em-
pírica de mayores costos administrativos para los 
gobiernos, siempre y cuando se haga de manera 
coordinada. Por ejemplo, el hecho de que Países 
Bajos haya decidido que la misma institución que 
coordina el SCE UE en el país, coordine el im-
puesto al carbono busca aumentar la eficiencia ad-
ministrativa. Así también, el utilizar metodologías 
y sistemas de MRV similares facilita el proceso 
para sectores regulados.

	- El uso de ingresos en fines climáticos aumenta 
la aceptación de un IPC adicional. Los ingresos 
que reciben los gobiernos por la implementación 
de IPC adicionales han sido etiquetados para fines 
ambientales, climáticos y sociales, lo cual ha dado 
apoyo político y una mejor aceptación de los sec-
tores regulados. 

	- Incentivar la participación de diversos actores 
al diseñar un IPC adicional puede brindar apo-
yo político. Hay evidencia positiva de aumentar 
la participación de diversos actores (sociedad civil, 
ONG, actores regulados) en el diseño de un IPC 
adicional. Por ejemplo, tanto en Países Bajos como 
en Irlanda el apoyo de la sociedad civil fue clave 
para lidiar con la presión del sector industrial. 

	- El uso de modelos económicos y energéticos 
ayudan a estimar impactos en la reducción de 
emisiones GEI de los IPC en combinación con 
otras políticas complementarias. Todas las juris-
dicciones realizaron (y actualizan periódicamente) 
ejercicios de modelación cuantitativa energética y 
económica sobre los posibles impactos en la re-
ducción de emisiones de los IPC. Sin embargo, es 
importante subrayar que todas estas jurisdicciones 
ven a los precios al carbono como un instrumento 
complementario dentro de un portafolio de polí-
ticas, lo cual siempre debe ser considerado al llevar 
a cabo dichos análisis. Esto también aplica al rea-
lizar evaluaciones respecto a la reducción de emi-
siones observadas por los IPC.

	- El alinear ciertos elementos de diseño de los 
IPC, garantiza que haya una alineación en los 
resultados de mitigación esperados.  Los dife-
rentes esquemas también están alineados en el 
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uso de mecanismos de compensación como el uso 
de créditos de carbono para compensar parte del 
cumplimiento. La alineación no se centra única-
mente en la cantidad de créditos que pueden uti-

lizarse sino en las reglas de cómo operan dichos 
mecanismos para garantizar la integridad social 
y ambiental derivada de los proyectos de carbono 
que generan los créditos aceptados por los IPC. 
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8.	 Experiencias en la implementación 
de IPC en México

En entrevistas con actores clave involucrados en el diseño 
e implementación de los IPC, se identificaron dimensio-
nes esenciales para el desarrollo de estos instrumentos, 
especialmente los SCE y los impuestos al carbono sub-
nacionales, destacando aquellas enfocados en asegurar la 
complementariedad en la interacción entre los IPC. La 
integración de estas dimensiones políticas, económicas y 
ambientales es importante para maximizar la efectividad 
y eficiencia de los IPC, y para garantizar que su coexis-
tencia genere los resultados deseados en términos de re-
ducción de emisiones y desarrollo sostenible.

Desde una perspectiva política, es esencial que el dise-
ño de los IPC cuente con un marco institucional robus-
to y un consenso amplio entre los actores relevantes, in-
cluyendo el gobierno, las empresas y la sociedad civil. La 
voluntad política y el apoyo de los diferentes niveles de 
gobierno son vitales para la implementación y continui-
dad de los IPC. Un diseño que considere las dimensiones 
políticas puede ayudar a superar barreras legislativas y ga-
rantizar que las políticas climáticas se mantengan firmes 
a lo largo del tiempo, proporcionando certidumbre a los 
inversionistas y a los participantes del mercado.

En cuanto a la dimensión económica, los IPC deben 
estar diseñados para minimizar los costos económicos 
y maximizar los beneficios para la economía en general. 
Esto incluye la consideración de mecanismos que prote-
jan la competitividad de las empresas, como la implemen-
tación gradual de impuestos y la posibilidad de utilizar los 
ingresos generados para financiar tecnologías de bajo car-
bono. Además, es clave que los IPC promuevan la eficien-
cia económica mediante la asignación óptima de recursos 
y la creación de incentivos para la innovación. La convi-
vencia de impuestos al carbono y SCE puede ofrecer una 
combinación de estabilidad de precios y flexibilidad en la 
reducción de emisiones, lo que puede ser más eficiente 
que la implementación de un solo tipo de instrumento.

La dimensión ambiental es quizás la más directa, ya que 
los IPC están diseñados para reducir las emisiones de 
GEI y mitigar el cambio climático. Un diseño que con-

sidere las especificidades ambientales puede asegurar que 
los IPC cubran un amplio espectro de sectores y tipos 
de GEI, maximizando así su impacto positivo. Además, 
los IPC pueden ser diseñados para fomentar co-benefi-
cios ambientales, como la mejora de la calidad del aire y 
la protección de los ecosistemas. La complementariedad 
entre SCE e impuestos al carbono puede facilitar una ges-
tión más holística y efectiva de las emisiones, abordando 
tanto las reducciones inmediatas como las transformacio-
nes a largo plazo necesarias para una economía sostenible.

Por último, la dimensión social tiene implicaciones que 
deben abordarse para asegurar una transición justa e in-
clusiva hacia una economía baja en emisiones. Entre los 
aspectos a considerar están los efectos distributivos, espe-
cialmente el posible traslado de costos a los consumido-
res mediante aumentos en precios de bienes y servicios, 
lo que tiene un mayor impacto en los hogares de bajos 
ingresos. Esto exige estrategias que mitiguen estos efec-
tos, con un enfoque en proteger a los grupos vulnerables y 
en una comunicación clara y transparente sobre el precio 
al carbono para facilitar la comprensión y aceptación de 
estos instrumentos.

En síntesis, la consideración de las dimensiones políti-
cas, económicas, ambientales y sociales en el diseño de 
los IPC es relevante para asegurar que estos instrumentos 
no solo sean efectivos en la reducción de emisiones, sino 
que también sean eficientes y equitativos. La convivencia 
y complementariedad de SCE e impuestos al carbono, 
cuando están bien diseñados y coordinados, pueden ofre-
cer una herramienta poderosa para enfrentar los desafíos 
del cambio climático y promover un desarrollo económi-
co sostenible y resiliente.

A continuación, se presenta un análisis de estas dimen-
siones y sus mensajes clave. Es importante resaltar que 
gran parte de este análisis se nutre de las conversaciones 
con los diversos actores, por lo que lo planteado en este 
capítulo es la síntesis de las principales conclusiones de la 
fase de entrevistas.
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8.1. Dimensión política

8.1.1. Aspectos clave

1
La diversidad de enfoques y niveles de aceptación a los IPC en los distintos 
estados del país refleja las realidades industriales, políticas y sociales úni-
cas de cada región

2
Las lecciones aprendidas en ejercicios previos son fundamentales, ya que per-
mite a los estados aprender unos de otros, adaptando estrategias y enfoques 
que han demostrado ser efectivos en contextos similares

3
La reducción costo-eficiente de emisiones es una oportunidad para resaltar el 
reconocimiento al incremento de la productividad socialmente responsable y 
el compromiso ambiental de los actores involucrados. Esta situación crea un 
ambiente que incentiva la participación de la industria.

4
La importancia de construir consensos amplios y de trabajar de manera cola-
borativa entre diferentes sectores y niveles de gobierno en la implementación 
de IPC para avanzar hacia objetivos climáticos.

5
Las instituciones locales proporcionan la estructura y gobernanza necesarias 
para diseñar, monitorear y ajustar los IPC de manera eficiente, garantizando 
transparencia, integridad y cumplimiento

El diseño e implementación de instrumentos de precio 
al carbono requieren de varios elementos clave desde 
una perspectiva de políticas públicas: voluntad política, 
respaldo institucional, involucramiento de actores clave, 
respaldo legal y coherencia entre políticas. La alineación 
de incentivos y el compromiso a largo plazo son esen-
ciales para garantizar la sostenibilidad de estas políticas. 
La voluntad política proporciona liderazgo y estabilidad, 
mientras que un respaldo institucional robusto asegura 
la infraestructura necesaria para monitoreo y regulación. 
Involucrar a actores clave fomenta un consenso amplio y 
respaldo para las políticas, y un marco legal sólido ofrece 
certeza y continuidad. Además, la coherencia entre polí-
ticas públicas es crucial para maximizar beneficios y evi-
tar duplicidades. En conjunto, estos elementos permiten 
una implementación efectiva y equilibrada de los pre-
cios al carbono.

Impuestos subnacionales

La implementación de un precio al carbono muestra una 
diversidad de enfoques y niveles de aceptación que varían 
entre los distintos estados del país, reflejando las realida-
des industriales, políticas y sociales únicas de cada región. 
Las secciones siguientes buscan sistematizar esta diversi-
dad de enfoques, destacando los principales aspectos re-
presentativos de cada uno. La variabilidad en la dispo-

nibilidad de información presenta un reto en cuanto a 
la profundidad del análisis, lo que se traduce en un tra-
tamiento más detallado para algunos casos y una visión 
más general en otros. Esto no implica una jerarquía de 
importancia entre las experiencias; por el contrario, los 
resultados sugieren oportunidades para un análisis más 
profundo en futuros estudios.

En general, las experiencias previas en la implementa-
ción de impuestos al carbono subnacionales facilitan el 
aprendizaje entre estados, permitiéndoles adaptar estra-
tegias efectivas a contextos similares. En fiscalización, es-
tas experiencias aportan conocimientos para diseñar sis-
temas de monitoreo y verificación sólidos que aseguren 
el cumplimiento. Asimismo, orientan la asignación efi-
ciente de ingresos, maximizando beneficios ambientales 
y económicos, como inversión en energías renovables o 
apoyo a comunidades vulnerables. La definición de una 
tasa impositiva adecuada se beneficia también de estos 
aprendizajes, ayudando a establecer precios que incenti-
ven la reducción de emisiones sin sobrecargar la econo-
mía. Finalmente, comprender el impacto sectorial permi-
te diseñar exenciones o apoyos específicos, promoviendo 
una transición justa, mientras que el monitoreo continuo 
y evaluación de resultados aseguran ajustes y mejoras en 
las políticas a largo plazo.
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El caso de Zacatecas proporciona una perspectiva valiosa 
sobre los desafíos y oportunidades que enfrentan las re-
giones al implementar políticas ambientales, como el im-
puesto al carbono. Al principio, la falta de claridad y los 
numerosos cuestionamientos alrededor del instrumento 
llevaron a que diversos actores buscaran la vía legal. Este 
fenómeno refleja una fase de adaptación y ajuste tanto 
para las autoridades como para los sujetos obligados, 
subrayando la importancia de la transparencia y la co-
municación efectiva en el proceso de implementación 
de nuevas regulaciones ambientales.

En el caso del Estado de México, hace dos años, logró 
establecer un impuesto al carbono, una iniciativa que ha 
añadido un importante caso de estudio al panorama na-
cional sobre políticas ambientales fiscales. La experiencia 
del Estado de México en la implementación de este im-
puesto se ha enriquecido por las lecciones aprendidas de 
otros estados que ya habían adoptado instrumentos y me-
canismos similares, específicamente, Zacatecas. 

Tamaulipas y Guanajuato ofrecen perspectivas sobre la 
operación y adaptación de los instrumentos de precio al 
carbono, mostrando los esfuerzos por clarificar y ajustar 
las propuestas fiscales a las realidades específicas de cada 
estado, lo que ha facilitado diálogos constructivos con 
los sectores empresarial e industrial. En Guanajuato, por 
ejemplo, la colaboración de la Secretaría del Agua y Medio 
Ambiente (SAMA) con el Servicio de Administración 
Tributaria del Estado de Guanajuato (SATEG) ha sido 
fundamental en el proceso de diseño e implementación 
del impuesto al carbono. Esta entidad, como autoridad 
fiscal del estado, juega un papel clave no solo en la admi-
nistración de impuestos, sino también en la promoción de 
una base de conocimiento común entre todos los actores 
involucrados. La experiencia de Guanajuato resalta la im-
portancia de contar con una entidad especializada que 
facilite la comunicación y asegure que todos los parti-
cipantes dispongan de la información necesaria para 
comprender y participar efectivamente en la iniciativa.

Cuadro 7. Aspectos técnicos en el 
caso de Tamaulipas

En 2023, se llevaron a cabo ajustes importantes para 
clasificar este instrumento de manera adecuada, lo 
que implicó un esfuerzo detallado para definir los 
criterios y variables que determinan su operación, 
incluyendo la estructura de precios, los umbrales de 
emisión aplicables y una gama de incentivos desti-
nados a fomentar prácticas más sostenibles.

Un aspecto clave para un IPC es un entorno institucio-
nal operante. La existencia de departamentos de cambio 
climático en las instituciones gubernamentales de los es-
tados y la inclusión del cambio climático como uno de 
los ejes principales en los Planes de Desarrollo Estatal 
facilitarían el afianzamiento de las bases necesarias para 
la adopción de instrumentos de precio al carbono. Esto 
demuestra que contar con instituciones y planes para la 
implementación de IPC es relevante para asegurar su efi-
cacia y sostenibilidad a largo plazo. 

Lo anterior destaca la importancia de la creación de en-
tidades especializadas en medio ambiente que podría 
proporcionar un marco más robusto para el diseño, im-
plementación y gestión de políticas ambientales, inclu-
yendo la imposición de precios al carbono.

La experiencia con el cumplimiento de disposiciones am-
bientales anteriores de varias empresas, el reconocimiento 
de su responsabilidad ambiental, junto con un compro-
miso con la implementación de medidas sostenibles, ha 
facilitado una transición más fluida hacia el cumplimien-
to del impuesto al carbono.

En Colima, el instrumento de precio al carbono se en-
cuentra en una fase inicial, con una percepción positiva 
de su viabilidad política y un reconocimiento guberna-
mental sobre la importancia de implementar este tipo de 
medidas. Sin embargo, la voluntad política emerge como 
un factor clave en todos los estados, con recomendaciones 
de enfocar la presentación de estas propuestas de mane-
ra estratégica para asegurar su aceptación y seguimiento.

Este contraste entre los estados destaca la importancia 
de evaluar si las estrategias uniformes son las más ade-
cuadas, como por ejemplo una estructura de impuesto 
como modelo marco, o si, por el contrario, se requieren 
enfoques más personalizados que consideren las especi-
ficidades locales. 

Un ejemplo de ello es la UE, en el que durante las últimas 
décadas se ha construido una base común de perspecti-
vas ambientales, lo cual se refleja en políticas y regulacio-
nes comunes que impulsan la reducción de emisiones de 
GEI. Además, gran parte de las empresas en la UE han 
adoptado políticas corporativas que se alinean con los ob-
jetivos de los IPC. Estas empresas ven el SCE de la UE 
no solo como una obligación regulatoria, sino también 
como una oportunidad para alcanzar la sostenibilidad y 
obtener ventajas competitivas en un mercado global que 
valora cada vez más las prácticas ambientales responsa-
bles. Además, la existencia de un marco regulatorio claro 
y coherente a nivel de la UE facilita la implementación 
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uniforme del sistema. Las empresas operan bajo las mis-
mas reglas y estándares, lo que reduce la complejidad y los 
costos de cumplimiento.

Por ejemplo, la iniciativa Science Based Targets (SBTi) es 
un ejemplo de las prácticas sustentables adoptadas por 
compañías globales. Esta iniciativa guía a las empresas 
en el establecimiento de objetivos de reducción de emi-
siones alineados con lo que la ciencia climática conside-
ra necesario para limitar el calentamiento global a 1.5°C 
por encima de los niveles preindustriales. Al adherirse a 
la SBTi, las empresas se comprometen a reducir sus emi-
siones de manera significativa a lo largo de sus cadenas 
de valor, implementando estrategias como la mejora de la 
eficiencia energética, la transición a energías renovables, y 
la reducción de emisiones indirectas a través de la gestión 
sostenible de proveedores y materiales. 

Impuesto federal

A nivel federal, el impuesto al carbono en México se con-
sidera actualmente insuficiente, ya que su nivel relativa-
mente bajo no genera un incentivo financiero fuerte para 
que las empresas reduzcan significativamente sus emisio-
nes de gases de efecto invernadero. La falta de actualiza-
ción del impuesto, que no refleja los cambios en los costos 
de emisiones ni metas climáticas más ambiciosas, ha dis-
minuido su impacto con el tiempo. Esto representa desa-
fíos, pues cualquier propuesta para modificar o actualizar 
el impuesto al carbono requiere un proceso político cui-
dadoso. Esto implica la necesidad de reformar la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS), 
lo que debe ser debatido y aprobado por el Congreso. 
Además, las reformas fiscales deben integrarse en los pa-
quetes de ingresos y gastos que se presentan anualmente, 
requiriendo análisis detallados de sus impactos económi-
cos, sociales y ambientales. Estos procesos son complejos 
y prolongados, debido a la búsqueda de consenso entre los 
partidos políticos y actores clave, además de las consul-
tas con sectores afectados y la coordinación entre diversas 
agencias gubernamentales.

Con respecto a la industria, su influencia en la implemen-
tación de políticas ambientales se encuentra en el desa-
rrollo y adopción de iniciativas como el precio al carbono. 
En este contexto, la reducción de emisiones se ha con-
vertido en un campo de oportunidades, en particular 
para realzar la reputación y compromiso ambiental de 
los actores involucrados. Esta situación crea un am-
biente que podría incentivar a que la industria partici-
pe activamente en los diálogos relacionados con políti-
cas ambientales.

Por lo tanto, para las industrias, el alinearse con prácticas 
ambientalmente responsables no es solo una cuestión de 
cumplimiento regulatorio, sino también un elemento crí-
tico para mantener su legitimidad, competitividad, y re-
putación en el mercado.

En general, este contexto destaca la complejidad de im-
plementar políticas ambientales efectivas que requieren 
de ajustes fiscales. La intersección de la política ambien-
tal y la política fiscal exige una consideración cuidadosa 
de los equilibrios políticos, económicos y sociales, subra-
yando la importancia de construir consensos amplios 
y de trabajar de manera colaborativa entre diferentes 
sectores y niveles de gobierno en la implementación de 
impuestos al carbono para avanzar hacia objetivos de 
sustentabilidad a largo plazo.

El Sistema de Comercio de Emisiones

La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales atraviesa una etapa importante en el pro-
ceso de avance y consolidación del SCE. La coo-
peración entre la Autoridad y los sectores regula-
dos ocurre en el marco del Comité Consultivo del 
Sistema de Comercio de Emisiones (COCOSCE). 
La Ley LGCC ya contempla la implementación de ins-
trumentos económicos como el SCE, reflejando no una 
cuestión de si implementar, sino de cómo hacerlo efec-
tivamente. El desafío reside en el desarrollo de este 
instrumento, tomando en cuenta la diversidad de cir-
cunstancias económicas y los distintos factores que in-
fluencian a los sectores involucrados.

Un aspecto no menos importante es el técnico, es decir, el 
desafío de alinear las proyecciones y expectativas de múlti-
ples sectores económicos con las metas ambientales nacio-
nales e internacionales. La colaboración entre la iniciativa 
privada, las dependencias gubernamentales y los regula-
dos es esencial para asegurar que el SCE no solo sea im-
plementado, sino que funcione efectivamente dentro del 
marco legal y regulatorio establecido por la LGCC.

Un aspecto crítico para el éxito de los SCE es la preci-
sión en las proyecciones que se han realizado para estimar 
las asignaciones de derechos de emisión. En particular la 
actualización de las metas sectoriales de la NDC con la 
mejor información actualizada es clave a fin de asegurar 
que el impacto de los IPC en la reducción sea suficiente y 
efectiva. Es central que estas proyecciones contemplen 
las opiniones y metas de producción de los diferentes 
sectores para garantizar que el sistema sea equitati-
vo y, sobre todo, efectivo en la reducción de emisiones 
de GEI. La colaboración con sectores como el indus-
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trial, el eléctrico y de energía, y el petróleo y gas es clave, 
dada su influencia significativa en la economía y su im-
pacto ambiental.

La colaboración entre el Instituto Nacional de Ecología 
y Cambio Climático (INECC) y los distintos sectores 
involucrados en la mitigación de emisiones —industria, 
energía y transporte— representa un esfuerzo significa-
tivo por parte de la SEMARNAT para integrar el cono-
cimiento técnico en la formulación e implementación de 

políticas ambientales efectivas. Esta sinergia es clave para 
asegurar que las estrategias de mitigación de emisiones se 
basen en evidencia científica sólida y comprendan las rea-
lidades específicas de cada sector.

Por último, un aspecto que debe considerarse es cómo 
vincular efectivamente el mercado voluntario y el mer-
cado regulado, de manera que trabajen de manera com-
plementaria y que permitan una mayor ambición en las 
políticas de mitigación de emisiones del país. 

8.2. Dimensión económica

8.2.1. Mensajes clave

1
Se busca encontrar un equilibrio entre los objetivos ambientales y la com-
petitividad económica de la industria con mecanismos de incentivos 
y desincentivos.

2 La comunicación constante con los sujetos obligados y la concientización 
sobre los beneficios y los impactos son esenciales.

3
El precio al carbono estimula la inversión en tecnologías limpias y la transfe-
rencia de tecnología mediante señales de precio, incentivos económicos, re-
gulación clara y destino estratégico de los recursos recaudados, promovien-
do una economía más competitiva y resiliente.

4
Es esencial definir el destino de los fondos recaudados, con énfasis en accio-
nes de mitigación y adaptación al cambio climático, infraestructura operativa 
del sistema y proyectos que fomenten la eficiencia y sostenibilidad ambiental.

La consideración de aspectos económicos en el diseño, 
implementación, funcionamiento y continuidad de los 
instrumentos de precio al carbono es primordial para ase-
gurar que estos instrumentos sean no solo efectivos en 
términos ambientales sino también viables y eficaces 
desde una perspectiva económica. 

Uno de los principales aspectos es que los IPC sean efi-
cientes, es decir, que logren reducir las emisiones de 
GEI al menor costo posible. Además, deben ser eficaces, 
logrando los objetivos de reducción de emisiones que se 
han establecido. La eficiencia y eficacia de estos instru-
mentos directamente influyen en su aceptación y en la 
percepción de su justificación tanto por el sector privado 
como por el público en general.

La estructuración adecuada de precios mediante los 
IPC es esencial para enviar las señales correctas al mer-
cado, incentivando así a las empresas a invertir en tecno-
logías más limpias y eficientes y en prácticas de reducción 
de emisiones, que además reducirá sus costos de produc-
ción y les dará ventajas frente a sus competidores en otros 
mercados regulados. Un precio al carbono bien calibrado 
puede fomentar la innovación y ayudar a las economías 
a transitar hacia tecnologías energéticamente eficientes y 
sostenibles a través de los IPC.

Un aspecto importante por considerar es cómo los ins-
trumentos de precio al carbono afectarán la economía 
en general y la competitividad de las industrias espe-
cíficas. Los tomadores de decisión deben considerar un 
diseño de los IPC que busque minimizar los impactos 
negativos en las empresas, especialmente a aquellas que 
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son intensivas en energía y comercian internacionalmen-
te, para no ponerlas en desventaja frente a competidores 
de países sin precios similares al carbono.

Los ingresos generados por los instrumentos de precio 
al carbono deben asignarse de manera que se maximicen 
los beneficios económicos, ambientales y sociales, y que 
fomenten la transición hacia una economía baja en car-
bono. Esto incluye, por ejemplo, financiar la investigación 
y desarrollo de nuevas tecnologías, así como apoyar a las 
comunidades y sectores que puedan ser afectados negati-
vamente por estas políticas.

Para que los instrumentos de precio al carbono sean 
efectivos, deben estar alineados con otras políticas pú-
blicas. La coherencia entre las políticas de precio al car-
bono y otras políticas energéticas, fiscales y ambientales 
es clave para evitar conflictos y maximizar la efectividad 
en la reducción de emisiones de manera costo-efectiva.

Impuestos al carbono

La implementación de un precio al carbono en México, 
tanto a nivel estatal como nacional, ha generado un de-
bate en torno a sus efectos económicos tanto positivos 
como negativos. Se reconoce que los impuestos ambien-
tales tienen la característica de ser correctivos, destinados 
a corregir externalidades negativas. A nivel nacional, al-
gunos sectores perciben que estos instrumentos tienen 
un impacto negativo en la competitividad; sin embar-
go, desde una perspectiva ambiental e internacional, 
se ha observado que protegen a la economía en el largo 
plazo al alinearla con estándares ambientales y soste-
nibles, como los establecidos por los impuestos federal, 
estatales y el SCE. 

En términos generales, se identifica un consenso en que 
los instrumentos de precio al carbono introducen uno de 
los efectos positivos más destacados: los incentivos y es-
tímulos para que las empresas adopten prácticas más sos-
tenibles y reduzcan sus emisiones de carbono. Esto puede 
llevar a una mayor inversión en tecnologías limpias, ma-
yor eficiencia energética, innovación tecnológica y desa-
rrollo de energías renovables, lo que a largo plazo podría 
resultar en una economía más competitiva y resiliente 
frente al cambio climático. 

Los IPC tienen el objetivo de encontrar un equilibrio 
entre los objetivos ambientales y la protección econó-
mica y social. En México, diversos estados han imple-
mentado estrategias para abordar las preocupaciones am-
bientales y equilibrar las necesidades ambientales con las 
realidades económicas locales. 

Por ejemplo, en la implementación del impuesto al car-
bono en el caso particular de Guanajuato, se ha im-
plementado un enfoque diferenciado en el que hay una 
exención inicial de las primeras 50 toneladas para evitar 
afectar a las empresas más pequeñas. De manera similar, 
en la iniciativa de Jalisco se considera adoptar medidas 
para aliviar la carga fiscal de las micro y pequeñas empre-
sas, eximiéndolas del impuesto por las primeras toneladas 
de emisiones, con el objetivo de proteger a los sectores 
más vulnerables.

En el caso del Estado de México, cuando se implementó 
el impuesto, se brindó un periodo de tiempo que permitió 
a las empresas diseñar e implementar estrategias internas 
para poder cumplir con las nuevas obligaciones del ins-
trumento. Uno de los elementos clave para la implemen-
tación exitosa de un IPC es el mantener una comunica-
ción constante y clara con los sujetos obligados, así como 
la socialización y concientización sobre los beneficios y 
los impactos de un IPC, en particular con la industria. 

Considerando que existen sectores o industrias que tec-
nológicamente están impedidas a reducir sus emisiones 
directamente porque aún no hay tecnologías disponi-
bles que las empresas puedan implementar o adoptar; en 
Jalisco, por ejemplo, se considera la introducción de in-
centivos para facilitar la transición hacia tecnologías más 
limpias y reducir las emisiones. Los recursos recaudados 
a través del impuesto se destinarían a fondos para el de-
sarrollo económico, y las empresas participantes podrían 
acceder a créditos con tasas subsidiadas, financiadas por la 
misma recaudación. El destino de la recaudación se pla-
neaba dividir en dos grupos principales: desarrollo econó-
mico y desarrollo de proyectos ambientales comunitarios. 
En el primer grupo, las empresas participantes recibirían 
créditos con una tasa subsidiada para facilitar la transición 
hacia tecnologías de bajas emisiones. En el segundo, los 
fondos se destinarían a proyectos comunitarios y a áreas 
destinadas voluntariamente a la conservación, con un en-
foque en apoyar a grupos vulnerables y grupos de mujeres.

Estos créditos les permitirían implementar tecnologías 
más limpias y pagar menos impuestos, promoviendo 
así una mayor eficiencia ambiental. Además, se estable-
cieron programas para reconocer y premiar a las em-
presas que cumplen con sus rutas de descarbonización, 
lo que les brindaría beneficios fiscales adicionales.  En 
Aguascalientes, por ejemplo, se han llevado a cabo talle-
res para las empresas sobre cómo obtener créditos por la 
reducción de emisiones mediante el cambio de tecnolo-
gías, lo que les brinda un incentivo adicional para invertir 
en procesos más sostenibles.
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En Colima, se reconoce la existencia de un fideicomiso 
o fondo ambiental y se planearía en el diseño destinar los 
fondos recaudados a la reducción de emisiones, imple-
mentación de tecnologías sostenibles, soluciones basadas 
en la naturaleza y conservación. En este estado, las comu-
nidades costeras ya experimentan los efectos del cambio 
climático, por lo que en su diseño ya se consideran áreas 
prioritarias y la importancia de adoptar un enfoque de 
justicia climática y redistribución equitativa.

En Zacatecas, se espera que los fondos se destinen a acti-
vidades ambientales y de adaptación al cambio climático. 
Una parte prioritaria se invertiría en fortalecer el sistema 
de monitoreo, reporte y verificación, además de renovar 
aspectos técnicos y realizar nuevas inversiones en infraes-
tructura para fortalecer la gestión del instrumento.

Sin embargo, hay estados que enfrentan complejidades y 
a pesar de que en el código fiscal y en la regulación am-
biental que norma estos instrumentos se menciona la mi-
tigación del cambio climático como destino principal de 
los recursos recaudados, en la práctica no hay un esquema 
claro bajo el cual proceder, y los recursos se integran a un 
fondo general estatal.

En otros estados se están aplicando medidas específicas 
para ciertos sectores, como exenciones para las emisio-
nes relacionadas con el uso de gas natural el cual es con-
siderado como un combustible de transición, con la in-
tención de apoyar la transición hacia fuentes de energía 
más limpias. En Querétaro, desde el diseño inicial se con-
sideró la implementación de un mecanismo de compen-

sación que permite a las empresas reducir su carga impo-
sitiva mediante la adopción de prácticas más sustentables. 

Al tener presente el hecho de que un impuesto es genera-
lizado pero la industria y las empresas que la conforman 
no lo son, constantemente se están evaluando otras medi-
das para aumentar la flexibilidad del impuesto y mitigar 
su impacto económico. Esto incluye la posibilidad de crear 
diversos mecanismos de compensación, establecer certifi-
cados de reducción de emisiones y sellos verdes, y ajustar 
los precios y umbrales del impuesto de acuerdo con la evo-
lución de las condiciones económicas y ambientales. 

Paquetes de incentivos y beneficios en la reconversión 
industrial hacia un desarrollo bajo en carbono, así como 
una serie de regulaciones sectoriales y políticas públi-
cas que respalden y faciliten de manera efectiva el avan-
ce tecnológico son un punto de partida elemental. En 
Querétaro, los fondos se dirigen a proyectos que buscan 
reducir el impacto social y la vulnerabilidad ante el cam-
bio climático, sin enfocarse exclusivamente en la reduc-
ción de emisiones.

Finalmente, para que estos beneficios se materialicen, es 
necesario un diseño adecuado de la estrategia, el estable-
cimiento y socialización de metas de reducción, los costos 
asociados y la inversión requerida para su cumplimiento 
a nivel tanto federal como estatal. En este sentido, tener 
la posibilidad de construir una curva de costos de abati-
miento es relevante para identificar proyectos económi-
cos y tomar decisiones informadas sobre las inversiones 
en mitigación para cada caso particular.

Para asegurar una transición efectiva y justa hacia una economía de bajas emisiones de car-
bono, es esencial implementar un impuesto al carbono acompañado de medidas que pro-
tejan la competitividad de las empresas. A continuación, se sintetizan las recomendaciones 
clave identificadas para una política pública integral:

	- Establecer umbrales mínimos de emisiones bajo los cuales las empresas estarían exentas del impuesto al car-
bono. Esta medida protegería a las pequeñas y medianas empresas (PyMEs) que podrían verse desproporcio-
nadamente afectadas por el impuesto, asegurando que solo los mayores emisores, que tienen una mayor capa-
cidad para implementar medidas de reducción, sean gravados.

	- Introducir un periodo de transición que permita a las empresas adaptarse gradualmente a la nueva norma-
tiva. Este periodo debe incluir plazos claros y escalonados para el aumento del impuesto al carbono, propor-
cionando a las empresas tiempo suficiente para planificar e implementar cambios necesarios en sus operacio-
nes y tecnologías.

	- Destinar una parte significativa de la recaudación del impuesto al carbono a la creación de fondos para 
créditos y subvenciones que apoyen a las empresas en la adopción de tecnologías y prácticas de bajo carbono. 
Estos fondos deben estar diseñados para facilitar el acceso a financiamiento asequible y oportuno para pro-
yectos de eficiencia energética, energías renovables y otras iniciativas de reducción de emisiones.
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	- Establecer mecanismos de compensación que permitan a las empresas cumplir parcialmente con sus obliga-
ciones fiscales a través de la compra de créditos de carbono generados por proyectos de reducción de emisio-
nes locales. Estos créditos deben ser verificables y provenientes de proyectos tanto nacionales como interna-
cionales, asegurando su integridad y contribución real a la reducción global de emisiones.

	- Proveer asistencia técnica y programas de capacitación para ayudar a las empresas a identificar oportunida-
des de reducción de emisiones y a desarrollar estrategias efectivas. Esta asistencia puede incluir evaluaciones 
de eficiencia energética, estudios de viabilidad para la implementación de tecnologías limpias y el desarrollo 
de capacidades internas.

	- Establecer un marco para la revisión periódica de la política para ajustar los umbrales, la tasa del impuesto 
y otros aspectos en función de los avances tecnológicos, las condiciones económicas y los objetivos de reduc-
ción de emisiones.

	- Estas recomendaciones buscan equilibrar la necesidad de reducir las emisiones de GEI con la realidad eco-
nómica de las empresas, promoviendo una transición sostenible que mantenga la competitividad y fomente 
la innovación. Al integrar estas medidas, se crea un entorno regulatorio predecible y favorable para el creci-
miento económico sostenible y la protección del medio ambiente.

El Sistema de Comercio de Emisiones.

La implementación de un SCE se presenta como uno de 
los mecanismos más costo-eficientes y congruente con el 
principio de “quien contamina paga”. Este tipo de ins-
trumentos permiten a cada empresa diseñar sus propias 
estrategias para cumplir con los objetivos de reducción de 
emisiones de manera más eficiente y flexible, mediante el 
acceso a un mercado en donde se pueden intercambiar los 
derechos de emisión. 

Un aspecto clave es importante comprender su funcio-
namiento y cómo se puede sacar el máximo provecho de 
este esquema. En este sentido, a pesar de los desafíos in-
herentes, el Programa Piloto del SCE ha demostrado ser 
un paso positivo hacia la consolidación del instrumento. 
El Piloto ha permitido familiarizarse con el instrumento 
y ha permitido sostener intercambios más profundos en 
tanto a su funcionamiento previo a su fase de operación.

Desde el punto de vista de un, SCE un elemento de gran 
importancia a corto y largo plazo es el destino de una par-
te de los recursos a la institución encargada de operar el 
instrumento con el fin de asegurar la sostenibilidad finan-
ciera del Sistema. Para el correcto funcionamiento de un 
SCE y para transmitir señales claras al mercado de con-
tinuidad y estabilidad, la inversión en una infraestructura 
robusta y en capital humano suficiente y capacitado para 
operar el Sistema es clave. 

En general, es deseable que los fondos se destinen a pro-
yectos e iniciativas específicas de mitigación y adaptación, 
que brinden incentivos para que las empresas reduzcan 
sus emisiones de manera significativa, y que aseguren el 
correcto funcionamiento del Sistema. 

IPC y competitividad

Es importante destacar que la participación del sector 
privado en la mitigación del cambio climático es funda-
mental, dada su responsabilidad en el volumen total de 
las emisiones de GEI. La adopción de medidas internas 
para reducir las emisiones y mejorar la eficiencia energéti-
ca no solo beneficia al medio ambiente, sino que también 
fortalece la competitividad de las empresas en los merca-
dos nacionales e internacionales. La continua colabora-
ción entre empresas y autoridades fiscales puede conducir 
a acuerdos beneficiosos que aseguren una transición gra-
dual hacia un modelo económico más sostenible. 

Es imprescindible buscar un equilibrio entre la imple-
mentación de medidas ambientales y la competitividad 
económica, asegurando que las empresas tengan un en-
torno favorable para la inversión y la innovación. Por lo 
cual, la consideración e integración del contexto nacional 
actual es uno de los aspectos más importantes al diseñar, 
implementar y finalmente operar un instrumento de pre-
cio al carbono, por ejemplo, contemplar el contexto más 
amplio sobre la alineación de los instrumentos a nivel es-
tatal y nacional.

Los IPC pueden funcionar como un catalizador para 
incentivar la adopción temprana de acciones de reduc-
ción de emisiones para prepararse ante una economía 
más competitiva en términos de sustentabilidad, en don-
de los países y bloques comerciales implementan están-
dares ambientales más estricto para bienes importados. 
Por el lado de la competitividad en la industria, se consi-
dera que aquellas empresas que implementan acciones 
tempranas de descarbonización o reducción de emi-
siones a nivel interno serán más competitivas a me-
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diano plazo y largo plazos. Con la implementación del 
Mecanismo de Ajuste de Carbono en Frontera por parte 
de la Unión Europea, por ejemplo, las empresas estable-
cidas en Querétaro que exportan a la UE tendrían una 
ventaja competitiva sobre aquellas que no cuentan con un 
inventario de emisiones, procesos y experiencia con me-
canismos de MRV.

Esto implica que las jurisdicciones que ya cuentan con un 
IPC en operación pueden evitar los cargos adicionales del 
CBAM en sus exportaciones a la UE, manteniendo así su 
ventaja competitiva en el mercado europeo. En este senti-
do, con la implementación de un precio al carbono a nivel 
nacional y/o estatal, la industria podría alinearse con los 
cada vez más estrictos estándares ambientales de la UE y 

de otros mercados internacionales, evitando así posibles 
barreras comerciales.

Adicionalmente, las jurisdicciones que ya cuenten con un 
IPC obtienen una ventaja competitiva, ya que pueden de-
sarrollar y perfeccionar sus estrategias de reducción de 
emisiones antes que otras. La industria de estos países pue-
de optimizar sus procesos de producción, invertir en tecno-
logías bajas en carbono y establecerse como líderes en sos-
tenibilidad. Este enfoque proactivo les permitiría no solo 
cumplir con regulaciones internacionales como el CBAM, 
sino también establecer referencias en la industria A me-
dida que la demanda global de productos sustentables au-
menta, estas empresas pueden capitalizar sus inversiones 
tempranas, accediendo a nuevos clientes y mercados que 
valoran las prácticas ambientalmente responsables.

Para garantizar un crecimiento económico sostenible y competitivo, así como fortalecer el 
sector exportador, es primordial implementar y posicionar los IPC como un eje estratégico 
de la política pública. Esta recomendación se enfoca en tres pilares clave: la competitividad 
internacional, la innovación y desarrollo tecnológico, y la sostenibilidad ambiental.

	- Integrar los IPC dentro de la política económica nacional y local permitirá a las empresas exportadoras ali-
near sus prácticas con los estándares ambientales globales, especialmente en mercados como el de la Unión 
Europea, donde el CBAM se está implementando. Esto evitará la imposición de aranceles adicionales y 
mantendrá la competitividad de los productos nacionales en mercados internacionales. Además, al antici-
parse a las regulaciones globales, las empresas podrán evitar sorpresas regulatorias y planificar a largo plazo 
con mayor certeza.

	- Los IPC deben estar acompañados de incentivos fiscales y financieros que promuevan la inversión en tecno-
logías limpias y la innovación. Establecer fondos específicos para investigación y desarrollo de tecnologías ba-
jas en carbono, así como para la modernización de procesos industriales, facilitará la transición hacia una eco-
nomía más verde. Esto no solo mejorará la eficiencia y reducirá los costos operativos a largo plazo, sino que 
también posicionaría al país como líder en temas ambientales, abriendo nuevas oportunidades de exportación 
y atrayendo inversiones extranjeras.

	- La implementación de IPC debe ir acompañada de campañas de concienciación y capacitación para que las 
empresas y la sociedad comprendan los beneficios y responsabilidades asociados con la reducción de emisio-
nes. Además, la recaudación generada por los IPC puede reinvertirse en proyectos de mitigación y adaptación 
al cambio climático, fortaleciendo la resiliencia del país ante impactos ambientales adversos.
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8.3. Dimensión ambiental

8.3.1. Aspectos clave

1
Resultados preliminares muestran una reducción significativa de emisiones 
gracias al impuesto al carbono, especialmente cuando se combina con otros 
mecanismos de mercado y regulatorios.

2
Importancia de diseñar el impuesto al carbono alineado a metas estatales de 
descarbonización y de acción climática, así como tener un marco regulatorio 
que la soporte.

3
Un SCE proporciona una visión clara y guía a largo plazo para reducir las emi-
siones de manera efectiva, requiriendo un entendimiento profundo del mer-
cado y políticas complementarias

4
Se destaca la necesidad de políticas complementarias y sectoriales, así como 
colaboración entre gobierno, empresas y sociedad civil para maximizar los 
beneficios del precio al carbono y avanzar hacia un futuro más sustentable

Las consideraciones ambientales en el diseño, imple-
mentación, funcionamiento, efectividad y continui-
dad de los instrumentos de precio al carbono son claves 
porque garantizan que se logren los objetivos de reduc-
ción de emisiones. 

Contar con inventarios de emisiones, metas climáticas, 
benchmarks sectoriales, análisis del costo social del carbo-
no y estudios de competitividad es un prerrequisito para 
establecer y actualizar impuestos al carbono, ya que pro-
porcionan una base sólida y fundamentada para la polí-
tica ambiental y fiscal. Los inventarios de emisiones per-
miten identificar y cuantificar las fuentes de GEI, lo que 
es esencial para diseñar un impuesto que sea justo y efec-
tivo. Las metas climáticas establecen el marco de refe-
rencia para la ambición y alcance del impuesto, mientras 
que los benchmarks sectoriales aseguran que los sectores 
regulados tengan objetivos claros y alcanzables. Además, 
el análisis del costo social del carbono cuantifica los da-
ños económicos asociados con las emisiones, justifican-
do el nivel del impuesto en términos de sus beneficios 
ambientales y sociales. Finalmente, los análisis de com-
petitividad permiten ajustar el impuesto para minimizar 
impactos negativos en la economía, asegurando que las 
empresas puedan seguir siendo competitivas a nivel in-
ternacional mientras se fomenta la transición hacia una 
economía baja en carbono.

Por ejemplo, la integridad ambiental asegura que el ins-
trumento realmente contribuya a la disminución de 
GEI mediante metas claras y verificables, evitando la 
fuga de carbono, es decir, la relocalización de industrias 

a regiones con regulaciones menos estrictas. Sin una base 
sólida de integridad ambiental, los esfuerzos para mitigar 
el cambio climático pueden resultar en simples transfe-
rencias de emisiones en lugar de reducciones reales.

Es innegable que los IPC tienen un impacto en la re-
ducción de emisiones. De acuerdo con la SHCP, algunos 
estudios preliminares muestran que desde 2014, el im-
puesto al carbono ha contribuido a una reducción pro-
medio de aproximadamente 4 millones de toneladas de 
emisiones de GEI anuales a nivel nacional. Sin embargo, 
al considerar otros impuestos relacionados con los com-
bustibles, como el impuesto a las gasolinas y diésel federal 
y estatal, el impacto aumenta significativamente a alrede-
dor de 10 millones de toneladas anuales. Esto demuestra 
el potencial efecto positivo que pueden tener los instru-
mentos fiscales en la mitigación del cambio climático. 

La cobertura amplia de sectores y GEI es esencial para 
maximizar el impacto ambiental y económico de los 
IPC. La inclusión de múltiples sectores, como energía, 
transporte e industria, asegura que las emisiones sean 
abordadas de manera integral y que no queden grandes 
fuentes de emisiones sin regulación. Además, al abarcar 
diversos gases más allá del CO2, se puede gestionar de 
manera más efectiva el impacto global del cambio cli-
mático, ya que diferentes gases tienen distintos potencia-
les de calentamiento global.

Es importante destacar que ningún IPC por sí sólo es su-
ficiente y no debería considerarse como la única solución 
para combatir el cambio climático, sino que debe formar 
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parte de un portafolio integral de políticas que se com-
plementen y contribuyan a la meta global de reducción 
de emisiones de GEI. Adicionalmente, se deben consi-
derar los desafíos y barreras que enfrentan los diferentes 
sectores en la implementación de acciones climáticas, por 
lo cual, se requiere una colaboración estrecha entre el go-
bierno, las empresas y la sociedad civil para superar estos 
obstáculos y avanzar hacia un futuro más sustentable.

Por ejemplo, un SCE podría no ser la opción más ade-
cuada para todos los sectores y en todas las jurisdicciones, 
como el transporte o el residencial, debido a la dispersión 
de los agentes en estos sectores. En el sector del transpor-
te, la cantidad y diversidad de fuentes de emisión hacen 
que la implementación efectiva de un SCE sea un pro-
ceso que probablemente sea más costoso y complejo. Del 
mismo modo, en el sector residencial, la dispersión de las 
fuentes de emisión y la variabilidad en el consumo ener-
gético hacen que sea difícil establecer y monitorear las 
emisiones de manera precisa. Sin embargo, conforme se 
cuente con un sistema más maduro, con mayores recur-
sos y se avance con sistemas de monitoreo y verificación 
más avanzados, la inclusión de estos sectores se podría 
ver facilitada.

Otro reto es el mayor esfuerzo de negociación conforme 
se cubren más sectores. A medida que se expande la co-
bertura de los SCE a diversos sectores, aumenta la com-
plejidad de las negociaciones para establecer los límites 
de emisión, las reglas de asignación y las regulaciones es-
pecíficas para cada sector. Cada sector tiene sus propias 
características, intereses y desafíos, lo que requiere un en-
foque detallado y cuidadoso para garantizar que las polí-
ticas sean efectivas y equitativas.

Estos aspectos son esenciales no solo para el diseño inicial 
del instrumento, sino también para su implementación y 
funcionamiento continuo. Un sistema bien diseñado con 

integridad ambiental y amplia cobertura es más proba-
ble que gane aceptación y apoyo entre los diferentes ac-
tores, incluyendo la industria, el gobierno y la sociedad 
civil. La transparencia y la capacidad de adaptación del 
sistema permiten ajustes periódicos basados en nuevas 
evidencias científicas y cambios en las condiciones eco-
nómicas, lo cual es vital para la continuidad y la mejora 
continua del instrumento.

Además, la fijación de un precio al carbono no sólo fo-
menta la inversión en tecnologías limpias y eficientes. 
Las empresas buscan innovar para reducir sus costos de 
cumplimiento, lo que conduce al desarrollo y adopción de 
energías renovables, pero también mejoras en eficiencia 
energética y tecnologías de captura y almacenamiento de 
carbono. La innovación no solo se limita a tecnologías di-
rectas de reducción de emisiones, sino que también abar-
ca procesos industriales y productos que podrían ser más 
sostenibles a lo largo de su ciclo de vida.

Otro aspecto clave es que los IPC proporcionan señales 
de precio a largo plazo, lo cual ayuda a los inversores a 
planificar y financiar proyectos de energía limpia. Esto es 
fundamental para la transición hacia una economía baja 
en carbono, ya que muchas inversiones en infraestructu-
ra y tecnologías limpias requieren un horizonte de largo 
plazo para ser rentables.

Además de la reducción directa de emisiones de GEI, los 
IPC generan varios co-beneficios importantes. Al reducir 
la quema de combustibles fósiles, disminuyen las emisio-
nes de contaminantes, mejorando así la calidad del aire 
y beneficiando la salud pública al reducir enfermedades 
respiratorias y cardiovasculares. También mejoran la se-
guridad energética al reducir la dependencia de los com-
bustibles fósiles importados, promoviendo la diversifica-
ción energética.

Para maximizar el impacto ambiental y económico de los IPC, es primordial diseñar polí-
ticas públicas que aborden la cobertura amplia de sectores y GEI:

	- Es importante que los IPC incluyan múltiples sectores, como energía, transporte, industria, y residencial. La 
inclusión de estos sectores garantiza que las emisiones sean abordadas de manera integral, evitando que gran-
des fuentes de emisiones queden sin regulación. La política pública debe promover la implementación de 
IPC tanto en sectores altamente concentrados como dispersos, adaptando los mecanismos según las caracte-
rísticas específicas de cada uno.
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	- Además del CO2, los IPC deben considerar otros gases de efecto invernadero, como el metano y el óxido 
nitroso. La política pública debe complementar los IPC mediante el establecimiento de marcos regulatorios 
que incluyan la medición y reducción de una variedad de GEI, permitiendo una gestión más efectiva del im-
pacto global del cambio climático.

	- Dado que un solo IPC puede no ser adecuado para todos los sectores, es recomendable implementar una 
combinación de impuestos al carbono y SCE. Por ejemplo, un impuesto al carbono puede ser más efectivo en 
sectores como el transporte y el residencial, mientras que un SCE puede ser más adecuado para sectores in-
dustriales. La política pública debe fomentar el uso de múltiples IPC, asegurando la flexibilidad y adaptación 
a las particularidades de cada sector.

	- La medición, reporte y verificación (MRV) son esenciales para la implementación efectiva de los IPC. La 
política pública debe invertir en el desarrollo de sistemas MRV robustos y tecnológicamente avanzados para 
asegurar su integridad, especialmente en sectores con mayores complejidades. Esto incluye la capacitación de 
personal y el uso de tecnologías de monitoreo remoto y satelital.

	- Para cubrir más sectores, es necesario un esfuerzo de negociación considerable. La política pública debe pro-
mover estrategias inclusivas de negociación que involucren a todos los actores relevantes, asegurando que las 
políticas sean equitativas y sostenibles. La participación de sectores privados, comunidades locales y organi-
zaciones no gubernamentales es clave para el éxito de estas negociaciones.

	- Es esencial que la política pública incluya mecanismos para la evaluación y ajuste continuo de los IPC, en 
particular el impacto que los IPC han tenido en la reducción de emisiones. Esto permite adaptar las políti-
cas a los cambios en las circunstancias económicas, tecnológicas y ambientales, asegurando que sigan siendo 
efectivas y eficientes a lo largo del tiempo.

Por otro lado, los ingresos generados por los impuestos 
al carbono y la subasta de derechos en los SCE tienen el 
potencial de ser utilizados para financiar programas de 
sostenibilidad, investigación y desarrollo en tecnologías 
limpias y para mitigar los impactos económicos en co-
munidades y sectores afectados. Además, la asignación 
de recursos no se restringe sólo a los sectores regulados, 
sino a otros que representen beneficios ambientales, tales 
como sectores de energías renovables, eficiencia energéti-
ca, transporte limpio y gestión ambiental, contribuyendo 
al desarrollo económico sostenible.

Desde una perspectiva ambiental, abordar la fuga de car-
bono es clave para asegurar que los IPC logren una re-
ducción neta de emisiones globales y no simplemente 
desplacen las emisiones a otras regiones. La fuga de car-
bono ocurre cuando, debido a los costos adicionales im-
puestos por los IPC, las empresas trasladan sus opera-
ciones a países o regiones con regulaciones ambientales 
menos estrictas, lo que puede resultar en un aumento glo-
bal de las emisiones de GEI. 

Para mitigar la fuga de carbono, se pueden implementar 
medidas de ajuste en frontera que impongan un costo a 
los productos importados basado en su contenido de car-
bono, como en el caso del CBAM de la UE. Esto iguala el 
campo de juego para los productos nacionales e importa-
dos, evitando que las empresas se deslocalicen para evitar 
los costos del carbono. También se pueden asignar dere-
chos de emisión gratuitos a sectores industriales intensi-
vos en emisiones y expuestos a la competencia interna-
cional en un SCE, aunque esta medida debe ser temporal 
y revisada regularmente para no socavar los incentivos de 
reducción de emisiones.

La implementación de un precio al carbono no solo tie-
ne el potencial de reducir las emisiones de GEI, sino 
que también puede impulsar la calidad ambiental en 
un sentido más amplio. Es decir, contribuye a mejorar 
la calidad del aire y contribuir a alcanzar los objetivos 
climáticos establecidos a nivel nacional e internacional. 
Sin embargo, para maximizar estos beneficios, es necesa-
rio un diseño cuidadoso y una comprensión profunda de 
las implicaciones económicas y ambientales de este tipo 
de instrumentos. 
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Los IPC no son la única vía para la reducción de emisiones, sino que es esencial comple-
mentarlos con estándares ambientales y utilizar los recursos recaudados de manera estra-
tégica. A continuación, se presentan recomendaciones en esta dirección:

Complementar IPC con estándares ambientales:

	- Complementar los IPC con estándares específicos de emisiones para sectores clave, como el transporte, la 
industria y la generación de energía, asegura que los niveles de emisiones se mantengan dentro de los límites 
adecuados. Estos estándares pueden servir como un piso mínimo de desempeño ambiental, garantizando que 
los sectores productivos cumplan con ciertos criterios básicos de sostenibilidad.

	- Implementar normativas de eficiencia energética que obliguen a las industrias y al sector residencial a 
adoptar tecnologías y prácticas que reduzcan el consumo de energía. Estas normativas pueden ser especial-
mente efectivas cuando se combinan con IPC, ya que las empresas tendrán un doble incentivo para mejorar 
su eficiencia: reducir sus costos de energía y sus impuestos al carbono.

	- Desarrollar y aplicar regulaciones que aborden la calidad del aire, obligando a las empresas a reducir la 
emisión de contaminantes nocivos. Estas regulaciones pueden trabajar en sinergia con los IPC para reducir 
no solo las emisiones de carbono, sino también otros contaminantes criterio30 que afectan la salud pública y 
el medio ambiente.

Uso estratégico de los recursos recaudados:

	- Invertir los recursos recaudados en programas que promuevan la eficiencia energética, como subsidios 
para la adopción de tecnologías energéticamente eficientes, programas de actualización de infraestructura en 
edificios y apoyo a la investigación y desarrollo de nuevas tecnologías de ahorro energético.

	- Destinar parte de los fondos a proyectos de conservación y restauración de ecosistemas, incluyendo bos-
ques, humedales y cuerpos de agua a fin de potenciar el impacto ambiental. Estos proyectos no solo ayudan a 
mitigar el cambio climático mediante la absorción de carbono, sino que también protegen la biodiversidad y 
aseguran la disponibilidad de agua limpia.

	- Utilizar los ingresos para construir y mantener infraestructura verde, como corredores biológicos, techos 
verdes y parques urbanos. Esta infraestructura contribuye a la reducción de las emisiones de GEI, mejora la 
calidad del aire y ofrece beneficios recreativos y de salud para las comunidades.

	- Financiar programas de educación y concienciación pública sobre la importancia de la sostenibilidad y las 
prácticas amigables con el medio ambiente. Un público bien informado es clave para el éxito a largo plazo de 
cualquier política ambiental.

	- Crear fondos de inversión para apoyar a startups y proyectos innovadores que ofrezcan soluciones sosteni-
bles. Esto puede incluir tecnologías de energías renovables, agricultura regenerativa, y sistemas de trans-
porte sostenibles.

Integración de Políticas Públicas:

	- Asegurar que las políticas de IPC y los estándares ambientales estén coordinados y alineados con los objeti-
vos nacionales e internacionales de reducción de emisiones. Esto implica la colaboración entre diferentes ni-
veles de gobierno y sectores.

	- Implementar mecanismos de monitoreo y evaluación continua para medir la efectividad de los IPC y los es-
tándares ambientales, y hacer ajustes necesarios para mejorar su desempeño.

30	  Los contaminantes criterio son aquellos contaminantes normados a los que se les han establecido un límite máximo permisible de concentración 
en el aire ambiente, con la finalidad de proteger la salud humana y asegurar el bienestar de la población. Para mayor detalle: https://www.gob.mx/
cofepris/acciones-y-programas/2-clasificacion-de-los-contaminantes-del-aire-ambiente
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8.4. Dimensión social

8.4.1. Aspectos clave

1
Es importante considerar el efecto en comunidades vulnerables y grupos so-
cioeconómicos específicos, así como la preocupación por la redistribución de 
recursos en la implementación de un IPC.

2
Se busca un equilibrio entre la protección ambiental y consideraciones so-
cioeconómicas, priorizando medidas para contrarrestar el impacto despro-
porcionado en los estratos más vulnerables de la población.

3
Se destacan estrategias en varias regiones para mitigar los efectos negativos 
del impuesto al carbono en comunidades marginadas, incluyendo subsidios, 
proyectos de desarrollo y participación ciudadana.

4
Se aboga por la protección de los derechos de las comunidades afectadas, la 
evaluación del impacto social de los proyectos y la integración de la perspec-
tiva de género en las políticas climáticas.

La fijación de precio al carbono tiene implicaciones so-
ciales significativas que deben ser cuidadosamente con-
sideradas para asegurar que la transición hacia una eco-
nomía baja en emisiones de CO2 sea justa e inclusiva. Por 
ello es importante considerar los impactos distributi-
vos, los efectos sobre las comunidades vulnerables, las 
oportunidades para una transición justa y la comunica-
ción del precio al carbono.

Los instrumentos de precio al carbono pueden tener im-
pactos distributivos desiguales. Por ejemplo, los costos 
asociados a las emisiones podrían trasladarse a los consu-
midores a través de aumentos en los precios de bienes y 
servicios, lo que podría afectar de manera diferente a los 
hogares de bajos ingresos. Estos hogares tienden a gastar 
una mayor proporción de su ingreso en energía y bienes 
básicos, por lo que, un aumento en los costos energéticos 
puede representar una carga significativa.

Para mitigar estos impactos, se deben diseñar políticas 
de compensación. Los ingresos generados por los im-
puestos al carbono pueden ser redistribuidos a través de 
subsidios directos a las familias de bajos ingresos, pro-
gramas de eficiencia energética para reducir sus costos 
de energía o inversiones en transporte público accesible 
y asequible. Esta redistribución ayuda a aliviar la carga 
financiera y a garantizar que los beneficios de las políti-
cas climáticas sean equitativos.

Las comunidades vulnerables, incluyendo aquellas que 
dependen económicamente de industrias intensivas en 
emisiones, pueden enfrentar desafíos particulares. La 
transición a una economía baja en carbono puede re-
sultar en la pérdida de empleos en sectores como el car-
bón, el petróleo y el gas, lo que afecta desproporcionada-
mente a las comunidades trabajadoras en estas industrias. 
Para abordar estos desafíos, se pueden implementar pro-
gramas de transición justa que ofrezcan capacitación y 
educación para reorientar a los trabajadores hacia empleos 
en sectores de energías renovables y tecnologías limpias. 

La transición hacia una economía baja en carbono tam-
bién presenta oportunidades para promover la justicia so-
cial. Invertir en energías renovables y eficiencia energé-
tica puede crear empleos verdes que no solo contribuyen 
a la mitigación del cambio climático, sino que también 
ofrecen oportunidades de empleo de calidad para diver-
sas comunidades.

Los programas de energía comunitaria y las coopera-
tivas de energía renovable pueden empoderar a las co-
munidades al permitirles participar directamente en la 
generación y el uso de energía limpia. Estas iniciativas 
pueden reducir los costos energéticos, generar ingresos 
locales y aumentar la resiliencia comunitaria.

La aceptación pública de los instrumentos de precio al 
carbono depende en gran medida de una comunicación 
efectiva y de la concientización sobre sus beneficios. Es 
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clave que los gobiernos y las organizaciones involucradas 
en la implementación de estos instrumentos comuniquen 
claramente cómo funcionan, los beneficios ambientales y 
económicos que generan y las medidas que se están to-
mando para mitigar cualquier impacto negativo.

El cambio de comportamiento inducido por la fijación de 
precio al carbono no solo abarca la adopción de tecnolo-
gías y prácticas más sostenibles, sino que también puede 
influir en la cultura y las normas sociales hacia una ma-
yor responsabilidad ambiental. A medida que más in-
dividuos y empresas adoptan comportamientos de baja 
emisión de carbono, se puede generar un efecto multipli-
cador, donde las acciones sostenibles se vuelvan la norma 
y no la excepción.

Experiencias internacionales

La experiencia mundial en la implementación de IPC ha 
mostrado variaciones significativas en América del Norte, 
Europa y Asia. A continuación, se analiza cómo estas re-
giones han abordado los aspectos sociales, incluyendo los 
impactos distributivos, los efectos sobre comunidades 
vulnerables y las oportunidades para una transición justa.

En Estados Unidos, la implementación de IPC ha sido 
fragmentada y principalmente a nivel estatal. California, 
con su Cap-and-Trade Program, ha incorporado medi-
das para mitigar los impactos distributivos. Este pro-
grama ha destinado fondos a proyectos que mejoran la 
calidad del aire y la infraestructura en comunidades des-
favorecidas, ayudando a reducir la desigualdad socioeco-
nómica y ambiental31.

Canadá ha adoptado un enfoque más integral con su im-
puesto federal al carbono, diseñado para redistribuir los 
ingresos a través de reembolsos directos a los hogares, es-
pecialmente aquellos de bajos ingresos. Esto ha ayudado 
a mitigar los impactos regresivos del impuesto, aseguran-
do que las familias más vulnerables no se vean despro-
porcionadamente afectadas por el aumento de los costos 
energéticos32. Además, Canadá ha destinado fondos a 
programas de transición laboral para apoyar a los tra-
bajadores desplazados por la transición energética, fo-
mentando una transición justa y equitativa.

La UE ha enfrentado desafíos en cuanto a impactos dis-
tributivos y efectos sobre comunidades vulnerables. Sin 

31	  Para mayor detalle ver https://www.valleyair.org/capandtrade/
32	  Para mayor información ver https://unfccc.int/climate-action/momentum-for-change/financing-for-climate-friendly/revenue-neutral-carbon-tax
33	  https://www.homaio.com/post/eu-ets-revenues-what-do-the-member-states-use-the-proceeds-for

embargo, la UE ha tomado medidas para abordar estos 
desafíos mediante y la inversión de ingresos en fondos 
para la innovación y la transición justa.

El Fondo de Innovación y el Fondo de Modernización 
son ejemplos de cómo la UE utiliza los ingresos del 
SCE para apoyar la transición hacia una economía baja 
en carbono, promoviendo la innovación tecnológica y 
mejorando la infraestructura en regiones dependientes 
de industrias de alta emisión33. Estos fondos también se 
destinan a mejorar la eficiencia energética en hogares de 
bajos ingresos, reduciendo la carga financiera de las polí-
ticas climáticas.

El Reino Unido también ha desarrollado programas es-
pecíficos para capacitar a trabajadores en nuevas tec-
nologías limpias, asegurando que la transición energé-
tica sea inclusiva y beneficiosa para todos los sectores 
de la sociedad.

China enfrenta desafíos significativos en términos de im-
pactos sociales debido a su gran población y la dependen-
cia de muchas comunidades en industrias intensivas en 
carbono. Para mitigar estos impactos, China ha imple-
mentado programas de apoyo y capacitación para los 
trabajadores desplazados y ha invertido en el desarrollo 
de nuevas industrias limpias en regiones afectadas. El go-
bierno chino también ha enfatizado la necesidad de utili-
zar los ingresos del SCE para mejorar la infraestructura y 
la calidad de vida en comunidades vulnerables, aunque la 
transparencia y la implementación efectiva siguen siendo 
áreas de mejora.

Corea del Sur ha utilizado los ingresos del K-ETS para 
financiar programas de transición justa y proyectos de 
desarrollo sostenible en comunidades vulnerables. La po-
lítica surcoreana ha puesto un fuerte énfasis en la capa-
citación y reentrenamiento de trabajadores en sectores 
afectados, así como en la inversión en tecnologías limpias 
para generar nuevas oportunidades de empleo.

8.4.2. La experiencia de México

La implementación de un precio al carbono en México 
conlleva una serie de inquietudes sociales que deben ser 
abordadas para garantizar una transición justa hacia 
una economía baja en emisiones de CO2. Desde una 
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perspectiva federal, una de las principales preocupaciones 
es el posible efecto sobre la inflación y los impactos dis-
tributivos de esta política fiscal, incluyendo los impuestos 
ambientales. Se debe considerar tanto la magnitud de la 
externalidad que se busca reducir como la capacidad del 
impuesto para lograr dicha reducción. Los efectos distri-
butivos del impuesto al carbono pueden ser desiguales, 
afectando más a los deciles de ingresos más bajos, que 
podrían tener dificultades para absorber los aumentos de 
precios en comparación con los deciles más altos.

El precio del carbono establecido es un factor clave 
que influye en múltiples decisiones. Un precio dema-
siado bajo puede ser insuficiente para financiar proyectos 
de mitigación, como los basados en créditos de carbo-
no forestales, que impactan directamente a comunida-
des y ejidos. Por lo tanto, es clave encontrar un equili-
brio entre la protección ambiental y las consideraciones 
socioeconómicas.

Para asegurar que un precio al carbono no tenga un im-
pacto desproporcionado en las comunidades desfavore-
cidas, es esencial implementar medidas que garanticen 
la equidad y protección de estos grupos. Diversos es-
tados en México están adoptando estrategias para miti-
gar los efectos negativos de estas políticas en los sectores 
más marginados.

En Jalisco, se está desarrollando un enfoque integral para 
combatir la desigualdad mediante la asignación de re-
cursos provenientes de la recaudación. Un ejemplo con-
creto es el subsidio destinado al desarrollo de proyectos 
forestales de carbono y áreas destinadas a la conservación, 
priorizando el acceso a los fondos para comunidades in-
dígenas, grupos de mujeres y empresas comunitarias. Esta 
estrategia no solo busca mitigar desigualdades económi-
cas, sino también promover la participación y el empode-
ramiento de grupos históricamente marginados.

Para contrarrestar los impactos económicos en los deciles 
más bajos de la población, las autoridades subnacionales 

consideran esquemas de compensación a través de meca-
nismos de flexibilidad. Esto podría ayudar a mitigar el 
impacto económico en estas comunidades vulnerables. 
Además, se está explorando la ampliación de los secto-
res y tipos de proyectos elegibles para la compensación 
de emisiones, ajustando los mecanismos de acuerdo con 
el contexto nacional y local y adoptando protocolos in-
ternacionales para garantizar la coherencia y efectividad 
de las acciones.

La orientación de la recaudación hacia proyectos de 
desarrollo, especialmente en energías renovables, debe 
priorizar la compensación justa a las comunidades afecta-
das y la implementación de acciones preventivas que pro-
tejan los derechos humanos y el medio ambiente. Es clave 
considerar los derechos humanos en los mecanismos de 
compensación y asegurarse de que las comunidades vul-
nerables participen en el proceso, evitando violaciones de 
derechos y adquisiciones de tierras injustas.

Es esencial reconocer el histórico descuido en la retri-
bución a estas comunidades por ceder sus tierras para 
proyectos energéticos. Promover la participación ciu-
dadana y de organizaciones de la sociedad civil en la 
revisión de objetivos y metas relacionados con el im-
puesto al carbono garantiza mayor transparencia y legi-
timidad en el proceso, incorporando las voces de los di-
rectamente afectados.

Las conversaciones deben ir más allá de lo técnico, inte-
grando los intereses y los impactos sociales de estas me-
didas. La justicia climática debe ser un elemento funda-
mental en la elaboración de políticas, considerando tanto 
los aspectos económicos como sociales. Un análisis de-
tallado de las repercusiones de estas medidas y la im-
plementación de compensaciones dirigidas a los grupos 
afectados son clavees. Además, es importante integrar la 
perspectiva de género en las políticas relacionadas con el 
cambio climático, asegurando la inclusión y el apoyo a los 
grupos más vulnerables en los esfuerzos de mitigación.



9
Hallazgos, reflexiones 

y conclusiones
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9.	 Hallazgos, reflexiones y conclusiones

En el contexto de las políticas climáticas, los IPC han 
emergido como herramientas esenciales para reducir las 
emisiones de GEI. Sin embargo, la implementación de 
múltiples IPC puede generar tanto sinergias como re-
tos. Este capítulo recupera los principales hallazgos de 
este reporte sobre cómo estos pueden complementarse 
y superponerse, presentando sinergias y desafíos en su 
implementación.

En este sentido, se discuten las sinergias que pueden sur-
gir al combinar diferentes IPC, los conflictos potencia-
les y cómo encontrar un equilibrio entre objetivos polí-
ticos, sociales, ambientales y económicos. La coexistencia 
de un SCE y un impuesto al carbono puede expandir la 
cobertura de sectores y fuentes de emisiones. Un SCE, 
centrado en sectores industriales y energéticos, puede ser 
complementado por un impuesto al carbono que abarque 
sectores como el transporte y las emisiones residenciales. 
La combinación de ambos IPC puede proporcionar cer-
teza tanto en la cantidad de emisiones reducidas como en 
el precio de las emisiones, equilibrando la estabilidad de 
precios y cantidades.

No obstante, la coexistencia de múltiples IPC puede lle-
var a redundancias y complejidades regulatorias. Por ello 
es importante considerar diversos aspectos en su diseño 
de manera que se minimicen las cargas administrativas y 
costos de cumplimiento, potenciando así la eficacia de las 
políticas. Además, es importante que los diferentes pre-
cios del carbono en sectores y regiones minimicen distor-
siones del mercado y promuevan la competitividad.

Para lograr un equilibrio entre las diversas metas, es esen-
cial integrar las políticas de precio al carbono con otras 
políticas ambientales, energéticas y sociales. La participa-
ción inclusiva de todas las partes interesadas es clave para 
asegurar que las políticas sean justas y efectivas. Diseñar 
IPC flexibles y adaptables a las condiciones cambiantes 
puede mejorar su efectividad y aceptación.

También se incluyen algunas experiencias internacionales 
de cómo diferentes regiones del mundo han gestionado 
la convivencia entre IPC y los desafíos y oportunidades 
encontrados. Ejemplos de California, Canadá y la Unión 
Europea muestran que una coordinación y planeación 
de más de un IPC implementado de manera simultánea 
puede aumentar la ambición climática y generar ingresos 

adicionales a nivel subnacional para invertir en una ruta 
de bajas emisiones de carbono.  La experiencia interna-
cional también demuestra que una doble regulación no es 
necesariamente negativa si se tiene claridad de los obje-
tivos y ámbitos de aplicación y se complementa con me-
canismos de compensación y otros incentivos financieros 
y programas públicos que favorezcan la transición de las 
industrias reguladas.

También se muestra que la coordinación entre los distin-
tos sectores y niveles de gobierno es esencial para crear 
mecanismos de precios al carbono eficaces. Se explora 
cómo diferentes estados han abordado estos retos y pre-
senta recomendaciones para mejorar la implementación y 
efectividad de los IPC en México.

En síntesis, la convivencia entre los diferentes IPC pue-
de generar beneficios significativos al abordar de manera 
integral las emisiones de GEI. No obstante, es clave di-
señar estos instrumentos de manera que minimicen las 
redundancias y maximicen las sinergias, asegurando una 
transición eficiente y equitativa hacia una economía baja 
en carbono. Este capítulo sintetiza el análisis de estas di-
námicas, ofreciendo perspectivas para la formulación de 
políticas climáticas efectivas.

9.1. Convivencia y sinergias

La convivencia entre los diferentes instrumentos de 
precio al carbono puede generar sinergias y redun-
dancias entre ellos. Estos instrumentos pueden com-
plementarse al abordar diferentes aspectos asociados 
a las emisiones de GEI, pero también pueden super-
ponerse, generando retos en su implementación. A 
continuación, se analizan de manera breve las siner-
gias, los retos de su coexistencia, y el equilibrio de las 
metas políticas, sociales, ambientales y económicas.

9.1.1. Convivencia y 
complementariedad de IPC

La coexistencia de un SCE y un impuesto al carbo-
no puede ampliar la cobertura de sectores y fuentes 
de emisiones. Por ejemplo, un SCE puede enfocarse en 
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sectores industriales y de energía, mientras que un im-
puesto al carbono puede ampliarse también a sectores no 
cubiertos por el SCE, como el transporte y las emisio-
nes residenciales. Esta combinación puede asegurar una 
mayor cobertura y reducir las emisiones de una mane-
ra más integral.

Los SCE proporcionan certeza en la cantidad de emi-
siones reducidas al establecer un límite máximo, mien-
tras que los impuestos al carbono proporcionan certeza 
en el precio de las emisiones. La combinación de ambos 
puede equilibrar la estabilidad de precios y cantidades. 
Por ejemplo, el impuesto podría funcionar como un pre-
cio mínimo dentro de un SCE puede asegurar que los 
precios no caigan por debajo de un nivel efectivo, además 
de garantizar ingresos estables para financiar proyectos de 
mitigación y adaptación en el marco de las metas y priori-
dades climáticas locales y/o territoriales.

La integración de mecanismos de flexibilidad, como 
créditos de compensación, puede permitir que los SCE 
y los impuestos al carbono se adapten a diferentes con-
textos económicos y sociales. Estos mecanismos pueden 
proporcionar opciones adicionales para que las empresas 
cumplan con sus obligaciones, fomentando la innovación 
y la eficiencia en la reducción de emisiones.

La implementación de una política pública que acepte 
mecanismos de compensación, como los créditos de car-
bono, ofrece varias oportunidades clave. En primer lugar, 
proporciona flexibilidad a las empresas, permitiéndoles 
cumplir con sus obligaciones de reducción de emisiones a 
un menor costo, lo que puede resultar en una mayor acep-
tación de los impuestos al carbono o el SCE. Y, como ya 
se ha reiterado, también facilita la inclusión de sectores 
no cubiertos directamente por los impuestos o el SCE, 
como los proyectos de reforestación o energías renova-
bles, que pueden generar créditos de carbono, promovien-
do la participación de un abanico más amplio de actores 
en la lucha contra el cambio climático.

9.1.2. Retos 

Diferentes precios del carbono en sectores y regiones 
pueden crear distorsiones del mercado y afectar la com-
petitividad. Si un sector está sujeto a un precio del car-
bono más alto que otro, las empresas pueden enfrentar 
incentivos desalineados, lo que puede conducir a la fuga 
de carbono y a una distribución desigual de los costos y 
beneficios de las políticas climáticas.

La falta de coordinación y coherencia entre políticas 
puede desacelerar los esfuerzos por alcanzar los objetivos 
de reducción de emisiones. Es clave que los instrumentos 
de precio al carbono estén alineados con otras políticas 
climáticas y energéticas para evitar conflictos y maximi-
zar la efectividad. Esto requiere un enfoque integrado y 
colaborativo en el diseño e implementación de políticas.

9.1.3. Equilibrio entre metas políticas, 
sociales, ambientales y económicas

Para lograr un equilibrio entre las metas políticas, socia-
les, ambientales y económicas, es esencial considerar las 
siguientes áreas de contacto:

La integración de políticas de precio al carbono con 
otras políticas ambientales, energéticas y sociales pue-
de maximizar los beneficios y reducir los conflictos. Por 
ejemplo, los ingresos generados por los impuestos al car-
bono pueden ser reinvertidos en programas de eficiencia 
energética y energías renovables, apoyando la transición 
justa y la creación de empleo verde.

Involucrar a todas las partes interesadas, incluyendo 
gobiernos, empresas, sociedad civil y comunidades vulne-
rables, en el diseño e implementación de políticas es clave 
para asegurar que las políticas sean justas y efectivas. La 
participación inclusiva puede ayudar a identificar y miti-
gar los impactos negativos y a aprovechar las oportunida-
des para el desarrollo sostenible.

Diseñar instrumentos de precio al carbono que sean 
flexibles y adaptables a las cambiantes condiciones eco-
nómicas y sociales puede mejorar su efectividad y acep-
tación. Por ejemplo, ajustar los precios del carbono en 
respuesta a cambios en el mercado y la tecnología puede 
mantener los incentivos para la reducción de emisiones 
y la innovación.

9.1.4. Experiencia internacional

La experiencia mundial en la implementación de IPC 
en América del Norte, Europa y Asia ha revelado di-
versas sinergias y retos. A continuación, se resume cómo 
estas regiones han gestionado la convivencia entre dife-
rentes instrumentos y los desafíos y oportunidades que 
han encontrado.

En Estados Unidos, California ha logrado algunas siner-
gias mediante la integración de su SCE con otras políti-
cas climáticas y energéticas. Por ejemplo, los ingresos del 
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SCE se reinvierten en proyectos de eficiencia energética 
y energías renovables, lo que refuerza los objetivos de re-
ducción de emisiones.

Sin embargo, también han surgido retos debido a la su-
perposición de políticas. Para enfrentarlos, California ha 
trabajado en la coordinación y alineación de sus políticas 
climáticas a fin de evitar el aumento de los costos de cum-
plimiento y crear complejidades administrativas, ya que, 
por ejemplo, las empresas en California están sujetas al 
SCE y regulaciones adicionales como el estándar de com-
bustible bajo en carbono (Low Carbon Fuel Standard). 

En Canadá se ha adoptado un enfoque federal con su 
impuesto al carbono, complementado por sistemas pro-
vinciales como el Cap-and-Trade de Ontario (antes de 
ser cancelado) y el impuesto al carbono de Columbia 
Británica. La sinergia entre el impuesto federal y las 
políticas provinciales ha permitido una cobertura más 
amplia y una mayor flexibilidad en la implementación. 
Por ejemplo, Columbia Británica ha utilizado los ingre-
sos del impuesto al carbono para financiar reducciones 
en otros impuestos y programas de eficiencia energéti-
ca, logrando una aceptación pública más amplia. No obs-
tante, la coexistencia de políticas federales y provincia-
les puede generar tensiones y desafíos de coordinación. 
Algunas provincias han resistido la implementación del 
impuesto federal, argumentando la necesidad de autono-
mía en sus políticas climáticas. Este conflicto resalta la 
importancia de un enfoque colaborativo y coherente en-
tre niveles de gobierno.

La UE ha logrado sinergias al integrar el SCE con otras 
políticas climáticas y energéticas, como las Directivas de 
Energías Renovables y Eficiencia Energética. Esta in-
tegración ha fomentado una mayor inversión en tecno-
logías limpias y ha ayudado a reducir las emisiones de 
manera más efectiva. Sin embargo, el SCE de la UE ha 
enfrentado desafíos relacionados con la superposición de 
políticas y la volatilidad de precios. Inicialmente, la so-
breasignación de derechos de emisión llevó a precios del 
carbono bajos e ineficaces. La UE ha abordado este reto 
mediante la implementación de la Reserva de Estabilidad 
del Mercado (MSR) para ajustar la oferta de derechos y 
estabilizar los precios. Además, la coordinación entre po-
líticas nacionales y europeas ha sido clave para evitar du-
plicidades y conflictos.

En Reino Unido, el SCE ha buscado sinergias con po-
líticas nacionales, como el Plan de Energía Limpia 
y el Fondo de Innovación, para maximizar los benefi-
cios de la reducción de emisiones y promover la innova-
ción tecnológica.

9.1.5. El caso de México

La convivencia entre los instrumentos de precio al carbo-
no y otras políticas relacionadas con la energía, el medio 
ambiente y la fiscalización en México suponen retos para 
cumplir con los objetivos climáticos. Es esencial promo-
ver la coordinación entre los distintos sectores para crear 
mecanismos de precios al carbono alineados y eficaces 
que complementen un marco regulatorio integral.

La implementación efectiva de un precio al carbono re-
quiere ajustes en otras políticas para facilitar su aplicación 
y maximizar su impacto. Desde el punto de vista federal, 
es importante avanzar en una regulación para siguientes 
fases operativas del SCE y analizar la implementación de 
instrumentos de coordinación fiscal para ciertos sectores. 
Se necesitan medidas complementarias en áreas como 
ciencia y tecnología, inversión en investigación y desarro-
llo de tecnologías innovadoras, y las energías renovables.

El desarrollo de fideicomisos o fondos que apoyen in-
versiones en proyectos de mitigación es clave, así como 
la creación de instrumentos que faciliten asesorías y el 
desarrollo de capacidades. 

Para la implementación del impuesto al carbono es esen-
cial la claridad y transparencia en su operatividad, 
con políticas bien definidas y un marco regulatorio 
claro que garantice la participación y colaboración del 
sector privado. La convivencia de instrumentos de pre-
cio al carbono, como los impuestos estatales, el impues-
to federal y el SCE, requiere una adecuada coordinación 
para lograr una transición efectiva hacia una economía 
baja en carbono.

En Guanajuato, se están llevando a cabo esfuerzos para 
asegurar una convivencia entre el SCE y el impuesto al 
carbono estatal. Si bien no se conoce cómo el SCE inte-
ractuará con los instrumentos estatales, se están desarro-
llando esquemas que permiten a las industrias del esta-
do a adaptarse a ambos sistemas de manera efectiva. Por 
ejemplo, el estado de Guanajuato establece un impuesto 
de $45 pesos por cada tonelada de CO2e, pero las empre-
sas que participan en el SCE tienen la opción de pagar 
este impuesto o adherirse a un sistema de cuotas anua-
les diferidas basado en las condiciones del SCE, lo cual 
les permite acceder a incentivos y beneficios adicionales. 
Además, se busca un esquema que busca garantizar que 
las industrias que forman parte del SCE puedan obtener 
un precio de impuesto similar al de aquellas que no par-
ticipan, tomando en cuenta los beneficios y estímulos que 
ofrece el sistema de comercio. En este sentido, aunque la 
participación en el SCE no exime a las empresas del pago 
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del impuesto estatal, no se considera que exista doble tri-
butación, ya que el SCE no es un impuesto sino un me-
canismo de mercado.

En Tamaulipas, se han implementado medidas para ar-
monizar el impuesto al carbono estatal con el SCE, ga-
rantizando que ambos instrumentos operen de manera 
complementaria. El estado reconocería las transacciones 
realizadas en el marco del SCE para reducir la base gra-
vable del impuesto estatal. Además, se está consideran-
do validar a nivel estatal todas las emisiones incluidas en 
el SCE y gravar únicamente las toneladas de CO2e res-
tantes. Esta estrategia evita conflictos entre ambos sis-
temas, ya que tanto el SCE como el impuesto al carbo-
no comparten el objetivo de incentivar la reducción de 
emisiones y promover una transición hacia una economía 
baja en carbono.

Alternativas de convivencia incluyen la atención a dis-
tintos umbrales de emisiones o sectores regulados por 
cada instrumento. La armonización de instrumentos re-
quiere claridad en el alcance de las legislaciones locales y 
federales, y la creación de un registro público de instru-
mentos existentes. La coordinación y comunicación con-
tinua entre los agentes implementadores resulta esencial 
para maximizar los beneficios y minimizar los desafíos.

9.2. Líneas de acción para una 
implementación eficaz

Para asegurar la implementación, funcionamiento, efec-
tividad y continuidad de los instrumentos de fijación de 
precios al carbono en México, es clave adoptar un en-
foque integral que equilibre los objetivos económicos, 
ambientales, políticos y sociales.

En primer lugar, es esencial diseñar instrumentos cohe-
rentes y coordinados tanto a nivel federal como estatal. 
Promover la alineación de políticas entre los distintos ni-
veles de gobierno es esencial para evitar redundancias 
y conflictos que puedan surgir de la implementación de 
múltiples instrumentos. Esto implica establecer un regis-
tro público de los instrumentos existentes en cada estado, 
socializando las metodologías utilizadas para el cálculo 
de emisiones y precios. Además, los instrumentos de fija-
ción de precios al carbono deben alinearse con los com-
promisos de mitigación de México tanto a nivel nacional 
como internacional. Esto incluye metas claras y ambicio-
sas en la Ley General de Cambio Climático y el desa-
rrollo de una ruta hacia la neutralidad en carbono (Net 
Zero) a nivel federal.

En particular, es primordial que los IPC sean comple-
mentarios para alcanzar las metas de reducción de GEI 
de manera eficiente y efectiva. Es muy relevante asegu-
rar una congruencia legal entre los instrumentos de pre-
cio al carbono a nivel federal y estatal. Es esencial que las 
leyes y regulaciones de ambos niveles de gobierno estén 
alineadas, permitiendo un marco normativo coherente 
que facilite la implementación y operación de los instru-
mentos de fijación de precios al carbono.

Es igualmente clave alinear incentivos fiscales y deduc-
ciones para las empresas que inviertan en tecnologías 
y procesos menos contaminantes. Este tipo de medidas 
puede incentivar a las empresas a adoptar prácticas más 
limpias y sostenibles, contribuyendo así a la reducción de 
emisiones. La infraestructura institucional también juega 
un papel vital en este contexto. Se requiere un sistema ro-
busto de medición, reporte y verificación (MRV) para 
asegurar la integridad ambiental, la precisión y trans-
parencia en el monitoreo de las emisiones. Además, de-
ben establecerse mecanismos claros y eficientes para el 
comercio de emisiones, garantizando la integridad y fun-
cionalidad del mercado.

La implementación efectiva de estos instrumentos debe 
considerar los trade-offs entre los objetivos económicos, 
ambientales, políticos y sociales. Es importante diseñar 
los instrumentos de manera que minimicen los impac-
tos negativos en la competitividad económica, al mis-
mo tiempo que maximicen los beneficios ambientales. 
Políticamente, se debe buscar un equilibrio que permita la 
viabilidad y aceptación de las políticas, asegurando la par-
ticipación de todas las partes interesadas y considerando 
sus intereses y preocupaciones.

Para garantizar la continuidad de los instrumentos de 
precio al carbono, es necesario establecer mecanismos 
de revisión y ajuste periódicos. Estos mecanismos de-
ben permitir la adaptación de las políticas en respues-
ta a nuevos datos y circunstancias, asegurando que si-
gan siendo efectivas y relevantes a lo largo del tiempo. 
Además, es clave fomentar la cooperación internacional y 
el aprendizaje de las experiencias de otros países que ya 
han implementado con éxito instrumentos de fijación de 
precios al carbono.

La coordinación efectiva entre los distintos niveles de 
gobierno es clave para asegurar que los instrumentos de 
precio al carbono sean coherentes y complementarios. 
Esto implica la creación de mecanismos de coopera-
ción y diálogo continuo entre autoridades federales y 
estatales, permitiendo la armonización de políticas y 
la optimización de recursos. Asimismo, la implemen-
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tación de un marco regulatorio integral debe considerar 
las particularidades de cada estado, adaptando los ins-
trumentos a las realidades locales y garantizando que 
todos los sectores económicos relevantes estén adecua-
damente cubiertos.

Para lograr una efectiva alineación de políticas, es nece-
sario establecer una base de datos pública y accesible que 
detalle los instrumentos de precio al carbono en opera-
ción, sus metodologías y los resultados obtenidos. Este 
nivel de transparencia no solo facilita la coordinación en-
tre diferentes niveles de gobierno, sino que también pro-
mueve la rendición de cuentas y la participación de la 
sociedad civil en el seguimiento y evaluación de las po-
líticas climáticas.

9.2.1. Transparencia y 
participación inclusiva

La transparencia y participación inclusiva son pilares cla-
ve para el éxito de los instrumentos de precio al carbono 
en México. Desarrollar políticas claras y un marco regu-
latorio transparente es esencial para garantizar la partici-
pación y colaboración de todos los sectores involucrados, 
incluyendo el sector privado, la sociedad civil y las comu-
nidades locales. La transparencia en la implementación y 
operatividad de estos instrumentos implica la publicación 
regular de datos y metodologías de cálculo de emisiones 
y precios, así como la presentación de reportes detallados 
sobre el progreso y los impactos de las políticas de fijación 
de precios al carbono. Esta apertura permite a todos los 
actores interesados tener acceso a la información necesa-
ria para comprender y evaluar la efectividad de las políti-
cas climáticas, fomentando así la confianza, aceptación y 
el apoyo público.

Involucrar a todas las partes interesadas en el diseño, im-
plementación y revisión de los instrumentos de precio al 
carbono es clave para asegurar que las políticas sean jus-
tas y efectivas. La participación inclusiva debe abarcar 
desde los gobiernos estatales y federales hasta las em-
presas, las comunidades vulnerables y las organizacio-
nes de la sociedad civil. Este enfoque participativo ase-
gura que se aborden las preocupaciones y necesidades de 
todos los grupos afectados, promoviendo un sentido de 
propiedad y compromiso hacia los objetivos climáticos. 
La inclusión de diversos actores en el proceso de toma 
de decisiones permite identificar y mitigar posibles im-
pactos negativos, especialmente en las comunidades más 
vulnerables, garantizando que las políticas de fijación 
de precio al carbono no solo sean eficaces en la reduc-

ción de emisiones, sino también equitativas desde una 
perspectiva social.

Para facilitar una participación inclusiva y efectiva, es ne-
cesario establecer mecanismos formales de consulta y 
diálogo continuo. Esto puede incluir la creación de co-
mités consultivos y foros de discusión donde todos los 
interesados puedan expresar sus opiniones y contribuir al 
desarrollo y mejora de las políticas climáticas. Además, es 
importante promover la educación y la concientización 
sobre los instrumentos de precio al carbono, proporcio-
nando información clara y accesible sobre su funciona-
miento, beneficios y desafíos. 

La transparencia en la implementación también implica 
una rendición de cuentas efectiva, donde los responsables 
de la formulación y ejecución de políticas climáticas de-
ben ser evaluados regularmente en función de los resul-
tados obtenidos. La creación de sistemas de monitoreo 
y evaluación robustos, que incluyan indicadores claros 
y medibles, permite realizar un seguimiento preciso 
del impacto de los instrumentos de precio al carbono. 
Estos sistemas deben ser capaces de identificar rápida-
mente cualquier desviación de los objetivos establecidos y 
proponer medidas correctivas oportunas.

9.2.2. Equidad y protección social

La equidad y la protección social son componentes esen-
ciales en el diseño e implementación de instrumentos de 
precio al carbono en México. Estos instrumentos deben 
ser diseñados para minimizar los impactos económicos 
en los hogares de bajos ingresos y en las comunidades 
vulnerables, asegurando que los beneficios de la políti-
ca climática se distribuyan de manera justa y equitati-
va. Para lograrlo, se deben implementar mecanismos de 
compensación que puedan aliviar la carga financiera so-
bre estos grupos. Los ingresos generados por los instru-
mentos de precios al carbono pueden ser redistribuidos 
de diversas maneras, tales como subsidios a la inversión 
a los hogares, programas de eficiencia energética, y me-
joras en la infraestructura pública. Estas medidas no solo 
ayudan a mitigar los impactos negativos, sino que tam-
bién fomentan la aceptación pública y el apoyo a las po-
líticas climáticas.

La implementación de programas de transición justa 
es otro aspecto clave para asegurar que las políticas de 
precio al carbono no exacerben las desigualdades exis-
tentes. Estos programas deben estar orientados a capaci-
tar y reentrenar a los trabajadores desplazados por la tran-
sición hacia una economía baja en carbono, ofreciendo 
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oportunidades de empleo en sectores emergentes como 
las energías renovables, la eficiencia energética y las tec-
nologías limpias. Es esencial invertir en el desarrollo eco-
nómico de las comunidades afectadas, diversificando sus 
economías y reduciendo su dependencia de industrias in-
tensivas en carbono. 

Además, es imprescindible diseñar instrumentos de pre-
cio al carbono que sean sensibles a las particularidades de 
diferentes grupos sociales y regiones. Esto implica consi-
derar las disparidades regionales en términos de desarro-
llo económico, infraestructura y capacidades tecnológicas. 
Por ejemplo, los programas de subsidios y apoyo financie-
ro deben estar diseñados de manera que sean accesibles y 
relevantes para las comunidades rurales e indígenas, que a 
menudo enfrentan barreras adicionales para acceder a los 
beneficios de las políticas climáticas.

En el contexto de México, donde las desigualdades so-
cioeconómicas son pronunciadas, es particularmente im-
portante que los IPC sean diseñados con una perspectiva 
inclusiva y equitativa. Esto incluye la implementación de 
políticas complementarias que minimicen los impactos 
a los grupos más afectados mediante su integración con 
políticas de desarrollo. 

9.2.3. Flexibilidad y adaptabilidad

La flexibilidad y adaptabilidad son componentes clave 
en el diseño e implementación de IPC en México. Estos 
principios aseguran que las políticas climáticas puedan 
ajustarse a las cambiantes condiciones económicas, tec-
nológicas y científicas, manteniendo su efectividad y re-
levancia a lo largo del tiempo. Incorporar mecanismos de 
flexibilidad, como los créditos de compensación y la posi-
bilidad de intercambiar derechos de emisión entre secto-
res y regiones del país, permite que las empresas cumplan 
con sus obligaciones de manera más eficiente y fomen-
ta la innovación tecnológica. Estos mecanismos propor-
cionan opciones adicionales para reducir las emisiones de 
GEI, lo que puede ser especialmente útil en sectores don-
de las reducciones de emisiones son más costosas o técni-
camente desafiantes.

La revisión y ajuste periódico de los IPC es esencial para 
asegurar su efectividad continua. Establecer un calenda-
rio regular para la revisión de estas políticas permite eva-
luar su desempeño en función de los objetivos estableci-
dos y realizar los ajustes necesarios. Estos ajustes pueden 
incluir la modificación de los precios del carbono, la ac-
tualización de los límites de emisiones permitidas o la 
introducción de nuevos mecanismos de flexibilidad. La 

capacidad de adaptarse a nuevas evidencias científicas y 
avances tecnológicos es clave para mantener los incenti-
vos adecuados para la reducción de emisiones y la innova-
ción. Por ejemplo, si se desarrollan nuevas tecnologías de 
captura y almacenamiento de carbono, las políticas deben 
ser lo suficientemente flexibles para integrar estas solu-
ciones y maximizar su impacto.

Además, la adaptabilidad implica la capacidad de las 
políticas climáticas para responder a las fluctuaciones 
económicas. Durante períodos de recesión económica, 
puede ser necesario ajustar temporalmente las obligacio-
nes de reducción de emisiones para aliviar la carga sobre 
las empresas y proteger los empleos. Sin embargo, es im-
portante que estos ajustes se realicen de manera que no 
comprometan los objetivos a largo plazo de reducción de 
emisiones. La flexibilidad también permite que las polí-
ticas climáticas se adapten a las diferentes realidades re-
gionales dentro de México. Las condiciones económicas, 
tecnológicas y sociales varían considerablemente entre las 
distintas regiones del país, y los IPC deben reflejar estas 
diferencias para ser efectivos y justos. Por ejemplo, las re-
giones con una mayor dependencia de industrias intensi-
vas en emisiones pueden necesitar períodos de transición 
más largos y programas de apoyo más robustos.

La incorporación de mecanismos de flexibilidad y la ca-
pacidad de adaptación también pueden fomentar la acep-
tación pública y empresarial de los instrumentos de pre-
cio al carbono. Cuando las partes interesadas ven que las 
políticas son sensibles a sus necesidades y pueden ajustar-
se en respuesta a circunstancias cambiantes, es más pro-
bable que apoyen y cumplan con estas políticas. Esto re-
fuerza la legitimidad y la sostenibilidad a largo plazo de 
los esfuerzos de mitigación del cambio climático.

Para maximizar los beneficios de la flexibilidad y la adap-
tabilidad, es esencial establecer sistemas robustos de mo-
nitoreo y evaluación. Estos sistemas deben proporcionar 
datos precisos y oportunos sobre las emisiones de GEI 
el desempeño de las políticas y los impactos económicos 
y sociales. La transparencia en la recopilación y análisis 
de estos datos es central para la credibilidad y efectivi-
dad de las políticas climáticas. Además, la capacidad de 
adaptarse requiere una infraestructura institucional fuer-
te, con agencias gubernamentales bien equipadas y con 
los recursos necesarios para gestionar y supervisar los 
IPC. Esto incluye la capacitación continua del personal 
y la colaboración con instituciones académicas y organi-
zaciones internacionales para asegurar que México esté 
al tanto de las mejores prácticas y avances en la política 
climática global.
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9.2.4. Reinversión en innovación

Un aspecto fundamental es el uso de los ingresos recau-
dados por los IPC y en dónde se gastan. Es por ello que 
una de las principales recomendaciones es su reinversión 
en innovación tecnológica y ciencia. El fomento a la in-
versión en innovación y transferencia tecnológica es un 
componente clave para el éxito de los IPC en México. 
La investigación y el desarrollo de tecnologías limpias y 
eficientes son esenciales para lograr reducciones signifi-
cativas en las emisiones y para mantener la competiti-
vidad económica global. Incentivar la investigación y el 
desarrollo a través de fondos y fideicomisos específicos 
permite financiar proyectos que pueden ofrecer solucio-
nes innovadoras y sostenibles. Estos fondos deben estar 
orientados no solo a la creación de nuevas tecnologías, 
sino también a la mejora, adaptación y transferencia de 
las tecnologías existentes de manera exitosa, aseguran-
do que sean aceptadas, accesibles y viables económica-
mente para una amplia gama de usuarios y sectores.

La inversión en infraestructura energética es igualmente 
vital para incrementar el impacto en metas de reducción 
de emisiones más ambiciosas. Para facilitar la transición 
a una economía baja en carbono, es necesario eliminar 
las barreras que actualmente dificultan la adopción de 
energías renovables. Esto incluye mejorar las capacida-
des de transmisión y distribución de energía. Además, se 
debe analizar y ajustar las reglas y operaciones del mer-
cado energético para favorecer la integración de fuentes 
de energía renovable y asegurar que estas fuentes pue-
dan competir en igualdad de condiciones con los com-
bustibles fósiles. La modernización de la red eléctrica y 
la implementación de tecnologías inteligentes son pasos 
esenciales para gestionar de manera eficiente una mayor 
proporción de energías renovables intermitentes como la 
solar y la eólica.

El desarrollo de fideicomisos o fondos específicos que 
apoyen inversiones en proyectos de mitigación es otra 
estrategia clave en donde se pueden reinvertir los ingre-
sos provenientes de IPC. Estos mecanismos financieros 
deben estar diseñados para atraer inversiones del sector 
privado y fomentar la participación en proyectos de ener-
gías renovables, eficiencia energética y otras iniciativas de 
reducción de emisiones. Proporcionar incentivos fiscales 
y subvenciones puede reducir los riesgos financieros aso-
ciados con estos proyectos y hacerlos más atractivos para 
los inversores. 

La reinversión en la innovación debe estar acompañado 
por una estrategia de despliegue tecnológico que garan-
tice que las nuevas tecnologías se adopten de manera rá-

pida y efectiva. Esto implica no solo la creación de un 
entorno regulatorio favorable, sino también la implemen-
tación de mecanismos de mercado que recompensen la 
adopción de tecnologías limpias. La cooperación inter-
nacional también juega un papel clave en este proceso, ya 
que permite a México acceder a las últimas innovaciones 
tecnológicas y compartir conocimientos y mejores prácti-
cas con otros países.

Además, la inversión en ciencia y tecnología debe incluir 
esfuerzos para aumentar la capacidad de realizar inves-
tigaciones continuas sobre el impacto de las tecnolo-
gías y las políticas es esencial para asegurar que México 
pueda adaptarse rápidamente a los cambios y avances 
en el ámbito de la mitigación de emisiones y la produc-
ción más eficiente.

9.2.5.  Estrategias sectoriales específicas

Desarrollar estrategias sectoriales específicas es clave para 
el éxito de los IPC en México. La inclusión de nuevos 
sectores en el SCE en un futuro requiere de un enfoque 
sectorial. Dado que los sectores económicos varían sig-
nificativamente en términos de sus emisiones de GEI, 
capacidades tecnológicas y vulnerabilidad económica, 
es esencial considerar el impacto en los sectores que les 
permitan adaptarse a estas diferencias para maximizar la 
efectividad y equidad de las medidas climáticas. 

La diferenciación por sectores permite establecer umbra-
les de emisiones y mecanismos de cumplimiento que re-
flejen las realidades específicas de cada sector. Por ejem-
plo, las industrias de alto consumo energético como la 
siderurgia y el cemento pueden requerir un enfoque dis-
tinto al de sectores como el transporte y la agricultura, 
que enfrentan sus propios desafíos y oportunidades en la 
reducción de emisiones.

La complementariedad con otras políticas es otro aspec-
to importante del diseño sectorial. Los instrumentos de 
precio al carbono deben estar alineados con las políticas 
de eficiencia energética, energías renovables y regulacio-
nes ambientales existentes para maximizar los beneficios 
y reducir redundancias y conflictos. Por ejemplo, las po-
líticas de eficiencia energética pueden complementar los 
precios del carbono al reducir la demanda de energía y las 
emisiones asociadas, mientras que las políticas de ener-
gías renovables pueden incentivar la adopción de fuentes 
de energía más limpias. Esta integración de políticas ase-
gura un enfoque holístico y coordinado para la mitigación 
del cambio climático.
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